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Resumen 
Sumado a la resonancia mediática que ha adquirido la labor disciplinaria que realiza la 
Procuraduría General de la Nación, doctrinariamente se ha llegado a considerar que las 
decisiones que este órgano de control adopta, y por medio de las cuales se sanciona 
disciplinariamente a servidores públicos, tienen un carácter especial, que se apartan del 
acto administrativo por las particularidades que se le han definido y por tal el control que 
pudiese hacer la jurisdicción debe ser limitado o nulo. Sin embargo, de la revisión de los 
fallos en sede de tutela o en virtud de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
se advierte que el control de legalidad que se hace en la jurisdicción, es pleno por tratarse 
de actos administrativos y que las decisiones disciplinarias pueden ser revisadas, 
modificadas e incluso reemplazadas.  
 
 
Palabras clave: Derecho disciplinario, Procuraduría General de la Nación, Acto 
Administrativo, Control de Legalidad.  
 
 
Abstract 
Along with disciplinary actions performed by the Office of the Inspector General of 
Colombia that have gained much media resonance, academics who have studied this field 
believe that the actions taken by the fore-mentioned Control Body have special 
circumstances: they separate from administrative acts because of defining particularities 
and, therefore, control that might be conducted by judges shall be limited or null. However, 
on the basis of the review of rulings handed down in accordance with the writ for protection 
of fundamental rights and restoration of rights, it is being stated that legality control 
implemented in the jurisdiction is full as it is a matter of administrative acts and, disciplinary 
measures may be reviewed, modified or replaced. 
 
 
Keywords: Disciplinary Law, Office of the Inspector General of Colombia, 
Administrative Act, Legality.  
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Introducción 
 
 
El 27 de febrero de 2012 el profesor Rodrigo Uprimny1 publicó una columna en el diario El 
Espectador2 relacionada con la labor que desarrolla la Procuraduría General de la Nación. 
En el documento se cuestiona la necesidad de este órgano de control dado que las 
funciones que desarrolla, esto es, vigilar y sancionar disciplinariamente a los servidores 
públicos, promover los derechos humanos y realizar labores preventivas y de intervención 
judicial para protegerlos, y defender el interés público, son atribuciones que también 
corresponden a otras entidades, por lo que la función de la Procuraduría resultaría 
innecesaria. Así, en cuanto al tema preventivo y de defensa de derechos humanos y 
fundamentales se cuenta con la Defensoría del Pueblo, en materia de intervención judicial 
las garantías las dan los mismos sujetos procesales, el Fiscal, el Juez y los defensores 
para propender por el respeto por el ordenamiento jurídico y, finalmente, en el aspecto 
disciplinario, señala que, en cuanto a faltas, para las menores está el control interno 
disciplinario de las propias instituciones y las graves pueden ser subsumidas por el campo 
penal o fiscal. 
 
 
Este concreto análisis se deriva de las profusas críticas que ha suscitado el actual 
Procurador General de la Nación, Alejandro Ordoñez Maldonado, debido a las posiciones 
que ha adoptado frente a temas de relevancia para la sociedad, puntualmente en el marco 
del ejercicio de la función disciplinaria consagrada en el artículo 277 de la Constitución 
Política: “Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen 
funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder 
disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la Ley”. Debido a que en su gestión se han adoptado decisiones 
disciplinarias polémicas contra funcionarios del Estado, que se han enmarcado en una 
constante resonancia mediática y política y, que luego, pese a toda la trascendencia que 
se les da y los recursos que se utilizan en ellas, son revisadas por la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, incluso en sede de tutela, son anuladas por no cumplir con los 
requisitos procedimentales, sustanciales y constitucionales para su expedición.  
 
 
                                               
 
1 Docente Universidad Nacional de Colombia y Director del Centro de Estudios Dejusticia 
2 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. “¿Sobra la Procuraduría?”. En: El Espectador, 27 de febrero de 2012. 
Ver en http://www.elespectador.com/impreso/opinion/columna-329128-sobra-procuraduria., 
consultada el 20 de agosto de 2012. 
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El colombiano del común, al enterarse por prensa, radio y redes sociales, de la sanción de 
destitución e inhabilidad impuesta por el Procurador, luego de un proceso en el que se 
debatieron pruebas, argumentos y se agotaron instancias, no entiende cómo se vuelve a 
reabrir la discusión que se torna interminable, ante acciones de tutela y nulidad, medidas 
cautelares y, lo que es peor, que luego de todo ese largo camino se condene al Estado 
para que con los recursos de la nación se restablezca el derecho de ese funcionario a 
seguir en su cargo.  
 
 
Más allá de la controversia mediática, como funcionaria de la Procuraduría General de la 
Nación con funciones en procesos disciplinarios, surgieron inquietudes académicas y 
profesionales sobre el manejo de este tipo de actos sancionatorios, principalmente, por 
teorías sobre la autonomía del derecho disciplinario que las directivas de la entidad han 
predicado en los ámbitos académico y judicial, y que han llevado a considerar que el acto 
que decide el proceso disciplinario no debe ser cuestionado por la jurisdicción o que, por 
lo menos, su revisión debe ser limitada, obviando con esto el carácter de acto 
administrativo.  
 
 
Sumado a lo anterior, existe una relevancia sobre el tema, en el ámbito público y 
administrativo, pues la función disciplinaria, dentro de la organización del Estado, es 
esencial, lo ha cual ha sido reconocido jurisprudencialmente3, así:   
 
 
“La disciplina, que sujeta a los individuos a unas determinadas reglas de conducta -
"Observancia de las leyes y ordenamientos de una profesión o Instituto", según el 
Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua- es elemento necesario en toda 
comunidad organizada; factor esencial de su funcionamiento; presupuesto y requisito de 
su operatividad y eficacia, todo lo cual explica la existencia de regímenes disciplinarios 
tanto en las instituciones públicas como en las privadas. 
En lo que concierne al Estado, no podría alcanzar sus fines si careciera de un sistema 
jurídico enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su personal, fijando los 
deberes y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones correspondientes 
y los procedimientos para aplicarlas.” 
 
 
Expuestas las razones de interés se buscó definir un puntual problema jurídico para ser 
objeto de estudio. Ante la amplitud del asunto, se consideró relevante limitarlo en cuanto 
al derecho disciplinario que ejercen las Oficina de Control Interno Disciplinario de las 
entidades y organismos del Estado, las Personerías Municipales y Distritales y, 
principalmente para nuestro estudio, la Procuraduría General de la Nación, es decir, aquél 
de connotación administrativa, que es aplicado a los servidores públicos y particulares que 
ejercen funciones públicas,  que está contenido en la ley 734 de 2002, no obstante 
regímenes especiales como el de la Policía Nacional y Fuerzas Militares que remiten a 
ella, y que pese a tener un soporte normativo, jurisprudencia y doctrinario abundante que, 
                                               
 
3 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-417 de 1993. MP: José Gregorio 
Hernández Galindo. Bogotá, 1993.  
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según algunos funcionarios y académicos, es la base de su autonomía, está sujeto al 
control de la jurisdicción contencioso administrativa.  
 
 
Así, el tema se reduce a ese punto; el control de legalidad que realiza la jurisdicción sobre 
las decisiones disciplinarias administrativas, donde finalmente se define la eficacia de las 
mismas, donde por el contrario a lo que la Procuraduría expresa y los doctrinantes han 
profesado sobre la materia, el juez contencioso administrativo hace un control de legalidad 
pleno y necesario, a veces considerado una tercera instancia, en las decisiones 
disciplinarias.  
 
 
Por lo anterior, es que surge el interrogante en este trabajo ¿Tiene el juez administrativo 
límites al realizar el control judicial de los actos administrativos disciplinarios o, por el 
contrario, el control de legalidad que realiza es amplio, incluso, puede revivir el debate 
jurídico realizado con anterioridad en las instancias disciplinarias y puede llevar a modificar, 
anular o remplazar la decisión? 
 
 
A pesar de las bases legales y constitucionales que ha adquirido el derecho disciplinario, 
su resonancia mediática,  incluso toda su organización estructural - oficinas de control 
interno disciplinario, personerías y un órgano con múltiples dependencias que atienden 
asuntos disciplinarios como la Procuraduría –, en este trabajo se presentará y comprobará 
la hipótesis que las decisiones adoptadas en la materia son revisadas, cuestionadas, 
modificadas y suplantadas sin ningún tipo de límite, lo que muestra que el proceso 
disciplinario es un largo y tedioso debate probatorio y sustancial - además de un desgaste 
burocrático - y que, lo más trascendente aún, el control judicial se hace necesario para 
limitar sanciones disciplinarias impuestas, algunas veces con carácter político, por 
funcionarios como el Procurador General de la Nación.  
 
 
El objetivo principal de este trabajo de grado es falsear la teoría de la autonomía e 
independencia del Derecho Disciplinario Administrativo, en cuanto a su consecuencia 
fundamental, esto es, la limitación en el control de legalidad que el juez contencioso 
administrativo debe hacer de las decisiones adoptadas, por cuanto en la realidad se realiza 
un control amplio y pleno. Más allá de esto, mostrar que, contrario a las posiciones 
advertidas de rechazo a este tipo de control, este resulta fundamental para evitar la 
arbitrariedad en este tipo de procesos y para garantizar con ello la eficacia de las 
decisiones disciplinarias de órganos de control tan importantes como la Procuraduría 
General de la Nación y, en sí, la justicia material.  
 
 
Como objetivo secundario es presentar una línea jurisprudencia sobre los tipos de 
controles a los que puede estar sometida la decisión disciplinaria y los alcances de los 
mismos, tanto por vía de tutela, figura igualmente utilizada para evitar los efectos de la 
sanción y por vía de acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Esto, para identificar 
si actualmente hay una posición uniforme sobre este tipo de asuntos o resulta, tal como 
algunos analistas lo han expresado, caótica y ambivalente.  
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Para lograr lo expuesto, en un primer capítulo se presentará de manera general las bases 
legales y constitucionales del derecho disciplinario administrativo en Colombia, exponiendo 
la diferenciación con otras modalidades disciplinarias, para identificar algunas de las 
características propias que se han destacado por vía de jurisprudencia y que lo distinguen 
del derecho penal. Sumariamente, se presentará la discusión sobre la independencia de 
este tipo de derecho disciplinario y de los actos que se profieren en virtud de él, impulsada 
por el ex Viceprocurador General de la Nación, quien construye toda una teoría para 
desligarlo del derecho administrativo. Precisamente de esta postura se mostrarán los 
estudios que rechazan un control total por parte de la jurisdicción, desarrollan y llaman la 
atención a un control judicial extremadamente restringido, solo a asuntos de debido 
proceso y que hacen eco y por lo tanto, respaldan la posición de autonomía. 
 
 
Luego se presentará un segundo capítulo en el que se desarrollará de forma teórica el 
principio de legalidad en el Estado Social de Derecho, para luego aproximar al lector al 
control de legalidad de los actos administrativos y el desarrollo de la jurisprudencia sobre 
la materia, que lleva a una nueva posición de cómo es el control por parte del juez apoyado 
por las herramientas que da la reforma del Código Contencioso Administrativo, hoy Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que presenta el nuevo 
recurso de extensión de jurisprudencia, tomando de forma obligatoria el precedente de las 
Altas Cortes en materia administrativa y lo correspondiente a la facultad que tiene el juez 
administrativo de reemplazar o modificar la decisión anulada.    
 
 
Posterior a ello, en un tercer aparte, se hará un análisis de las sentencias de 
constitucionalidad y de tutela que sirven de fundamento para otorgarle una supuesta 
autonomía al derecho disciplinario administrativo, utilizando como metodología la 
propuesta por el profesor Diego López Medina4 para el análisis del precedente judicial, que 
tiene en cuenta las recientes teorías de interpretación jurídica. Lo anterior para exponer las 
debilidades de los fundamentos esbozados por autores precedentes y para introducir el 
análisis de las sentencias del Consejo de Estado y Corte Constitucional que han dado 
cuenta del tipo de control que debe hacerse frente a estos actos administrativos, lo que 
llevará a demostrar que lejos de un control nulo o limitado, la jurisdicción ha consagrado 
un control pleno, que ha llegado incluso a reemplazar al operador disciplinario, fundado en 
el rol que debe tener el juez administrativo en este tipo de Estado.  
 
 
 
 
 
 
 
                                               
 
4 LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Obligatoriedad del precedente constitucional, 
análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial. Segunda Edición. 
Onceava Reimpresión. Bogotá. Ed Legis. 2012. 366 p.  
  
 
1. Capítulo 1. El Derecho Disciplinario Administrativo en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 
1.1 Fundamentos constitucionales y legales 
 
El Derecho Disciplinario está fundamentado en los artículos 6° y 123 de la Constitución 
Política, que consagran la cláusula de responsabilidad aplicable a los servidores públicos; 
estos son los miembros de corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del 
Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, así como los 
particulares que temporalmente desempeñan funciones públicas, no sólo por transgredir 
las funciones prevista en la Constitución, la ley y el reglamento, sino por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de las mismas, en razón a que están al servicio del Estado y 
de la comunidad.  
 
 
La responsabilidad consagrada para el servidor público trae una serie de implicaciones 
políticas, penales, civiles, fiscales y, en el caso que nos ocupa, disciplinarias, que nos 
muestran no sólo la transcendencia de la labor que se debe desarrollar sino que son 
herramientas para que el Estado garantice el cumplimiento de la función pública, así lo ha 
concretado la Corte Constitucional:  
 
 
“En este último caso, dicha responsabilidad se refleja en las distintas sanciones que puede 
llegar a imponerle la Administración -previo el cumplimiento de un proceso administrativo-
, como consecuencia del desconocimiento de sus deberes y obligaciones, o la 
inobservancia de las prohibiciones e incompatibilidades establecidas por la Constitución y 
las leyes, las cuales están dirigidas a fijar condiciones razonables para un adecuado y 
eficaz desempeño de la función pública”5 
 
 
Es importante resaltar que por vía de jurisprudencia se ha dado sentido y relevancia a la 
actividad disciplinaria, pues está dirigida a los sujetos que tienen una especial relación de 
sujeción con el Estado, quienes están a su servicio y de ahí se deriva precisamente esa 
doble obligación, para los servidores públicos de actuar conforme a la postulados 
                                               
 
5 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-307 de 1996. MP: Vladimiro Naranjo Meza. 
Bogotá, 1996.  
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constitucionales y legales que les da su labor y del Estado de controlar su conducta para 
mantener el orden interno y garantizarle a la comunidad el logro de los objetivos.6 
    
 
Así, en cuanto a la importancia de esta actividad la Corte Constitucional desde sus inicios 
enfatizó:  
 
  
“El derecho disciplinario está integrado por todas aquellas normas mediante las cuales se 
exige a los servidores públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus 
funciones, independientemente de cuál sea el órgano o la rama a la que pertenezcan. Ello 
hace parte de las condiciones mínimas inherentes a la actividad oficial, que resultan 
imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del Estado, motivo por el 
cual su mantenimiento, merced a un ordenamiento jurídico especial de reglas y sanciones, 
no solamente constituye derecho sino que es ante todo deber del Estado. 
 El derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y tiene lugar 
preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas.”7 
 
 
Es el empleo público entonces el núcleo básico de la estructura administrativa del Estado8, 
“las funciones del Estado se distribuyen por niveles, nacional y territorial; luego por 
sectores y por entidades; al interior de éstas, por dependencias y, finalmente, las funciones 
por dependencias se asignan o distribuyen a través de empleos públicos. Por ello la 
máxima del artículo 122 de la Constitución según la cual “No habrá empleo público que no 
tenga funciones detalladas en ley o reglamento”. Desde esta óptica, en el modelo las 
funciones por cargo expresan la desagregación de las funciones públicas, delimitan el 
ámbito de actuación delos servidores públicos y constituyen el referente constitucional para 
determinar la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos (C.P., art. 6º).”  
 
 
Es así como el cumplimiento de las funciones de los empleos, llevará al cumplimiento de 
las funciones de las dependencias, y estas a los objetivos misionales de la entidad, lo que 
se traduce en hacer efectivo los fines del Estado, los cuales están expresados, como lo 
menciona el artículo 123 de la Constitución, en que el servidor público está al servicio del 
estado y de la comunidad,  “En resumen, el Deber Funcional se asume en el contexto de 
la naturaleza y de los fines del Estado social y democrático de Derecho, que es prestador 
de servicios a la comunidad, en el cual está inmanente el Deber de actuar con legalidad, 
con equidad, con igualdad y con calidad en el cumplimiento de sus funciones y en la 
realización de sus fines. El servidor público, como agente del Estado, es decir como parte 
                                               
 
6 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-280 de 1996. MP: Alejandro Martínez 
Caballero. Bogotá, 1996. 
7 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-417 de 1993, MP: Jose Gregorio Hernández 
Galindo. Bogotá, 1996. 
8 HERNÁNDEZ, Pedro Alfonso. La Ilicitud Sustancial es una Categoría Autónoma en el Régimen 
Disciplinario. Escrito suministrado como material de trabajo en la asignatura Derecho de la Función 
Pública. Y Acepciones Constitucionales de la expresión Función Pública, En: Lecciones de Derecho 
Disciplinario Vol 4. Bogotá. Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2007. p. 27-38.   
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integrante del Estado, está al servicio de la comunidad y es a través suyo que el Estado 
cumple su Deber Funcional, en consideración a su definición y su naturaleza.”9  
 
 
Por lo tanto, en esa regulación de las relaciones entre el Estado y sus servidores, en 
materia disciplinaria, el artículo 124 constitucional determina la existencia de un régimen 
jurídico que regula el comportamiento de éstos, mediante un catálogo de deberes, 
derechos y prohibiciones, así como la tipificación de conductas que constituyen faltas a 
esa responsabilidad y, como consecuencia, el procedimiento para sancionarlas. Todo ese 
engranaje jurídico es importante para realizar un control efectivo sobre la actividad estatal 
y para la consecución de los fines del Estado:  
 
 
“El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y procesales, en 
virtud de las cuales el Estado asegura la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, 
la moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, con miras a asegurar el buen 
funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo. Por consiguiente, el sistema 
normativo que configura dicho derecho regula: 
a) Las conductas -hechos positivos o negativos- que pueden configurar falta juzgable 
disciplinariamente. Es así, como la violación de los deberes, de las prohibiciones o de las 
inhabilidades o incompatibilidades, a que están sujetos los funcionarios y empleados 
públicos, es considerado por el respectivo estatuto disciplinario como falta disciplinaria. 
b) Las sanciones en que pueden incurrir los sujetos disciplinados, según la naturaleza de 
la falta, las circunstancias bajo las cuales ocurrió su comisión y los antecedentes relativos 
al comportamiento laboral. 
c) El proceso disciplinario, esto es, el conjunto de normas sustanciales y procesales que 
aseguran la garantía constitucional del debido proceso y regulan el procedimiento a través 
del cual se deduce la correspondiente responsabilidad disciplinaria.”10 
 
 
Particularmente y como objeto de estudio, la normatividad a que se hace referencia es la 
contenida en el Código Disciplinario Único, en un primer momento, expedido como la ley 
200 de 1995, que se constituyó en un intento inicial para conformar un cuerpo único de 
régimen que comprendiera las faltas, sanciones y procedimientos como un medio de 
corrección, que fue derogado ante las limitaciones que presentó, en tanto no correspondían 
las sanciones con la gravedad de las conductas, la enumeración escasa y taxativa de las 
faltas gravísimas, la poca claridad en torno al procedimiento aplicable y la omisión en 
cuanto a lo correspondiente a particulares que ejercen funciones públicas11. Así se 
presentó la ley 734 de 2002, modificada por la ley 1474 de 2011, actual estatuto 
disciplinario, que contiene una completa consagración de principios, deberes, derechos, 
prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de intereses, una variada lista 
de faltas gravísimas y la calificación de las faltas graves y leves, un régimen de sanciones 
                                               
 
9 Ibíd., p. 37  
10 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-341 de 1996. MP: Antonio Barrera 
Carbonell. Bogotá, 1996. 
11  MAYA VILLAZÓN, Edgardo José. Estado Actual del Derecho Disciplinario en Colombia, En: 
http://www.colegiodederechodisciplinario.com/jmv.html      
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acorde con la conducta cometida, un detallado procedimiento ordinario y el innovador 
proceso del verbal, etc, todo destinado a hacer cumplir los fines de la función pública.  
 
 
Así lo consagra expresamente la ley disciplinaria: “Artículo 22. Garantía de la función 
pública. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, transparencia, 
objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, 
economía, neutralidad, eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su 
empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará las 
prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la Constitución Política y en las 
leyes.” 
 
 
Es preciso realizar una diferenciación en este punto, acerca de las modalidades de derecho 
disciplinario previstas en el ordenamiento, así hay un derecho disciplinario jurisdiccional, 
competencia de las salas jurisdiccionales disciplinarias de los Consejos Seccionales y 
Superior de la Judicatura que aplican la ley 1123 de 2007 con respecto a los abogados y 
la ley 734 de 2002 en armonía con la ley 270 de 1996 en cuanto a los jueces, fiscales y 
magistrados, el cual expresamente no tiene control contencioso; un derecho disciplinario 
ético profesional o delegado, el cual opera en el contexto de profesiones liberales con el 
fin de prevenir y sancionar los riesgos que su ejercicio genera en la sociedad por conductas 
antiéticas, como por ejemplo la Contaduría o la Medicina y cuyos Tribunales con 
participación permanente del Estado producen actos que pueden ser sujetos de control 
contencioso; un derecho disciplinario de las organizaciones, eminentemente privado y, por 
tal, distante del control contencioso; y un derecho disciplinario administrativo sujeto al 
control de la jurisdicción y en el cual se centra nuestro análisis12.    
 
 
Así, en cuanto al derecho disciplinario administrativo, en virtud de la ley 734 de 2002 se 
configuró el Control Disciplinario al interior de las entidades y organismos del Estado, 
artículo 76, consiguiendo con estas oficina de alto nivel que se investiguen y juzguen las 
conductas de sus colaboradores y si es procedente que se adopten y hagan efectivas las 
sanciones disciplinarias respectivas, correspondiendo la segunda instancia al nominador, 
siendo muestra clara de la jerarquización en las organizaciones. Junto con ese control 
interno, constitucional y legalmente se consagra un control disciplinario externo, 
conformado por el Ministerio Público, puntualmente para el tema disciplinario Procuraduría 
General de la Nación y Personerías Distritales y Municipales, que tienen una facultad 
preferente frente a las actuaciones que adelantan las Oficinas de Control Interno y una 
propia, de acuerdo a las funciones asignadas por la ley, para conocer de las actuaciones 
relacionadas con el control de la conducta oficial, así, el artículo 118 de la Carta señala 
que al Ministerio Público, le corresponde "la vigilancia de la conducta oficial de quienes 
desempeñan funciones públicas." Y, el artículo 277 ordinal 6º de la Carta, precisa los 
alcances de esa potestad disciplinaria externa, cuando señala que es función del 
Procurador General, por sí o por medio de sus delegados y agentes, "ejercer vigilancia 
                                               
 
12 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Los Títulos de Imputación en el Control Contencioso 
Administrativo de las Decisiones Disciplinarias, En: Cuaderno de Derecho Disciplinario, Líneas 
Doctrinales Vol 2. Bogotá. Alcaldía Mayor de Bogotá,  2010. p. 9-12. 
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superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de 
elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las 
investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley." 
 
 
Es así como la facultad de adelantar los procesos disciplinarios contra servidores públicos, 
que ejercen las Oficina de Control Disciplinario de las entidades y organismos del Estado, 
las Personerías Municipales, Distritales y la Procuraduría General de la Nación, y que es 
sujeto de control por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, es el objeto de estudio en 
este trabajo y, por tal, para su diferenciación, en adelante se denominará como Derecho 
Disciplinario Administrativo, no obstante la discusión que sobre la naturaleza han dado 
algunos doctrinantes, la cual se presenta en el siguiente aparte.  
 
1.2 Características del Derecho Disciplinario Administrativo 
 
 
Dada la expedición del Código Disciplinario Único el Derecho Disciplinario Administrativo 
ha sido analizado desde la jurisprudencia y la doctrina, para establecer con claridad sus 
características, esto es, sus principios, naturaleza, límites, ámbito de aplicación y 
procedimiento, dada su innegable trascendencia.  
 
 
Así, se presentan unas características que se pueden dividir en dos aspectos 
fundamentales13:  
 
 
1. Garantías Sustanciales, en donde se destaca: (i) Reserva de ley. Como radio de acción 
en el estado constitucional, pues se goza de las garantías legislativas y jurisdiccionales 
propias de todos los derechos fundamentales. (ii)  Legalidad14.  Procesalmente consagrado 
en el artículo 29 de la Constitución, nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, jurisprudencial y doctrinalmente postulados de lex 
escrita (la existencia de la ley), lex previa (ley anterior al hecho sancionado) y lex certa 
(que describa un supuesto de hecho estrictamente determinado).  En esto se fundamenta 
la ley disciplinaria al estipular que el servidor público y el particular en los casos previstos 
solo serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén 
descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización. (iii) Tipicidad. 
Determinación de la falta (la infracción, la contravención, el tipo, el ilícito o el injusto 
disciplinario) la labor del operador disciplinario en el trámite del proceso, investigación o 
expediente disciplinario, se traduce en establecer la presencia del injusto o por el contrario 
su inexistencia o en últimas su estructuración. (iv) Ilicitud sustancial. El artículo 5 del 
                                               
 
13 FORERO SALCEDO, José Rory. Garantías Constitucionales en el Ámbito Disciplinario de los 
Servidores Estatales, En: Lecciones de Derecho Disciplinario Vol 3. Bogotá. Instituto de Estudios 
del Ministerio Público, 2007. p 41-71. 
14 Sobre esta garantía se puede consultar la sentencia C-819 de 2006. 
 
10 Las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y su 
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Código Disciplinario pernea la interpretación de las demás normas, en el sentido de que el 
ilícito disciplinario comporta siempre la referencia a la noción de deber y este trasciende a 
la razón de ser que dicho deber tiene en un Estado Social y Democrático de Derecho. (v) 
Culpabilidad. Atañe a la responsabilidad del funcionario y tiene proscrita toda forma de 
culpabilidad objetiva.  
 
 
2. Garantías Procedimentales, en ellas se encuentran: la legalidad sancionatoria 
disciplinaria, la oportuna impugnación de los actos disciplinarios, una prohibición de la 
indefensión, la presunción de inocencia, la prueba como manifestación clara e inequívoca 
del fenómeno disciplinario, el derecho de defensa y asistencia letrada, la publicación de 
los actos disciplinarios, la competencia del operador disciplinario y la celeridad de la 
actuación disciplinaria. 
 
 
Estas garantías han sido precisadas en la jurisprudencia, principalmente por la Corte 
Constitucional, en los exámenes de constitucionalidad de las leyes 200 de 1995 y 734 de 
200215. Pronunciamientos que han sentado las bases para el ejercicio del derecho 
disciplinario, así por ejemplo, en cuanto al derecho al debido proceso16, dijo:  
 
 
“Toda actuación que se adelante dentro del proceso disciplinario debe dar plena vigencia 
a los principios que integran el derecho fundamental al debido proceso, en cuanto aplicable 
tanto a las actuaciones administrativas como a las judiciales (C.P. art. 29); de manera que, 
las normas administrativas de naturaleza disciplinaria no pueden desconocer los principios 
de legalidad, autoridad administrativa competente, imparcialidad, publicidad, presunción 
de inocencia, defensa y contradicción.”17 
 
 
En cuanto a la legalidad, se ha dejado claro: "También ha dicho que 'uno de los principios 
esenciales en materia sancionatoria es el de la tipicidad, según el cual las faltas 
disciplinarias no sólo deben estar descritas en norma previa sino que, además, la sanción 
debe estar predeterminada'. Dicho principio está consagrado en nuestra Constitución como 
parte integrante del debido proceso, pues al tenor del artículo 29 de la Constitución, 'nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa" No 
obstante, esta Corporación también ha señalado que como quiera que el ejercicio de la 
función pública también comprende deberes y prohibiciones generales, el legislador puede 
señalar como faltas disciplinarias el incumplimiento de tales deberes y no incurre en 
                                               
 
15 BRITO RUIZ, Fernando. Jurisprudencia Disciplinaria. Estudio Integrado y Sistemática de los 
Pronunciamientos de la Corte Constitucional. En: Lecciones de Derecho Disciplinario Vol 2. Bogotá, 
Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2007. p 75-131. 
16 Sobre este principio también se pueden ver las sentencias C-244 de 1996, C-430 de 1997. C-175 
de 1991, C-107 de 2004, entre otras. 
17 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-095 de 1998. MP: Hernando Herrera 
Vergara. Bogotá, 1998.  
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violaciones al principio de legalidad cuando esa descripción general contiene los 
elementos normativos que permiten su concreción.”18 
 
 
Estas características sumariamente expuestas muestran que el derecho disciplinario 
tienen unas características comunes pero también particularidades, por ejemplo, la ilicitud 
sustancial, las especiales relaciones de sujeción, los tipos en blanco, la demostración 
objetiva de la responsabilidad, etc, que lo diferencian de otras ramas y, precisamente por 
eso, se han presentado discusiones sobre la naturaleza del mismo. Así, algunos 
planteamientos hablan de su estrecha relación con el derecho penal, otros reconocen y 
son claros en el carácter administrativo y una nueva corriente impulsada por trabajos 
doctrinarios que han tenido cierta resonancia hablan de una disciplina autónoma.  
 
 
En cuanto a una naturaleza penal, la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en varios 
pronunciamientos19 ha enfatizado las diferencias que se presentan, puntualmente en la 
sentencia C-427 de 199420, previa incluso al Código Disciplinario Único, se da una 
importante aclaración sobre estos dos tipos de regulaciones descartando desde el inicio 
este emparejamiento, así: 
 
  
"Es cierto que existen elementos comunes entre el procedimiento penal y el procedimiento 
disciplinario en lo que tiene que ver con la definición y determinación de una conducta 
prohibida por la ley (tipicidad), en cuanto a la responsabilidad imputable al sindicado, y a 
la existencia de un procedimiento que asegure el debido proceso en la investigación y 
juzgamiento de las conductas ilícitas y la medición de las sanciones; no es menos cierto 
que de lo anterior no puede concluirse que se trata de unos mismos procedimientos, pues 
los fines perseguidos, la naturaleza de las faltas en general, y las sanciones por sus 
particulares contenidos, difieren unos de otros.”  
 
 
Algunos doctrinantes, funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, han sostenido 
que el Derecho Disciplinario referido, es “nueva rama del Derecho, independiente y 
autónoma respecto del Derecho Administrativo y del Derecho Penal, aunque sólo 
comprensible en el ámbito del Derecho Público”21. Esta conclusión, reiterada en varios 
documentos académicos22, es el resultado del análisis de diferentes instituciones que 
conforman el derecho disciplinario, consagradas en la ley disciplinaria, y que son 
                                               
 
18 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-653 de 2001, MP: Manuel José Cepeda. 
Bogotá, 2001. 
19  Ver entre otras C-244 de 1996, C-280 de 1996 y C-948 de 2002. 
20 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-427 de 1994. MP: Fabio Morón Díaz. 
Bogotá, 1994. 
21 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Problemas Centrales del Derecho Disciplinario, En: 
Colección de Derecho Disciplinario, Vol 1. Bogotá. Ediciones Nueva Jurídica, 2009. 230 p. 
22 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. El Derecho Disciplinario como Disciplina Jurídica Autónoma, 
En: Revista Derecho Penal y Criminología. Vol XXXIII. Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 
2012. p 51-68. Y El Derecho Disciplinario en Colombia “Estado del Arte”, En: Revista Derecho Penal 
y Criminología, Vol XXXII. Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 2011. p 115-154. 
12 Las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y su 
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reconocidas por la Corte Constitucional, que es denominado “Dogmática del Derecho 
Disciplinario”, por el Dr Carlos Arturo Gómez, Viceprocurador General de la Nación 2000-
2008 y que, a su juicio, es el fundamento de la autonomía disciplinaria:  
 
 
“La rectora de la jurisprudencia constitucional ha trabajado infatigablemente el tema de la 
autonomía e independencia del derecho disciplinario, esbozando que tal pretensión parte 
del hecho de que los objetivos perseguidos por la ley disciplinaria son claramente 
diferenciables de los estatuidos en el orden personal23. Por tanto, dada la especial relación 
de sujeción que vincula a servidores públicos con el Estado, debe proveerse para que “el 
cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se efectúe dentro de una ética del 
servicio humano”, lo cual se logra suministrándole especificidad, por lo que en un primer 
momento señaló “como peculiaridad propia del derecho disciplinario, la posibilidad de que 
las conductas constitutivas de falta disciplinaria se encuadren en la forma de tipos 
abiertos”24, para después precisar cómo funcionan las otras categorías dogmáticas, a partir 
de los siguientes criterios: …(i) la imposibilidad de transportar integralmente los principios 
del derecho penal al derecho disciplinario, (ii) el incumplimiento de los deberes funcionales 
como fundamento de la responsabilidad disciplinaria y (iii) la vigencia en el derecho 
disciplinario del sistema de sanción de las faltas disciplinarias denominado de los números 
abiertos o números apertus, por oposición al sistema de números cerrados o clausus del 
derecho penal25” 26 
 
 
Esta posición de autonomía enfocada en las reglas y procedimientos disciplinarios que 
difieren de los regulares actos administrativos va más allá y como se analizará en el 
siguiente aparte sugiere que incluso los actos disciplinarios, no deben estar sometidos a 
la jurisdicción pues tienen una especial configuración. No obstante, compartimos la 
posición que enfatiza:  “Encontramos problemas insalvables frente a la última mencionada 
que pregona su autonomía e independencia, en especial para llegar a considerar que no 
esté sujeto a control jurisdiccional y para conferirle a las decisiones que se tomen en este 
ámbito, naturaleza judicial o de otra índole. Para llegar a un derecho de esa naturaleza, es 
indispensable hacer profundas modificaciones a este sistema jurídico”27 
 
 
Lo anterior debido a que la naturaleza del derecho disciplinario objeto de análisis es 
eminentemente administrativa, pues es un ingrediente en el funcionamiento del Estado:  
“En su ejecución postmoderna administrar entraña la idea de erigir, cuidar, gestionar 
bienes e interesas, la economía, lo público o lo privado combinando sus diferentes 
                                               
 
23  COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-708 de 1999. MP: Álvaro Tafur Galvis. 
Bogotá, 1999. 
24 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-155 de 2002. MP: Clara Inés Vargas. 
Bogotá, 2002. 
25 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-948 de 2003. MP: Álvaro Tafur Galvis. 
Bogotá, 2003. 
26 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Dogmática del Derecho Disciplinario. Tercera Edición. 
Bogotá. Ed Universidad Externado de Colombia, 2004. 540 p. 
27 BRITO RUIZ, Fernando. Régimen Disciplinario: Procedimiento Ordinario, Procedimiento Verbal, 
Pruebas. Cuarta Edición. Bogotá.  Editorial Legis, 2012. 435 p. 
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acepciones y procurando el significado de las mismas, se puede concluir que administrar 
dentro del concepto de dirección, implica decisiones, orientaciones y aplicaciones; por lo 
tanto, los de organización, planeación y coordinación se trata de conceptos dinámicos de 
acción plena, que ubicándolos en el mundo de la administración pública, le trasladan e 
imprimen una nueva perspectiva en cuanto al cumplimiento de los cometidos estatales, 
dentro del Estado de Derecho".28 
 
 
Esta postura es resaltada de forma muy vehemente por algunos tratadistas, al citar:  
 
 
“Por el contrario, la responsabilidad disciplinaria entra dentro de la categoría más amplia 
de la responsabilidad administrativa, responsabilidad derivada de la transgresión de toda 
clase de deberes administrativos frente a la administración y que supone unas sanciones 
administrativas que han de aplicarse por las autoridades administrativas, en forma 
administrativa. la responsabilidad administrativa existe en todo caso de transgresión de 
deberes administrativos que sea tal como para implicar una sanción"29 
 
 
No obstante lo anterior, a nuestro juicio el fundamento de la naturaleza administrativa del 
derecho disciplinario está dado por su finalidad30, puesto que la administración en el Estado 
Social de Derecho está encaminada a servir a la comunidad mediante el ejercicio de 
diferentes poderes de intervención pero, para que ello se cumpla, es necesario adecuar la 
actividad de los funcionarios estatales. Así, el derecho disciplinario aparece como una 
herramienta de corrección para cumplir con la consecución efectiva de los fines del Estado, 
y comprende el conjunto de normas, sustanciales y procesales,  que buscan asegurar la 
obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los 
servidores públicos, “es por lo anterior que para estos doctrinantes se hace claro que el 
derecho disciplinario no puede ser otra cosa que una rama del derecho administrativo, al 
ser una herramienta dada especialmente para la administración, sin la cual ésta no puede 
garantizar un desarrollo eficaz de los fines a que constitucionalmente es llamado a cumplir.”  
 
 
Esta postura es confirmada por la reciente jurisprudencia del Consejo de Estado, que será 
analiza en capítulos posteriores pero que se cita en este momento para dar una mirada 
inicial y un punto de partida sobre la indudable naturaleza administrativa del derecho 
disciplinario: 
  
 
“Para el Consejo de Estado resulta indudable que los actos de control disciplinario 
adoptados por la Administración Pública y por la Procuraduría General de la Nación, es 
                                               
 
28 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Bogotá. Ed 
Universidad Externado de Colombia, 2002. p. 29-30. 
29 DE LAFONT PIANETA, Rafael E Ostau. Naturaleza Jurídica del Derecho Disciplinario. Bogotá. 
Instituto de Estudios del Ministerio Público, 1998. 120 p.  
30 CÁCERES GARZÓN, Laura Andrea. La Cosa Juzgada en Derecho Disciplinario: Falta de 
Adecuación de Concepto. Trabajo de grado para optar por el título de Abogada. Bogotá. Universidad 
de los Andes. Facultad de Derecho, 2005. 200 p. 
14 Las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y su 
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decir, aquellos actos expedidos en ejercicio de la potestad disciplinaria en sus ámbitos 
interno y externo, constituyen ejercicio de función administrativa, y por lo tanto son actos 
administrativos sujetos al pleno control de legalidad y constitucionalidad por la jurisdicción 
contencioso-administrativa. No se trata de actos que manifiesten la función jurisdiccional, 
ni mucho menos de una función sui generis o nueva del Estado, sino –se reitera con 
énfasis- de actos administrativos que tienen, por definición, control judicial.” 31 
 
1.3 El problema que se presenta: El control judicial de las decisiones 
administrativas disciplinarias 
 
Como se ha expuesto desde 1991, con la Constitución Política, y las posteriores leyes 
unificadoras, se han sentado las bases de la normatividad que rige la conducta de los 
servidores del Estado, sin embargo, el vínculo necesario que ésta tiene con el derecho 
administrativo implica que las decisiones que son adoptadas por las Oficinas de Control 
Disciplinario, las Personerías Municipales y Distritales y principalmente y, de manera 
mediática, la Procuraduría General de la Nación, al ser actos administrativos están 
sometidas al control judicial de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Dada la 
trascendencia que se le ha dado a los fallos disciplinarios, principalmente los producidos 
por el señor Procurador General de la Nación contra reconocidos funcionarios del Estado, 
ese control es cuestionado, así académicamente se ha presentado como una encrucijada: 
“el cambio observado en las sucesivas normas disciplinarias, ahora leyes unificadoras 
desde 1991, muestra la consolidación del derecho disciplinario como una juridicidad 
autónoma en el derecho colombiano, de arraigo constitucional, pero que a consecuencia 
de su desarrollo en continua construcción, se mueve unida a otras áreas del derecho, sin 
claridad en sus límites, conllevando ello que se presenten encrucijadas jurídicas como la 
de la intervención de la jurisdicción contencioso –administrativa en los procesos 
disciplinarios, a través del conocimiento de aquella hace de los fallos de la Procuraduría 
General de la Nación en acciones de nulidad y restablecimiento del derecho.”32 
 
 
Al tener el derecho administrativo disciplinario todo un engranaje normativo, procedimental 
y funcional, no es consecuente que las decisiones no tengan el peso jurídico para ser 
definitivas y tengan que ser discutidas nuevamente, “así las cosas, si el ideario 
constitucional consistía en crear un organismo independiente como la Procuraduría y un 
tipo de responsabilidad especial como lo es la disciplinaria, debió entonces reconocerse 
que su actividad en este campo no era meramente administrativa y darles un carácter 
especial a sus decisiones sancionatorias”33. 
                                               
 
31 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
sentencia de 11 de julio de 2013, Rad. 2011-00121 (0413-11). Actor: Alfonso Romero Cárdenas. 
Demandado: Procuraduría General de la Nación. MP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Bogotá, 
2013. 
32 BAHAMÓN PINZÓN, Ricardo, et al. Consideraciones sobre la Sistematicidad Normativa del 
Derecho Disciplinario y sus Implicaciones en lo Contencioso – Administrativo. En: Lecciones de 
Derecho Disciplinario, Vol 13. Bogotá. Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2009. p 61-77. 
33 Ibíd., p. 70. 
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Así, pese a las particulares características, la relevancia mediática que ha adquirido y los 
aportes académicos y judiciales para definir sus límites, se ha discutido sobre la viabilidad 
que las decisiones sean revisadas por la jurisdicción y, además, si esa revisión tiene un 
límite para evitar que se convierta en un nuevo proceso, un nuevo debate, es decir, una 
nueva instancia.   
 
 
Partiendo de considerar el derecho disciplinario como una rama autónoma del derecho 
público, el ex Viceprocurador General de la Nación, en varios escritos, realizados durante 
su gestión34, es decir, como funcionario público, se ha preguntado si “¿Tiene límites el 
control contencioso administrativo de la función disciplinaria?, dando respuesta a partir del 
análisis de algunas sentencias de la Corte Constitucional, que a su juicio sustentan, que: 
 
 
1. El operador jurídico disciplinario interpreta y aplica la ley en lo “concerniente a la 
concreción de justicia administrativa”35   
2. Si ello es así, su estatus jurídico es la de un juez disciplinario36. 
3. Por tanto, la actividad disciplinaria es administración de justicia en sentido material37. 
4. Le resultan aplicables, en cuanto juez y administrador de justicia en sentido material, las 
reglas elaboradas por la jurisprudencia constitucional que aprehenden el principio según 
el cual, “cuando en ejercicio de la función de administrar justicia el juez interpreta la ley, 
siguiendo su criterio y evaluando los elementos de juicio aportados al proceso, no puede 
configurarse quebrantamiento alguno del orden jurídico”38 
 
 
Por lo anterior, el Dr Gómez considera que el si bien el juez contencioso administrativo 
goza de autonomía e independencia para controlar la legalidad (art 230 CP), lo cierto es 
que el operador jurídico disciplinario cumple materialmente funciones de administrador de 
justicia y goza de autonomía e independencia en interpretar la ley disciplinaria, (según el 
autor, como lo ha dicho la Corte Constitucional), por ende, las decisiones judiciales para 
que sean legítimas deben respetar esa autonomía e independencia y enmarcarse en el 
“principio de razón suficiente”, el cual señala consagrado en la sentencia C-836 de 2011, 
es decir, que para cambiar una decisión administrativa disciplinaria el juez administrativo 
debe aplicar los presupuestos establecidos por la jurisprudencia constitucional para lograr 
                                               
 
34 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Problemas Centrales del Derecho Disciplinario, En: 
Colección de Derecho Disciplinario, Vol 1. Bogotá. Ediciones Nueva Jurídica, 2009. Y Elementos y 
Propuestas para el Control Contencioso Administrativo de la Actividad Disciplinaria, En: Colección 
de Derecho Disciplinario, Vol 3. Bogotá. Ediciones Nueva Jurídica, 2009. 
35 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-107 de 2004. MP: Jaime Araujo Rentería. 
Bogotá, 2004. 
36 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-429 de 2001. MP: Jaime Araujo Rentería 
y Sentencia T-1093 de 2004, fundamentos 3.9 y 4.4.7, MP: Manuel José Cepeda. Bogotá, 2001. 
37 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-014 de 2004, fundamento 11 y SU-901 
de 2005. MP: Jaime Córdoba Triviño. Bogotá, 2004.  
38 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-073 de 1997. MP: Vladimiro Naranjo 
Mesa. Bogotá, 1997. 
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apartarse de un precedente jurisprudencial (es decir la decisión disciplinaria es 
jurisprudencia).  
 
 
Insiste que el operador jurídico disciplinario actúa materialmente como un juez y por lo 
tanto, interpreta y aplica la ley de una forma legítima y razonable aplicando las reglas 
válidas de hermenéutica jurídica, por tal sus actos no pueden ser considerados como 
contrarios a la legalidad y va más allá al afirmar, que no pueden ser objeto de control de 
legalidad pues se convertiría el juez administrativo en una tercera instancia. En 
consecuencia, afirma: “Es hora de tomar conciencia que la función disciplinaria es justicia 
disciplinaria en sentido material, incluso cuando su forma es la del acto administrativo, toda 
vez que, al remitirse el principio de integración al sistema procesal penal, lo cual ha 
reiterado la Corte Constitucional en sentencia C-107 de febrero 10 de 2004, M.P. Araujo 
Rentería, se produce una jurisdiccionalización del proceso disciplinario.” 
 
 
Afirma, que el juzgamiento por el contencioso administrativo de los fallos disciplinarios 
tiene su propia peculiaridad y especialidad por lo que no se puede asimilar al control que 
se hace sobre los actos administrativos en general. Por eso propone que la función del 
juez administrativo se limite, en pro de evitar una tercera instancia y para salvaguardar la 
seguridad jurídica, así: “Consecuencialmente debe afirmarse que la función del juez 
administrativo cuando juzga los actos administrativos disciplinarios se contrae a verificar 
razonable y consistentemente, conforme al principio de razón suficiente y demás reglas de 
hermenéutica jurídica, si la interpretación y aplicación de la ley realizada por el juez 
disciplinario se enmarca dentro de la legitimidad de su autonomía e independencia, 
otorgada por la razonabilidad y consistencia que deben presidir una decisión de un 
administrador de justicia.” 
 
 
El autor considera, que en consecuencia a que el acto sancionatorio disciplinario es un 
“acto administrativo especial por su connotación material judicial” y que el “control debe 
ser morigerado y rigurosamente circunscrito a la legitimidad del acto desde la perspectiva 
constitucional y legal”, por tanto, para el juez contencioso administrativo quedan excluidos: 
 
 
“a. El control de corrección a semejanza de lo que sucede en sede de un juicio de 
instancias; 
b. La interpretación de la norma, salvo que se constate su desvío de los cánones 
hermenéuticos admitidos;  
c. El planteamiento de nulidades sin observancia rigurosa de los principios que gobiernan 
su declaratoria (arts. 143 parágrafo. De la ley 734 de 2002 y 310 de la ley 600 de 2000) 
e. La valoración probatoria, excepto cuando de manera grosera se atropellen las reglas de 
la sana crítica, la lógica y sentido común, en una órbita que la enjuicie de manera integral 
y completa y, sobre todo, que no se trata aquí de reeditar, repetir o reinvertir dicha 
oportunidad contenciosa administrativa en la práctica de pruebas, pues para ello existe la 
institución de la revocatoria directa; allí sí abriendo los caminos para que por dicha 
específica vía, por omisión o acción de la autoridad administrativa, en un espacio diferente, 
se apliquen para el efecto probatorio las reglas del control contencioso administrativo” 
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Tomando algunos aspectos de lo expuesto, otros tratadistas han buscado concretar el 
tema desde la aproximación a las sentencias de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado, efectuadas en ejercicio del control de legalidad de los actos administrativos 
sancionatorios disciplinarios, puntualmente el Dr David Alonso Roa Salguero, en un primer 
escrito39 realiza el análisis de varias decisiones tomadas frente este tipo de actos, para 
verificar si  ¿la jurisprudencia del Consejo de Estado, con ocasión del control de legalidad 
efectuado a los actos administrativos disciplinarios, ha influido en la construcción 
dogmática del derecho disciplinario? 
 
 
Para dar respuesta a la pregunta, presenta algunas sentencias del Consejo de Estado, de 
las cuales  transcriben importantes apartes y las clasifica en dos grandes grupos: (i) 
aquellas en las que se hace un control ajeno a la legalidad del acto y cercano a un papel 
de tercera instancia, en donde se encuentran aspectos como; calificación jurídica de la 
falta y valoración de los criterios para la imposición de la sanción, valoración probatoria en 
el proceso disciplinario, valoración de la actuación disciplinaria, valoración de concepto 
técnico, valoración de pruebas testimoniales, etc y, (ii) otras, donde si se realiza un control 
de legalidad propiamente dicho, en donde se clasifican temas como: violación al derecho 
de contradicción y defensa, principio de la no reformatio in pejus, principio de culpabilidad, 
entre otros.  
 
 
Luego de la revisión de esos pronunciamientos judiciales, se concluye: “Finalmente, es 
claro que el Consejo de Estado colombiano desborda los límites que la ley le otorga para 
ejercer el control de legalidad a la actividad disciplinaria (art. 85 del actual Código 
Contencioso Administrativo con las anotaciones ya hechas), porque, como vimos, se 
entromete en el campo de la hermenéutica jurídica y las reglas de sana crítica aplicadas 
por el Juez Disciplinario, tanto al momento de calificar la conducta como para imponer la 
correspondiente sanción. Distinto es que tales ejercicios se lleven a cabo por este último 
desconociendo las normas en que debió fundarse el acto, puesto que muy diferentes son 
los pronunciamientos que el Juez Administrativo profiere cuando las pruebas fueron 
supuestamente mal interpretadas o valoradas, a cuando no existen pruebas o cuando han 
sido recaudadas con violación de derechos fundamentales” 
  
 
En un escrito posterior40, el mismo autor resalta una nueva corriente en la Sección Segunda 
que, a su juicio, desde el 2010 en adelante, presenta una posición jurisprudencial sobre el 
alcance de la revisión de estos actos, la cual va encaminada al respeto de  la función que 
realiza el operador disciplinario, pues ha establecido unos límites al control que debe 
realizar, ya que el contenido de las decisiones en sede jurisdiccional y la motivación de las 
mismas se enfocan en realizar un control de legalidad y de constitucionalidad que no puede 
                                               
 
39 ROA SALGUERO, David Alonso. Construcción Dogmática del Derecho Disciplinario, Influencia 
de la Jurisprudencia del Consejo de Estado Colombiano, En: Serie Temas Disciplinarios, Vol 1. 
Bogotá. Grupo Editoral Ibañez, 2010. 
40 ROA SALGUERO, David Alonso. La Jurisprudencia del Consejo de Estado y sus Recientes 
Aportes al Derecho Disciplinario, En: Revista Derecho Penal y Criminología, Vol XXXIII, Bogotá. 
Universidad Externado de Colombia,enero – junio de 2012. p 97-26. 
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constituirse en una tercera instancia del proceso disciplinario y en un nuevo debate de las 
pruebas que soportaban la sanción.  
 
 
Para el autor, el control del acto administrativo disciplinario conlleva la verificación del 
principio fundamental al debido proceso que, según el artículo 29 de la Constitución, 
recoge varios institutos como el derecho de defensa, congruencia jurídica y fáctica, 
presunción de inocencia, non bis in ídem, legalidad, favorabilidad etc, pero no puede 
conllevar una valoración probatoria adicional pues como lo ha dejado plasmado la Corte 
Constitucional “las autoridades disciplinarias despliegan una actividad con contenidos 
materiales propios de la función de administrar justicia”41, entendiendo que la actuación 
disciplinaria es una actuación administrativa en la que materialmente se cumple tal 
función42. Así, el control judicial de este tipo de actos debe ser diferente al que 
regularmente se hace a cualquier acto administrativo debido a las características propias 
que éste posee, gracias a una evolución conceptual en la materia que lo ha diferenciado 
del derecho penal y de otras modalidades o especies del tema disciplinario como la pérdida 
de investidura.  
 
 
Su posición es respaldada por varios pronunciamientos del Consejo de Estado en los que 
expresamente, se dijo: “No se puede admitir la nulidad de un proceso disciplinario, con 
fundamento en la ausencia de pruebas o disputando la valoración de las mismas, pues la 
jurisdicción contenciosa administrativa no puede operar como una tercera instancia para 
debatir si la prueba debió ser decretada, o para discrepar de la valoración hecha, pues 
constitucionalmente los procesos solo conocen dos instancias y no puede trasladarse a la 
acción contenciosa lo que es propio de cada uno de los procesos, en este caso de la doble 
instancia del proceso disciplinario.”43  
 
 
Otros estudios, realizados por estudiantes de la Especialización en Derecho Disciplinario 
de la Universidad Externado de Colombia44, abordan el tema del control judicial de las 
decisiones disciplinarias, dándole un vistazo a sentencias de la Corte Constitucional que 
refieren a las especiales características de este tipo de actos y a las decisiones del Consejo 
de Estado que, según los autores, son contradictorias y no han fijado una línea 
jurisprudencial sobre la materia. El análisis parte de la misma premisa de considerar a la 
Procuraduría General de la Nación como “juez natural” de los actos disciplinarios, que 
tienen contenido material de administración de justicia, por lo cual se asemejarían a actos 
                                               
 
41 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-014 de 2004. MP: Jaime Córdoba Triviño. 
Bogotá, 2004. 
42 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-901 de 2005. MP: Jaime Córdoba 
Triviño. Bogotá, 2005. 
43 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, sentencia de 23 de julio de 2009, Rad. 2004-0021201 (4493-04), MP: Victor Hernando 
Alvarado Ardila. Bogotá, 2009. 
44 CALAMBAS HURTADO, Antonio María, et al. Límites de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de Fallos Disciplinarios, En: 
Lecciones de Derecho Disciplinario, Vol 6. Bogotá. Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2007. 
p 117-157. 
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jurisdiccionales, y exhorta a respetar ese precedente para preservar la seguridad jurídica 
y el principio de igualdad en la aplicación del derecho45. 
  
 
Este planteamiento lo sustentan en los siguientes pronunciamientos de la Corte 
Constitucional:  
 
 
1) Sentencia C- 429 de 2001, Magistrado Ponente: Araujo Rentería. Revisa la 
constitucionalidad del artículo 7 del Decreto 262 de 2000, que estableció las 
funciones del Procurador General de la Nación.  
2) Sentencia C-014 de 2004, Magistrado Ponente: Córdoba Triviño. La cual revisa la 
constitucionalidad de los artículos 123 y 125 de la ley 734 de 2002, sobre la 
revocatoria directa de los fallos sancionatorios disciplinarios.  
3) Sentencia T-1093 de 2004, Magistrado Ponente: Cepeda Espinosa. Es el caso de 
la tutela interpuesta por diputados del Departamento de Nariño que fueron 
sancionados por la Procuraduría Regional de ese departamento.  
4) Sentencia T-751 de 2005, Magistrado Ponente: Monroy Cabra. Esta sentencia se 
refiere a la acción de tutela impetrada por un juez de la república que fue 
sancionado disciplinariamente al cuestionarse una decisión por él adoptada. 
Además se refieren las sentencias C-417 de 1993, T-094 de 1997 y T-056 de 2002 
todas relacionadas con la autonomía funcional del operador judicial.  
5) Sentencia SU-901 de 2005, Magistrado Ponente: Córdoba Triviño. Acción 
impetrada por el Director de Caminos Vecinales quien fue sancionado por la 
Procuraduría. 
6) Sentencia C-720 de 2006, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas. 
Constitucionalidad del artículo 48 numeral 1° de la ley 734 de 2002.  
 
 
De la anterior revisión de sentencias de constitucionalidad y de tutela, el grupo de 
estudiantes, concluyen:  
 
 
“En conclusión, de las sentencias antes anotadas se tiene que la Corte Constitucional al 
realizar una labor de interpretación de las normas que rigen el derecho disciplinario, ha 
dejado sentado que este hace parte del Derecho Sancionados del Estado o ius punendi, 
en virtud del cual la autoridad disciplinario o Procuraduría General de la Nación, se 
considera como un “juez natural” que a la hora de dictar sus fallos, cumple con actividades 
con contenidos propios de administración de justicia, es decir, que sus decisiones se deben 
considerar como verdaderos actos de justicia material, razón por la cual la revisión de sus 
fallos al igual de los fallos de la rama jurisdiccional, debe hacerse teniendo de presente su 
autonomía e independencia, debiéndose realizar solo un juicio de validez y no de 
corrección de sus decisiones”46 
                                               
 
45  COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-123 de 1995, MP: Eduardo Cifuentes 
Muñoz. Bogotá, 1995. 
46 CALAMBAS HURTADO, Antonio María, et al. Límites de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de Fallos Disciplinarios, op. 
cit., p 130. 
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Contraria a la posición que identifican de la Corte Constitucional, el precedente 
jurisprudencial del Consejo de Estado, ha sido, a juicio de los expositores, ambivalente y 
caótico, donde se identifica una línea que respeta la independencia del órgano de control 
en materia disciplinaria y, únicamente, hace un control “formal” (según la Corte 
Constitucional de Validez), encaminado a verificar el respeto al debido proceso y al 
derecho de defensa, y, otra tendencia, que hace un análisis de fondo o de “corrección” 
como si se tratará de una acto administrativo más, y confronta la decisión de la 
Procuraduría con las causales de nulidad genéricas del acto administrativo previstas en el 
artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, tales como la violación de las normas 
superiores en las que debían fundarse, falsa motivación, desviación de poder y demás, y 
más lejos aún entrar a realizar valoraciones de las pruebas y elementos estructurales de 
la falta.  
 
 
Con el fin de fundamentar lo expresado citan varios apartes de diversas sentencias del 
Consejo de Estado, advirtiendo que en algunas se ven matices pues se analiza de fondo 
la decisión disciplinaria pero se resalta la independencia del operador47, otras en donde se 
hace un amplio análisis de fondo sobre los elementos probatorios y la tipicidad48, algunos 
pronunciamientos que resaltan la libertad, que tiene el operador disciplinario, en valorar la 
prueba49, otras que reconocen la especial naturaleza de los actos proferidos por la 
Procuraduría y presentan solo un control de validez50, alguna que reconoce las facultades 
del Procurador General en la interpretación que debe hacerse de la norma disciplinaria51 
y, finalmente, una que respeta la autonomía de la Procuraduría52. Con todo, los autores 
consideran que las decisiones del Consejo de Estado son ambivalentes porque en una 
misma sentencia entra en contradicciones cuando en una parte consignan 
pronunciamientos que respetan la independencia de la Procuraduría, pero en la misma 
sentencia hacen valoraciones probatorias.  
 
 
Estos trabajos coinciden en afirmar, en general, que “En el máximo órgano de control 
contencioso se viene acogiendo esta importante doctrina, que es respetuosa de los 
principios de autonomía e independencia de los jueces, al punto de reconocer que la acción 
                                               
 
47 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 24 de enero de 2002, Rad. 14640 (637-99). MP: Alberto Arango Mantilla. Bogotá, 2002.  
48 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencias: de 12 de mayo de 2005, Rad. 1992-08879-01 (0036-01), 13 de febrero de 2005, Rad. 
1998-01012-01 (4235-01), 20 de mayo de 2004, Rad. 2000-0065-01 (0743-03), MP: Ana Margarita 
Olaya Forero. Bogotá, 2005. 
49 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 20 de marzo de 1997, Rad. 10022. MP: Forero de Castro. Bogotá, 1997. 
50 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 30 de enero de 1997, Rad.11634. MP: Dolly Pedraza De Arenas. Bogotá, 1997. 
51 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 4 de abril de 2000, Rad. S-363. MP: Roberto Medina López. Bogotá, 2000. 
52 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 5 de diciembre de 2002, Rad, 1993-7797-01 (16144). MP: Alberto Arango Mantilla. 
Bogotá, 2002. 
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de nulidad y restablecimiento del derecho no puede funcionar como una tercera instancia, 
en la que se propicie una nueva valoración probatoria y la imposición de una personal 
forma de interpretación de los hechos y las normas jurídicas”53  
 
 
Desde la Procuraduría General de la Nación se ha tratado de abordar el estudio de forma 
preliminar mediante escritos producidos por el Instituto de Estudios del Ministerio Público, 
orientados a prevenir el daño antijurídico para la entidad, el primero54, orientado a 
presentar una reseña de algunas sentencias de nulidad y restablecimiento del derecho 
adversas, de la presentación sumaria de las mismas y sin mayor análisis, en el prólogo de 
la obra, la Viceprocuradora General de la Nación, expresa: “Fundamentalmente, podemos 
englobar las conclusiones en dos grandes escenarios: el primero, una variación en la 
concepción formal de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, al ingresar el 
juez contencioso al terreno de la valoración de la prueba en el proceso disciplinario y, el 
segundo, en el cual se aprecia un culto importante a la forma que compromete los 
supuestos del carácter instrumental de la norma adjetiva en franco sacrificio de la justicia 
disciplinaria y de la autonomía que constitucionalmente se le ha reconocido a la 
Procuraduría General de la Nación como autoridad disciplinaria” 
 
 
En un documento posterior55, en el cual, adicionalmente se presentan sentencias 
favorables a la entidad, como conclusión se considera, que “ la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho no es una nueva, ni adicional, ni una tercera instancia para 
cuestionar los elementos de convicción ni de valoración para someter ante el juez el mismo 
debate probatorio que se surtió ante las autoridades disciplinarias, respecto de las cuales 
se ejerció el derecho de contradicción y defensa, como lo ha sostenido en forma reiterada 
la jurisprudencia del Consejo de Estado” 
 
 
También del análisis de varias sentencias decididas por el Consejo de Estado se pudo 
advertir que la Procuraduría General de la Nación utiliza como argumento de defensa, en 
las acciones en las que actúa como demandado, las anteriores posturas orientadas a un 
control limitado por parte de la jurisdicción, así:   
 
 
“3.2.5. Finalmente, el abogado argumenta que el control jurisdiccional de las decisiones 
disciplinarias es limitado, y sólo procede por ciertas causales específicas de ilegalidad, 
ninguna de las cuales es invocada por la demanda, “sino que pretende en su texto el actor 
revivir el debate procesal y probatorio referente a la valoración de las pruebas y a la 
                                               
 
53 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Los Títulos de Imputación en el Control Contencioso 
Administrativo de las Decisiones Disciplinarias, op. cit., p. 9-12. 
54 COMITÉ DE CONCILIACIÓN PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Observaciones para 
la Prevención del Daño Antijurídico en las actuaciones de la Procuraduría General de la Nación. 
Bogotá. Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2010.   
55 COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. La Política 
de Prevención del Daño Antijurídico y Defensa Judicial. Bogotá. Instituto de Estudios del Ministerio 
Público, 2010-2012. 
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adecuación de sus conductas, no generando censura, que se encuadre de forma alguna 
dentro de las causales propias de la nulidad, sino pretendiendo volver la presente acción 
otra instancia dentro del debate propio del proceso disciplinario. // En ese torno (sic) se 
debe anotar que el control de legalidad del proceso disciplinario, no puede constituir una 
tercera instancia, sino que tiene dentro de su funcionalidad, única y exclusivamente la 
verificación del adelantamiento del mismo bajo las preceptivas de los derechos al debido 
proceso y el derecho de defensa, y revisar que la aplicación de la normatividad fue la 
correspondiente. Ello implica que la intervención de la jurisdicción es meramente dirigida 
hacia una valoración formal del proceso disciplinario. Esto implica que no puede el juez 
fungir como intérprete de la ley disciplinaria, ni valorar las pruebas que se presentaron al 
interior del proceso, ya que su intervención implica una revisión de legalidad, y que se 
debe analizar simplemente de su parte que la actuación disciplinaria se haya ajustado a 
las reglas de hermenéutica jurídica y de aplicación de la ley”56. 
 
 
Como se puede observar, estos análisis y la posición institucional de la Procuraduría están 
orientados a defender la independencia de los actos disciplinarios y a consagrar un control 
restringido, pero como se analizará en los siguientes capítulos la premisa de la 
independencia no es absoluta como la quieren hacer valer y tampoco se ha adoptado, por 
parte del Consejo de Estado, una postura limitada frente al control de estos actos, por el 
contrario, las últimas decisiones muestran un control absoluto, no sólo enmarcado a la 
legalidad del acto, sino a reemplazar la decisión que debió adoptar el operador disciplinario 
haciendo un nuevo debate fáctico y jurídico. 
 
 
Sumado a lo anterior, y teniendo en cuenta la reforma al Código Contencioso 
Administrativo - ley 1437 de 2011, se presentan nuevos retos para el derecho 
administrativo disciplinario, puesto que se introducen instituciones de relevancia, artículos 
10 y 102, esto es la obligación para las autoridades administrativas de extender los efectos 
de las sentencias de unificación jurisprudencia del Consejo de Estado, y un recurso 
extraordinario para ello, a casos que tengan los mismos presupuestos fácticos y jurídicos, 
además de las facultades dadas al juez contencioso, como la establecida en el artículo 
187, que le permite tomar decisiones que reemplacen o modifiquen las decisiones 
anuladas. 
                                               
 
56 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 11 de julio de 2013, Rad. 2011-00122 (0414-11). MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. 
 
  
 
2. Capítulo 2. El control de legalidad de los actos 
administrativos. 
2.1 El control de legalidad en el Estado social y democrático de derecho. 
 
La conformación del Estado colombiano a partir del cambio constitucional trajo consigo 
una serie de transformaciones institucionales y normativas, ampliamente tratadas 
dogmática, legal y jurisprudencialmente, que han dado las bases conceptuales del Estado 
social y democrático de derecho en el que estamos inmersos. 
 
 
El Estado social de derecho acoge los valores jurídicos políticos clásicos; pero de acuerdo 
con el sentido que han ido tomando a través del curso histórico y con las demandas y 
condiciones de la sociedad presente. Además, a tales derechos clásicos añade los 
derechos sociales y económicos y, en general, los derivados de la función de la procura 
existencial. Por consiguiente, no sólo incluye derechos para limitar la acción del Estado, 
sino también derechos a las prestaciones del Estado que, naturalmente, han de obedecer 
al principio de eficacia, lo que exige una armonización entre la racionalidad jurídica y la 
racionalidad técnica57.  
 
 
En ese contexto, el Estado está sujeto a la ley, legalmente establecida con arreglo al texto 
y a la praxis constitucionales con indiferencia de su carácter formal o material, abstracto o 
concreto, constitutivo o activo y la cual, en todo caso, no puede distanciarse de los 
preceptos sociales establecidos por la Constitución o reconocidos por la praxis 
constitucional como normativización de unos valores por y para los cuales se constituye el 
Estado social y que, por tanto, fundamentan su legalidad58. 
 
 
En consecuencia, dadas las transformaciones cualitativas y cuantitativas que trae consigo 
el Estado Social de Derecho, la función de control que debe realizar el juez se torna 
fundamental,  “Estos cambios han producido en el derecho no sólo una transformación 
cuantitativa debida al aumento de la creación jurídica, sino también un cambio cualitativo, 
debido al surgimiento de una nueva manera de interpretar el derecho, cuyo concepto clave 
                                               
 
57 GARCIA PELAYO, Manuel. Las transformaciones del estado contemporáneo. Segunda Edición, 
Alianza Universidad, Madrid, 1987, apartes capítulo 10, pp 52-67 
58 Ibíd., p. 66 
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puede ser resumido de la siguiente manera: pérdida de la importancia sacramental del 
texto legal entendido como emanación de la voluntad popular y mayor preocupación por la 
justicia material y por el logro de soluciones que consulten la especificidad de los hechos. 
Estas características adquieren una relevancia especial en el campo del derecho 
constitucional, debido a la generalidad de sus textos y a la consagración que allí se hace 
de los principios básicos de la organización política. De aquí la enorme importancia que 
adquiere el juez constitucional en el Estado Social de Derecho”59 
 
 
Así, ya se ha concretado que la Constitución está concebida de una forma armónica, entre 
su parte orgánica que adquiere sentido como aplicación de los principios y derechos 
establecidos en la parte dogmática, en consecuencia, la ley pierde su tradicional posición 
dominante y los principios y las decisiones judiciales, adquieren una gran importancia. Lo 
anterior por razones funcionales, ya que no es posible normativamente prever todas las 
soluciones posibles a casos concretos, por ello, la necesidad de principios y de 
instrumentos de solución por parte de los jueces y por razones sustanciales, ya que el 
papel del juez en el Estado social de derecho debe pretender dar validez y efectividad, a 
los contenidos materiales de la Constitución60. 
 
 
El principio de legalidad se transforma, entonces, abandonando su fundamento exclusivo 
en la ley, y se conforma de una manera amplia por los preceptos constitucionales, aspectos 
que debe tener en cuenta el juez para verificar la legalidad de las actuaciones en el marco 
del ordenamiento. ““Implica, además, que la ley misma, la ley en sentido formal, dictada 
por el legislador, debe ser interpretada a partir de los valores, principios, objetivos y 
derechos consagrados en la Constitución. En esa medida, la Carta cumple una función 
integradora del ordenamiento, que se desarrolla primordialmente dentro de la actividad 
judicial, y en la cual los más altos tribunales de las diversas jurisdicciones tienen una 
importante responsabilidad61. 15.  Son entonces la Constitución y la ley los puntos de 
partida necesarios de la actividad judicial, que se complementan e integran a través de la 
formulación de principios jurídicos más o menos específicos, construidos judicialmente, y 
que permiten la realización de la justicia material en los casos concretos.  La referencia a 
la Constitución y a la ley, como puntos de partida de la actividad judicial, significa que los 
jueces se encuentran sujetos principalmente a estas dos fuentes de 
derecho.  Precisamente en virtud de la sujeción a los derechos, garantías y libertades 
constitucionales fundamentales, estos jueces están obligados a respetar los fundamentos 
jurídicos mediante los cuales se han resuelto situaciones análogas anteriores.”62 
 
                                               
 
59 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-406 de 1992. MP: Ciro Angarita Barón. 
Bogotá, 1992. 
60 Ibíd., p.15 
61 La Corte ha reconocido previamente que la responsabilidad que les compete a los órganos 
situados en el vértice de las respectivas especialidades de la rama judicial es aún mayor, puesto 
que la labor de unificación de la jurisprudencia nacional implica una forma de realización del principio 
de igualdad.  Ver Sentencia T-123/95, MP: Eduardo Cifuentes Muñoz, citada a su vez, en la 
Sentencia T-321/98 MP: Alfredo Beltrán Sierra. 
62 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. MP: Rodrigo Escobar Gil. 
Bogotá, 2001. 
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Teniendo en cuenta lo anterior, cómo es el papel del juez en este Estado social de 
derecho?, el Profesor Rodrigo Uprimny63, en un puntual análisis, presenta tres exigencias 
fundamentales que el juez debe respetar, derivadas de los principios que constituyen en 
este tipo de Estado: (i) debe garantizar las libertades por medio de decisiones previsibles, 
esto es, jurídicamente seguras, así la seguridad jurídica es un instrumento para que la 
actividad del juez no sea arbitraria y no vulnere los derechos y libertades de los asociados, 
(ii) debe respetar las decisiones tomadas mayoritariamente por los órganos políticos, pues 
no tiene una fuente de poder autónomo, así debe respetar la ley y, (iii) debe lograr 
decisiones materialmente justas, puesto que la actividad judicial debe contribuir al logro de 
una sociedad materialmente más justa.  
 
 
No obstante, se deja la salvedad que lo anterior es relativamente fácil de respetar en los 
llamados “casos fáciles” pero en los difíciles estos entran en conflicto, pues en muchas 
ocasiones la búsqueda de justicia material, en el caso concreto, implica cierta inseguridad 
jurídica y,  viceversa, un excesivo celo en el respeto a los mandatos generales puede 
afectar la equidad.  
 
 
Dada la importancia de la labor, por la caracterización del derecho y de la práctica judicial, 
la motivación de las sentencias adquiere una importancia trascendental64. En efecto, el 
juez, al motivar la sentencia, no solo señala su criterio sobre lo justo y la aplicación de la 
ley, sino que debe suministrar las razones de su decisión y refutar las objeciones que le 
hayan sido o le puedan ser opuestas, “Motivar es justificar la decisión tomada 
proporcionando una argumentación convincente e indicando lo bien fundado de las 
opciones que el juez efectúa”65. Así, una buena motivación es el resultado de la relación 
democrática que debe existir entre el juez y su entorno en el Estado social y democrático 
de derecho.  
 
 
La motivación resulta entonces un mecanismo de autocontrol del propio juez, ya que le 
permite mostrar la consistencia de su decisión con la evolución del ordenamiento (respecto 
de la seguridad jurídica y al principio democrático) y que la misma es adecuada a la 
especificidad del asunto (búsqueda de la justicia material en el caso concreto). Así mismo, 
esa motivación evita tener una visión puramente dogmática del derecho y de la actividad 
judicial, al mostrar que la “verdad” jurídica no es el resultado de una deducción lógica, o 
una expresión del puro arbitrio judicial, sino que aparece como el resultado de la 
confrontación de puntos de vista en un debate argumental ritualizado. En tercer término, 
con una buena motivación el aparato judicial muestra que sus decisiones son razonables 
                                               
 
63 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. Estado social de Derecho y decisión judicial correcta: un intento de 
recapitulación de los grandes modelos de interpretación jurídica. En: VV.AA Hermenéutica Jurídica. 
Bogotá. Universidad del Rosario, 1997. 
64 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. La motivación de las sentencias y el papel del juez en el Estado 
Social y Democrático de Derecho. En: http://www.bdigital.unal.edu.co/37233/1/38998-173773-1-
PB.pdf  
65 UPRIMNY citando a PERELMAN, Chaim. “Scepticisme moral et philosophie morale” En: Droit, 
Morale et Philosophie. 2 Ed Paris LGDT, 1976. p. 214. 
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y están fundadas en los mejores argumentos y criterios que podía suministrarle el 
ordenamiento y la realidad social al juez. Y, finalmente, la fundamentación permite a la 
sociedad controlar la razonabilidad misma de la actividad de los jueces66. 
 
 
Posición confirmada por la jurisprudencia constitucional: “Como ya se dijo, esta obligación 
de respeto por los propios actos implica, no sólo el deber de resolver casos similares de la 
misma manera, sino, además, el de tenerlos en cuenta de manera expresa, es decir, la 
obligación de motivar sus decisiones con base en su propia doctrina judicial, pues, como 
quedó sentado en la Sentencia C-252/01 antes citada, esto constituye una garantía general 
para el ejercicio de los derechos de las personas y una garantía específica de la confianza 
legítima en la administración de justicia. 16. La sujeción del juez al ordenamiento jurídico 
le impone el deber de tratar explícitamente casos iguales de la misma manera, y los casos 
diferentes de manera distinta, y caracteriza su función dentro del Estado social de derecho 
como creador de principios jurídicos que permitan que el derecho responda 
adecuadamente a las necesidades sociales.”67  
 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, esa actividad judicial se puntualiza en el ámbito 
administrativo en el control que el juez ejerce en los actos producidos por la administración.  
 
2.2 El control de legalidad por parte del juez contencioso administrativo 
 
El Derecho administrativo representa el campo de verificación y experimentación del 
Derecho constitucional, es decir, donde han de contrastarse y ponerse a prueba los nuevos 
conocimiento, las reformas y los cambios; el lugar de encuentro y de confrontación de los 
criterios de actuación. La praxis administrativa ha de hacer operativos los grandes y 
abstractos conceptos constitucionales68. “Con base en la Constitución, en efecto, el 
Derecho administrativo ha de establecer los procedimientos, formas y organizaciones que 
resulten idóneas para [la protección de los derecho fundamentales]; los criterios de 
resolución de conflictos o colisión entre derechos fundamentales en las relaciones 
multilaterales”69 
 
 
                                               
 
66 UPRIMNY citando a PERLMAN, Chaim. La lógica jurídica y la nueva retórica. Madrid. Civitas., 
1988, p 214. 
67 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C- 836 de 2001. MP: Rodrigo Escobar Gil. 
Bogotá, 2001. 
68 LATORRE GONZÁLEZ, Indira. El rol del juez administrativo colombiano: ¿Un actor influyente en 
las transformaciones del derecho administrativo y en el fortalecimiento del estado social y 
constitucional de derecho?. Trabajo de Grado Magister en Derecho. Bogotá. Colegio Mayor del 
Rosario. Facultad de Jurisprudencia, 2013.   
69 LATORRE citando a SCHMIDT ASSMANN, Eberhard. La teoría general del derecho 
administrativo como sistema. Instituto Nacional de Administración Pública.Madrid. Marcial Pons,  
2003. p 475. 
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Para tratadistas como Santofimio Gamboa, el derecho administrativo hoy en día, es 
entendido como “un moderno derecho que tiene como elementos, los principios del Estado 
de derecho, de la democracia, regulador de lo colectivo, actuando en la economía de 
mercado y defendiendo los derechos individuales (…) El entendimiento de su objeto debe 
tener en cuenta el criterio funcional e interrelacionarlo con el criterio teleológico, siendo 
que “cualquier fenómeno estatal debe ser dominado por la presencia de las finalidades en 
que se sustenta el Estado”70 
 
 
La Ley 1437 de 2011, nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, según las motivaciones que la fundamentan, marca un hito en el desarrollo 
del derecho administrativo colombiano, pues lo adapta a la Constitución de 1991, es decir 
al Estado social de derecho, donde los procedimientos y procesos corresponden al 
principio de supremacía constitucional, los fines del Estado, el principio de dignidad 
humana y el debido proceso71. Esto deriva, entre otras consecuencias, en una nueva visión 
de la importancia de la jurisprudencia y del fortalecimiento de su unificación, por parte del 
órgano judicial superior, el Consejo de Estado72, así, en esta normatividad  se hace 
referencia expresa al principio de igualdad al señalar que todo cambio de la jurisprudencia 
sobre el alcance y contenido de la norma, debe ser expresa y suficientemente explicado y 
motivado en la providencia que lo contenga. 
 
 
Respecto del juez administrativo, estudios al respecto73, toman en consideración que: “(i) 
el ordenamiento jurídico que el juez interpreta “ha dependido, no del desarrollo aislado y 
apolítico de normas positivas (ubicadas en la así llamada “parte orgánica” de la 
Constitución y en el derecho legislado que las configura), sino de concepciones políticas, 
ideológicas y administrativas en las que se buscaba plasmar una cierta idea del papel que 
la administración pública debía cumplir en el desarrollo del país74 y, (ii) el derecho procesal 
administrativo como herramienta para poner en marcha la efectividad del derecho 
sustantivo, mantiene un vínculo inescindible con éste por lo que la interpretación que sobre 
el mismo se haga, potencia o debilita la función del derecho administrativo.” 
 
 
                                               
 
70 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime. Tratado de Derecho Administrativo, Introducción a los conceptos 
de la administración pública y el derecho administrativo. Tercera Edición. Bogotá. Universidad 
Externado de Colombia, 2007, p. 70. 
71 ZAMBRANO CETINA, William. Fundamentos y objetivos de la reforma del libro primero del Nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En: Seminario 
Internacional de presentación del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011. Consejo de Estado. Bogotá, 2011. p. 37- 77. 
72 APONTE SANTOS, Gustavo. Retos para la implementación del Nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En: Seminario Internacional de presentación del 
Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 
2011. Consejo de Estado. Bogotá, 2011. p. 509 – 510.  
73 LATORRE GONZÁLEZ, Indira. “El rol del juez administrativo colombiano: ¿Un actor influyente en 
las transformaciones del derecho administrativo y en el fortalecimiento del estado social y 
constitucional de derecho?”, op. cit., p. 140. 
74 LATORRE citando a LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Segunda Edición. 
Bogotá. Ed Legis. Universidad de los Andes, 2006. p. 366. 
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Es decir, el principio de eficacia en el Estado social de derecho implica un deber positivo y 
una “actitud o cualidad exclusiva y específica de la administración pública, en cualquiera 
de sus manifestaciones, para alcanzar los resultados propuestos o buscados por el 
ordenamiento jurídico”75. Este principio es un referente para el control de la actividad de la 
administración e implica establecer una valoración o medida de la relación medios-fines, y 
su exigencia supone solicitar la realización efectiva del interés general. Y, a su vez, este 
principio se concreta -según la jurisprudencia constitucional- en el acatamiento del 
precedente judicial76. 
 
 
La jurisprudencia ha definido en varias sentencias el papel del juez administrativo, en su 
labor de control, así, en la sentencia C-197/99, al estudiar la norma que exigía que en las 
demandas contra actos administrativos, se señalaran las normas violadas y el concepto de 
violación, expresó que el juez contencioso administrativo no debe llegar al punto de un 
rigorismo procesal extremo y que, tratándose de derechos fundamentales de aplicación 
inmediata, debe aplicar la correspondiente norma constitucional -en forma oficiosa- así la 
demanda no la haya señalado expresamente. Dijo la Corte: 
 
 
“Carece de toda racionalidad que presumiéndose la legalidad del acto tenga el juez 
administrativo que buscar oficiosamente las posibles causas de nulidad de los actos 
administrativos, más aún cuando dicha búsqueda no sólo dispendiosa sino en extremo 
difícil y a veces imposible de concretar, frente al sinnúmero de disposiciones normativas 
que regulan la actividad de la administración. Por lo tanto, no resulta irrazonable, 
desproporcionado ni innecesario que el legislador haya impuesto al demandante la 
mencionada obligación, la cual contribuye además a la racional, eficiente y eficaz 
administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión del juez 
administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la problemática jurídica a 
considerar en la sentencia, mediante la determinación de las normas violadas y el concepto 
de la violación. 
 
 
“2.6. No obstante lo anterior, debe advertir la Corte que en virtud del principio de la 
prevalencia del derecho sustancial, no se debe extremar la aplicación de la norma 
acusada, al punto tal que se aplique un rigorismo procesal que atente contra dicho 
principio. En tal virtud, defectos tales como la cita errónea de una disposición legal que por 
                                               
 
75 LATORRE citando a MOLANO, Mario. Transformación de la función administrativa, Evolución de 
la administración pública. Bogotá. Pontificia Universidad Javeriana, 2005. p. 377.   
76 En la sentencia C- 359 de 2011, se expresa: “El acatamiento al precedente también es un 
desarrollo de los fines esenciales del Estado; de la jerarquía superior de la Constitución –art.4; del 
mandato de sujeción consagrado expresamente en los artículos 6º, 121 y 123 CP; del debido 
proceso y principio de legalidad –art.29 CP; del derecho a la igualdad –art.13 CP-; del postulado de 
ceñimiento a la buena fé de las autoridades públicas –art.83 CP-; de los principios de la función 
administrativa –art. 209 CP-; de la fuerza vinculante del precedente judicial contenida en el artículo 
230 superior; así como de la fuerza vinculante del precedente constitucional contenido en el artículo 
241 de la Carta Política.” 
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su contenido es fácilmente identificable por el juez, o el concepto de la violación insuficiente 
pero comprensible, no pueden conducir a desestimar un cargo de nulidad. 
2.7. Considera la Corte, que tratándose de derechos fundamentales de aplicación 
inmediata, el juez administrativo a efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe 
aplicar la correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no la 
haya invocado expresamente”. 
 
 
En la sentencia T - 1252 de 2005, en sede de tutela, en igual sentido, se asume que por el 
carácter normativo de la Constitución Política, el juez administrativo tiene el deber de 
“aplicar primordialmente los derechos fundamentales, dar preferencia a las disposiciones 
constitucionales frente a las restantes normas jurídicas que las infrinjan, procurar la 
prevalencia de lo sustancial frente a lo formal e, incluso, suspender provisionalmente el 
acto o decisión sometido a su escrutinio cuando amenace o vulnere no sólo derechos de 
rango legal sino también – y con mayor razón – fundamental” 
 
 
El rol del juez administrativo en un primer momento, solo controla que las decisiones 
administrativas no violen la ley, sin que ello implique la protección de un derecho subjetivo. 
Posteriormente “cambia el paradigma, y el contencioso administrativo se transforma en un 
sistema de protección de derechos subjetivos e intereses legítimos, abriéndose también la 
puerta (tímidamente) a la protección de los derechos fundamentales”. “La finalidad y 
principal justificación de la creación de una jurisdicción contencioso administrativa (…) es 
la preservación de la legalidad, pero no de una legalidad formal sino incluyente de los 
derechos individuales de los ciudadanos”.77 
 
 
Dentro de esta concepción ampliada de legalidad, “el rol hasta el momento desarrollado 
se moderniza al tener que aplicar normas con estructura de principio y al reconocer que, 
en algunos supuesto de hecho sometidos a su consideración a través de las denominadas 
acciones ordinarias, se admite la posibilidad de aplicación directa de normas 
constitucionales”, consecuencia de ello, el juez administrativo puede ordenar la realización 
de prestaciones a favor del demandante como garante de los derechos subjetivos, así, 
puede “anular actos y contratos, remplazar o modificar la decisión de la administración 
cuando esto sea indispensable para conseguir el restablecimiento del derecho, imponer 
una obligación de hacer o prohibir determinado comportamiento”78. 
 
 
Sumado a lo anterior, y referido al acatamiento del precedente, el profesor Diego López 
Medina79, de acuerdo al análisis efectuado a la sentencia C-836 de 2001, afirma, que se 
                                               
 
77 GIL BOTERO, Enrique. La Constitución de 1991: poder judicial, principio democrático y 
novedades institucionales, Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas. Bogotá. 
Grupo Editorial Ibañez, 2011. p. 129-131. 
78 URUETA, Manuel. Evolución de la jurisdicción contencioso administrativa en el Derecho 
colombiano. En: Restrepo, Manuel. ed., Retos y perspectivas del Derecho Administrativo. Bogotá. 
Universidad del Rosario, 2009. p. 466. 
79 LÓPEZ MEDINA, Diego. Interpretación Constitucional. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 
Segunda Edición. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura, Sala Administrativa, 2006.  
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trata, en palabras de la Corte Constitucional, de un sistema relativo de precedente en el 
que (i) éstos ejercen una clara fuerza gravitacional para la decisión de casos futuros 
análogos y (ii) el cambio jurisprudencial sólo se puede dar por un listado más o menos 
cerrado de motivos razonables y suficientes, el cual no solo se aplica a la jurisdicción 
constitucional sino que es aplicable, exactamente por las mismas razones jurídicas, al 
tratamiento de la jurisprudencia producida por la Corte Suprema de Justicia y por el 
Consejo de Estado. En efecto, “En la medida en que el Consejo de Estado carecía 
legalmente de funciones jurisdiccionales en el momento en que fueron expedidas las 
normas que crearon la doctrina legal y la doctrina probable, estas dos instituciones, y los 
grados de autonomía que conferían, resultaban aplicables a toda la actividad judicial.  Con 
todo, la regulación actual de los procedimientos judiciales ante las diversas jurisdicciones 
y de las facultades de los jueces pertenecientes a cada una de ellas son independientes.  A 
pesar de ello, y sin desconocer que la autonomía judicial varía dependiendo de la 
jurisdicción y de la especialidad funcional, el análisis general de dicha prerrogativa es 
predicable de los jueces que integran la administración de justicia, tanto los que 
corresponden a la denominada jurisdicción ordinaria, como a los que pertenecen a la 
justicia administrativa y constitucional.” 
 
 
Lo anterior se ve reflejado en una amplia concreción en materia administrativa sobre el 
valor del mismo. Así, con la adopción de la Ley 1437 del 2011, se da inicio a una aplicación 
más formal sobre el carácter obligatorio del precedente judicial, en el que en diversas 
partes del articulado, se incorporan nuevas categorías y herramientas para la 
administración y para el juez administrativo con el fin de garantizar la aplicación del 
precedente jurisprudencial.  
  
 
De los análisis efectuados a la nueva normatividad80 se considera que en el nuevo código 
se expresa una constitucionalización del derecho administrativo y con ello se observa un 
cambio en la cultura jurídica nacional que atribuye a la jurisprudencia un importante rol en 
la orientación de la actuación de las autoridades administrativas y en las decisiones de los 
jueces. Así, este se convierte en un tema transversal de la primera y segunda parte del 
código: “propone en cinco artículos (10, 102, 269, 270, 271), un práctico sistema de reglas 
que convierte a la jurisprudencia en guía segura para que el Estado de a los ciudadanos 
un trato más igualitario y justo”.  “Este sistema de reglas estaría compuesto por (i) Las 
sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado (ii) El deber que tienen las 
autoridades de dar aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia; (iii) El deber que 
tienen las autoridades de extender los efectos de las sentencias de unificación 
jurisprudencial dictadas por el Consejo de Estado.” 
 
 
                                               
 
80 HERNÁNDEZ BECERRA, Augusto. La jurisprudencia en el nuevo Código. En: Seminario 
Internacional de presentación del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011. Consejo de Estado. Bogotá, 2011. p. 233- 244. 
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2.3 Facultades del juez contencioso a la luz del nuevo ordenamiento. 
 
Como se ha expuesto, las transformaciones en la concepción del derecho que se han 
reflejado en el papel del juez contencioso, encuentran su repercusión en el cambio 
normativo en materia administrativa, así lo han reconocido los propios jueces promotores 
de la reforma: “El reconocimiento de que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa 
es un garante de los presupuestos del imperio de la ley: división de poderes, principio de 
legalidad y rol de la juridicidad de la actividad de la administración (Preámbulo,  arts. 1, 2, 
6, 113, 121, 122 y 230 CP), todos los cuales forman el Estado Social de Derecho, justifica 
y es la razón de ser de la jurisdicción, la cual acusa un carácter pretoriano en amplios 
campos de su jurisprudencia lo que supone que es un pilar básico en la aplicación del 
principio de legalidad, dado que privilegia su vigencia y orienta su aplicación en las 
decisiones judiciales (230CP), en procura de la efectividad de los derechos y garantías de 
los asociados.”81 
 
 
En razón de ello, en el nuevo ordenamiento se refuerzan las facultades del juez como 
director del proceso para lograr “la tutela judicial efectiva”, es decir, garantizar la eficacia 
del proceso, dictando una sentencia de fondo en un plazo razonable, para ello, el juez tiene 
el deber de tomar las medidas necesarias para encausar el proceso dejando de lado el 
mito de la justicia rogada82, así:  
 
 
1. El juez desde que estudia la demanda para su admisión o en la audiencia inicial 
puede y debe83, pese a que el actor conserva el deber de individualizar los actos 
administrativos objeto de demanda e integrar el petitum, determinar el objeto del 
litigio y si es el caso integrar los actos faltantes, así el artículo 163, estableció: “si el 
acto fue objeto de recursos ante la administración se entenderán demandados los 
actos que los resolvieron” y en consonancia el artículo 175-7 establece como deber 
para el demandado: “allegar el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder”. 
Esto, en desarrollo de los principios de celeridad y eficacia que marcan el proceso 
judicial.  
 
 
2. En materia de nulidad por inconstitucionalidad de los actos expedidos por entidades 
y organismos distintos al Gobierno Nacional, más allá de los cargos formulados por 
la demanda, el parágrafo del artículo 135 permite que el juez verifique la 
constitucionalidad del acto con cualquier norma de este rango y que, incluso pueda 
incluir actos no demandados pero que conformen unidad normativa con aquel que si 
lo fue.  
                                               
 
81 CORREA, Ruth Stella. Fundamentos de la reforma del libro segundo del Nuevo Código de 
procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En: Seminario Internacional de 
presentación del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
Ley 1437 de 2011. Consejo de Estado. Bogotá, 2011. p. 79. 
82 Ibíd., p. 94. 
83 Art. 37 nuevo Código General del Proceso. 
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3. Para proteger y garantizar provisionalmente el objeto del proceso y la efectividad de 
la sentencia, consagra medidas cautelares genéricamente concebidas como 
preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, siempre que se cumpla 
con los requisitos que para su procedencia han sido decantados por la doctrina, esto 
es, el fumus bonis iuris o la apariencia de buen derecho del demandante, el periculum 
mora o peligro de la mora en el logro de la efectividad de la tutela judicial y la 
ponderación del interés general por la no aceptación de la medida de cautela. Para 
ello (i) la demanda debe estar razonablemente fundada en derecho. (ii) el 
demandante debe demostrar la titularidad de los derechos, así sea sumariamente y, 
(iii) debe presentar documentos o justificaciones que permitan concluir, mediante un 
juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla.  
 
 
4. Las medidas que puede adoptar el juez son ordenar que se mantenga o restablezca 
la situación, suspender un procedimiento o actuación administrativa, suspender 
provisionalmente los efectos de un acto administrativo, ordenar la adopción de una 
decisión administrativa o impartir órdenes o imponer obligaciones a las partes.  
 
 
Estas facultades del juez, trascendiendo en el ámbito disciplinario, se vieron reflejadas en 
la decisión de 13 de mayo de 2014, mediante la cual el Magistrado Dr Gerardo Arenas 
Monsalve, decreta medidas cautelares a favor del alcalde de Bogotá Gustavo Petro, esto 
es, la suspensión de los actos administrativos disciplinarios por medio de los cuales el 
Procurador General de la Nación lo destituyó de su cargo y lo inhabilito por quince años 
del servicio público84.  
 
 
Para la aplicación de la medida se verificó el cumplimiento de los requisitos formales de la 
misma y se constató que existían argumentos serios que permitían inferir la violación del 
debido proceso en el trámite disciplinario, además de inconsistencias de carácter 
sustancial, así, entre otros cuestionamientos, se advierte que el Consejo de Estado funda 
la medida en: “Del análisis y confrontación de las normas que se invocan se tiene que en 
el acto sancionatorio la imputación se hizo a título de dolo bajo consideraciones, que a 
juicio de este Despacho no constituyen una motivación que de manera razonable y con 
suficiencia argumentativa y probatoria, permita atribuir sin dubitación alguna que la falta 
disciplinaria es imputable a título de dolo.”  
 
 
De esta forma, es evidente que el juez administrativo, gracias a las facultades dadas por 
la ley, puede tomar las medidas pertinentes para evitar la afectación de los derechos de 
los ciudadanos frente a la administración, al considerar que procede la aplicación del 
artículo 231 de la nueva ley, consistente en la suspensión provisional de los actos 
                                               
 
84 Información consultada en informe de prensa del Consejo de Estado, En 
http://www.consejodeestado.gov.co/noticia.asp?id=733.  
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administrativos sancionatorios por violación directa del  artículo 29 de la C.P., en 
concordancia con los artículos 13, 18, 19 y 43 del CDU.  
 
 
Además de lo expuesto con la reforma, el juez tiene a su alcance “la consagración de 
elementos para acelerar el trámite del proceso; el establecimiento de mecanismos que 
buscan el adelantamiento normal del proceso para que culmine con sentencia de fondo; el 
poder del juez para decretar pruebas de oficio y eliminar las ilegales; la disposición de 
mecanismos más eficaces para el pago de las condenas y por sobre todo la consagración 
de medidas cautelares, particularmente las anticipatorias, hacen de la nueva codificación 
un instrumento eficaz para alcanzar la tutela efectiva y de paso fortalecer la legitimidad del 
Estado.”85  
 
 
Particularmente y relacionada con el tema que se trabaja, gracias al artículo 187 de la ley 
1437 de 2011, que reproduce el artículo 170 del Código Contencioso, el juez, para 
restablecer el derecho particular, tiene la posibilidad de tomar las medidas necesarias para 
estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y modificar o reformar las 
mismas, facultad que sin duda es trascendental pues, y como se verá más adelante, puede 
reemplazar la decisión a la que se llegó luego de un largo debate probatorio disciplinario.  
 
 
En lo relacionado con el precedente judicial, y tal como se mencionó, el código trae consigo 
unas figuras y mecanismos para darle aplicación a la jurisprudencia de las Altas Cortes. 
Es así como el artículo 10 del código impone a las autoridades administrativas el deber de 
“tener en cuenta” las Sentencias de Unificación Jurisprudencial del Consejo de Estado en 
sus decisiones y el artículo 102 confiere a las personas el derecho de pedir a la 
administración que extienda, a su caso particular, los efectos de dichas sentencias, 
siempre y cuando acrediten encontrarse dentro de “los mismos supuestos fácticos y 
jurídicos”, con la alternativa de poder acudir ante el Consejo de Estado para que estudie y 
decida su caso si la administración negaré la petición, conforme a las reglas del artículo 
269. 
 
 
Se definen entonces las Sentencias de Unificación Jurisprudencial, artículo 270, como 
aquellas en las que el Consejo de Estado se pronuncia como órgano de cierre por: 
importancia jurídica, trascendencia económica y social, necesidad de unificar y sentar 
jurisprudencia, Al decidir los recursos extraordinarios de revisión, art. 248, y de unificación 
de jurisprudencia, art. 256 y las relativas al mecanismo eventual de revisión86. 
 
 
De la revisión de este articulado (arts. 10, 102, 269, 270, 271), en un primer momento, se 
puede decir que el único precedente judicial vinculante para la autoridad administrativa y 
                                               
 
85 CORREA, Ruth Stella. Fundamentos de la reforma del libro segundo del Nuevo Código de 
procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. ob.cit., p. 103 
86 VARGAS RINCÓN, Alfonso. Sentencias de Unificación Jurisprudencial. En: Seminario 
Internacional de presentación del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011. Consejo de Estado. Bogotá, 2011. p. 220 
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los jueces es el dado a través de las sentencias de unificación por el Consejo de Estado. 
Sin embargo, la Corte Constitucional, ha interpretado posteriormente las normas y ha 
afirmado que el campo “jurisprudencial” vinculante es mucho más amplio que el 
comprendido en estos artículos.  
 
 
La sentencia C-634 de 2011 revisó la constitucionalidad del artículo 10 del Código y 
resolvió que las autoridades administrativas deben tener en cuenta  las sentencias de 
unificación jurisprudencial proferidas por el Consejo de Estado, pero de manera preferente, 
las decisiones de la Corte Constitucional que interpreten las normas constitucionales 
aplicables a la resolución de los asuntos de su competencia. Así se encontró una omisión 
legislativa, por lo que se reitera lo señalado en la sentencia C-539 de 2011, donde la Corte 
asumió tres niveles de análisis diferenciados, a saber: (i) el carácter vinculante reforzado 
que tienen los precedentes de las altas cortes para las autoridades administrativas; (ii) el 
papel de la jurisprudencia constitucional en el funcionamiento del Estado Social y 
Democrático de Derecho; y (iii) las cargas que deben cumplir las normas legales que 
reconocen ese carácter vinculante para las autoridades administrativas de los precedentes 
jurisprudenciales. Esto tiene su fundamento en el principio de supremacía constitucional 
(art. 4º C.P.) y en los efectos de la cosa juzgada constitucional (art. 243 C.P).  
 
 
En el mismo sentido, la Corte se pronunció en sentencia C-816 de 2011 sobre el deber de 
las autoridades de extender la jurisprudencia del Consejo de Estado, en la que se haya 
reconocido un derecho, a terceros. Se revisan los incisos 1° y 7° del artículo 102 y se 
declaran exequibles condicionadamente, de modo que se entienda que las autoridades al 
extender los efectos de las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado 
e interpretar las normas constitucionales base de sus decisiones, deben observar con 
preferencia los precedentes de la Corte Constitucional que interpreten las normas 
constitucionales aplicables a la resolución de los asuntos de su competencia. Si bien el 
artículo 102 se encuentra en la primera parte del Código destinado a las autoridades 
administrativas, la Corte reitera que la jurisprudencia tiene fuerza vinculante tanto para los 
funcionarios judiciales cuando se trata de los órganos de cierre de las diferentes 
jurisdicciones, como para las autoridades administrativas. En este caso se configura la 
omisión legislativa y que por tal debe aclararse que “el concepto de imperio de la ley al que 
están sujetas las autoridades administrativas y judiciales hace referencia a la aplicación 
del conjunto de normas constitucionales y legales, incluyendo la interpretación 
jurisprudencial de los máximos órganos judiciales, aplicación que en todo caso debe 
realizarse en consonancia con la Constitución, norma de normas y punto de partida de 
toda aplicación de enunciados jurídicos a casos concretos” 87.   
 
 
 
 
 
 
                                               
 
87 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-816 de 2011. MP: Mauricio González 
Cuervo. Bogotá, 2011. 
  
 
3. Capítulo 3. El precedente judicial con respecto al control de 
legalidad y constitucionalidad efectuado a los actos 
administrativos disciplinarios. 
El objeto de estudio del presente trabajo, esto es el control judicial de los actos 
administrativos disciplinarios, nos lleva indudablemente al estudio del precedente judicial 
sobre el tema, dado que en la ley no se ha especificado la forma de realizar dicho control 
y en la práctica se presentan dudas sobre los alcances del mismo. Por ello en el presente 
capítulo se desarrollará en primera medida un análisis de los fundamentos 
jurisprudenciales de los estudios previos sobre la materia, para verificar sí en ellos se 
realizó o no un estudio serio sobre el precedente, y dada esta revisión, efectuar 
posteriormente, con base a la metodología propuesta, un análisis de la posición judicial 
sobre el control de los actos administrativos disciplinarios.   
 
3.1 Metodología para la interpretación del precedente judicial. 
 
Como punto de partida para el análisis, tanto de los estudios anteriores sobre el tema, 
como del precedente sobre el asunto, se utilizará como metodología la propuesta del 
profesor Diego López Medina88, debido a que “El papel de la jurisprudencia dentro del 
sistema de fuentes de derecho es uno de los grandes temas de la cultura jurídica 
contemporánea.”, y que “El derecho de origen jurisprudencial tiene una característica 
sobresaliente: su desarrollo se logra de manera lenta y progresiva por cuanto es necesario, 
para lograr identificación de la subregla vigente en un momento dado (o que es lo mismo, 
para identificar el lugar del “balance constitucional” dentro de dos extremos posibles) hacer 
un análisis temporal y estructural de varias sentencias que se relacionan entre sí. La 
interpretación de sentencias aisladas no da una buena idea del desarrollo sistemático de 
la jurisprudencia y esto resulta crucial para entender el aporte del derecho de origen judicial 
a todas las ramas del derecho. En palabras de Félix Cohen, “las sentencias particulares 
son significativas en el contexto de las sentencias sistemáticamente relacionadas (…) en 
las prácticas reales de los tribunales pueden encontrarse uniformidades y relaciones 
sistemáticas”89. La incrementalidad del derecho jurisprudencial, determinadas por la 
                                               
 
88 LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Obligatoriedad del precedente constitucional, 
análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial. Segunda Edición, 
Onceava Reimpresión. Bogotá. Ed Legis, 2012. 366 p. 
89 LÓPEZ MEDINA citando a COHEN, Felix. Ethical Systems and Legal ideals. New York. Falcon 
Press, 1933, pp 11-12. 
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resolución de problemas jurídicos caso a caso,  tiene la tendencia a ser desestructurada y 
a veces caótica. La lectura de sentencias individuales, sin sentido de orientación o 
agrupación, puede llevar al analista a una dispersión radical, con la consecuente 
incomprensión de los mensajes normativos emanados del derecho judicial. La 
determinación de la subregla jurisprudencial solo será posible, entonces, si el intérprete 
construye, para cada línea, una teoría jurídica integral (una narración) de las 
interrelaciones de varios pronunciamientos judiciales relevantes.” 
 
 
Teniendo en cuenta que el objetivo de los estudios sobre el precedente es definir la 
existencia de un “balance constitucional”, esto es, de una doctrina jurisprudencial vigente 
más o menos definida que sirva como regla de conducta y estándar de crítica a la actividad 
de los jueces, funcionarios y litigantes interesados en aplicar el derecho jurisprudencial a 
casos futuros, la metodología para lograrlo, implica:  
 
 
1. Acotar el patrón fáctico concreto (conflictos de intereses y derechos propios) lo que se 
denomina el escenario constitucional. 
 
Para ello, se realiza la definición del problema jurídico, así: “es la pregunta que encabeza 
la línea de jurisprudencia y que el investigador intenta resolver mediante la identificación y 
la interpretación dinámicas de varios pronunciamientos judiciales, además de la relación 
de estos con otros materiales normativos (tales como textos constitucionales y legales)”90. 
Además, se debe tener en cuenta que una línea jurisprudencial no puede partir de un 
concepto muy abstracto, como tampoco de las particularidades de cada caso concreto, por 
lo que hay que ubicarse en un nivel medio de abstracción, en el que se identifica un patrón 
fáctico frecuentemente litigado: la definición e interpretación de los “derechos 
constitucionales”, casi siempre se realiza en este nivel medio de abstracción. Estos 
patrones fácticos son los “escenarios constitucionales”. 
 
 
2. Identificar las sentencias más relevantes dentro de la línea. Sentencias hito. 
 
Es necesario identificar los principales fallos que sobre la materia se han promulgado, se 
requiere que el intérprete jurisprudencial identifique y escoja aquellas sentencias que 
tienen un peso estructural fundamental, una narrativa más poderosa y creíble que dé 
cuenta de la jurisprudencia en su conjunto91. 
 
 
Estas sentencias son las denominadas hito, las cuales pueden ser: (i) Fundadoras,  
primeras sentencias de la Corte sobre el tema, por lo general no contienen los balances 
constitucionales vigentes; (ii) Consolidadoras, en ellas la Corte trata de definir con 
autoridad una subregla de derecho constitucional y en la que usualmente se decanta un 
balance constitucional más complejo, pueden tanto establecer la línea como modificarla;  
                                               
 
90 LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Obligatoriedad del precedente constitucional, 
análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial. ob. cit, p. 147.  
91 Ibíd., p.161. 
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(iii) Reconceptualizadoras, aquellas en las que la Corte revisa la línea jurisprudencial en 
su conjunto y la afirma, aunque introduce una nueva teoría o interpretación que explica 
mejor; y (iv) Dominante, aquellas en las que se encuentran los criterios vigentes y 
dominantes por medio de los cuales se resuelve un conflicto de intereses dentro de un 
escenario constitucional. 
 
 
3. Construir teorías estructurales que permitan establecer la relación entre esos varios 
pronunciamientos jurisprudenciales. (Narraciones jurídicas sólidas y comprehensivas)  
 
 
En Colombia, la jurisprudencia es voluminosa y el análisis jurisprudencial que hacen sus 
editores es tímido, por lo que la labor de encontrar las sentencias hito puede ser difícil. 
Para facilitar la tarea es necesario tratar de identificar las sentencias hito agrupadas en 
torno a problemas jurídicos bien definidos, cercanía y relevancia con relación a los 
patrones fácticos bajo estudio. Para ello, se deben aplicar tres pasos92: 
 
 
a. “Punto Arquimédico” es una sentencia con la que el investigador tratará de dar 
solución a las relaciones estructurales entre varias sentencias. Esto, para lograr la 
identificación de las sentencias hito, se tratará de hallar la primera sentencia que 
tenga como requisitos ser lo más reciente posible y que en sus hechos relevantes 
tenga el mismo patrón fáctico con relación al caso sometido a investigación. 
b. “Ingeniería inversa” consiste en el estudio de las citas del “punto arquimédico”. El 
investigador debe hacer una lista de las citaciones jurisprudenciales que la 
sentencia arquimédica contiene. Con estas nuevas referencias a la mano, el 
investigador puede ahora replicar el procedimiento hasta que forme un “nicho 
citacional” lo suficientemente amplio. Esto permite estudiar en varios niveles las 
sentencias relacionadas, identificando las que sobresalen por el número de veces 
que son citadas en la línea  
c. Estudiar el “nicho citacional” de lo cual se establecerán unos “puntos nodales”.  
 
El estudio de ese “nicho citacional” requiere el primer cambio fundamental, el cual  consiste 
en evitar la reducción de la creación de derecho jurisprudencial al modelo tradicional de la 
regla legislada. Para ello se debe (i) Restablecer la plenitud del texto jurisprudencial, a 
menudo mutilada en sus hechos y decisión por parte del tradicionalismo de fuentes. La 
sentencia judicial, por tanto, vuelve a constituirse en la relación compleja entre tres grandes 
partes: hechos, consideraciones o argumentos de la corte y decisión. (ii) Para, con lo 
anterior, realizar la interpretación a partir de la identificación de la ratio decidendi del fallo 
distinguiendo con ello la obiter dictum.  
 
 
Lo ha tenido en cuenta la Corte Constitucional desde el año 1999, cuando afirmó: “para 
comprender el alcance de la obligatoriedad de un precedente, resulta indispensable 
distinguir entre los diversos aspectos de una decisión judicial. Así, siguiendo en parte la 
termología de los sistemas del Common Law, que es donde más fuerza tiene la regla del 
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stare decisis, y en donde por ende más se ha desarrollado la reflexión doctrinal en este 
campo, es posible diferenciar muy esquemáticamente entre la parte resolutiva, llamada 
también decisum, la ratio decidendi y el obiter dictum”93 
 
 
Se ha definido la ratio decidendi como “la formulación más general, más allá de las 
particularidades irrelevantes del caso, del principio, regla o razón general que constituye 
la base de la decisión judicial específica”94. Todos aquellos razonamientos o elaboraciones 
que no constituyen ratio decidendi en una sentencia pueden ser considerados obiter 
dictum. La expresión designa todos aquellos pasajes de las sentencias en los que, por la 
abundancia argumentativa propia del derecho jurisprudencial, se dicen cosas “de pasada” 
o incidentalmente, sin que constituyan el meollo del asunto jurídico que se está 
resolviendo.  
 
 
El profesor López Medina, destaca de lo afirmado en las sentencias SU-047 de 1999 y C 
– 836 de 2001, que la Corte acepta, en primer lugar, que la extracción de la ratio decidendi 
puede ser compleja y que depende en gran parte de los intérpretes posteriores. En 
segundo lugar, se reconoce que este ejercicio es altamente hermenéutico y no dependen 
necesariamente de párrafos explícitos de la sentencia que se considera precedente. En 
tercer lugar, es evidente que la Corte acepta (como ya lo había hecho en la SU-047/99) 
una metodología de identificación de la ratio, basada en la correcta identificación y 
utilización de los hechos materiales de las sentencias. Según esta posición, la 
interpretación de la amplitud de la ratio contenida en una sentencia depende: (i) de los 
hechos que se consideren materiales del fallo y (ii) del sentido del fallo. La ratio decidendi 
es el argumento jurídico (explícito o reconstruído) que mejor une los elementos i y ii 
enunciados95. 
 
 
Si bien ha sido clara la dependencia de la ratio a los hechos, esto es, un uso técnico del 
precedente a partir de “analogías fácticas”, la cultura jurídica colombiana prefiere citas 
conceptuales abstractas. El abogado, regularmente no hace ningún intento por establecer 
una relación analógica con otros casos que puedan haberse fallado sobre el punto, no 
hace una búsqueda de la línea jurisprudencial que defina el balance jurídico entre intereses 
o derechos contrapuestos (dentro de patrones fácticos bien definidos). La jurisprudencia, 
en este uso ilegítimo, tan solo busca precisiones conceptuales abstractas.  
 
 
La Corte ha tratado de demostrar que las sentencias (incluso las de constitucionalidad) 
tienen que ser leídas de manera sistemática pero de una doble manera: deben, en primer 
lugar, considerarse los problemas jurídicos que las sentencias efectivamente buscaban 
resolver para impedir sobre interpretaciones en donde los operadores jurídicos resuelven 
casos específicos (no contemplados en la sentencia), mediante referencias mecánicas a 
                                               
 
93 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-047 de 1999. MP: Carlos Gaviria Díaz. 
Bogotá, 1999. 
94 LÓPEZ MEDINA, Diego. “El Derecho de los Jueces. Obligatoriedad del precedente constitucional, 
análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial”. ob. cit., p. 216-220 
95 Ibíd., p. 260-264 
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párrafos contenidos en la jurisprudencia. De otra parte, la Corte parece insistir en un 
corolario adicional que podríamos llamar principio de sistematicidad en la interpretación 
jurisprudencial: toda sentencia, incluyendo tanto las de tutela como las de 
constitucionalidad, no puede ser adecuadamente interpretada si no se hace en su conjunto, 
la línea jurisprudencial en la que está inserta. Así como no puede haber interpretaciones 
de párrafos aislados, tampoco puede haber interpretaciones de sentencias aisladas96.  
 
3.2 Sentencias que fundamentan el control limitado por parte de la 
jurisdicción, ¿existe un precedente en ese sentido sobre el tema?  
 
Como se expuso en el primer capítulo, los trabajos académicos sobre la materia han 
profesado las ideas de un control limitado de los actos administrativos disciplinarios por 
parte de la jurisdicción contenciosa administrativa, debido a que, según los mismos, la 
caracterización que ha hecho la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, de la 
actividad disciplinaria ha sido consistente en concretar su autonomía e independencia.  
 
 
Así, los escritos publicados por el Dr Carlos Arturo Gómez Pavajeau97, Ex Viceprocurador 
General de la Nación, base de otros estudios académicos98 y de la posición que adopta la 
misma Procuraduría General de la Nación, en la defensa de los actos disciplinarios 
proferidos en ejercicio de su gestión99,  exponen que la actividad que realiza el operador 
disciplinario cumple materialmente funciones de administrar justicia y que, por ello, este 
funcionario se convierte en juez natural y goza de autonomía e independencia en 
interpretar la ley disciplinaria, todo lo cual lleva a una jurisdiccionalización del proceso 
disciplinario y,  por ende, el control limitado por parte del juez administrativo. 
 
 
Dadas los varios elementos que esa posición trae, se analizará el fundamento 
jurisprudencial que esos estudios dan a cada uno de ellos, para demostrar que sólo se 
toman apartes de las sentencias y no se ajustan a una construcción correcta del 
precedente.   
 
 
                                               
 
96 Ibíd., p. 256 
97 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Problemas Centrales del Derecho Disciplinario, ob. cit., p.  
GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Elementos y Propuestas Para el Control Contencioso 
Administrativo de la Actividad Disciplinaria, ob. cit.  
98  ROA SALGUERO, David Alonso. Construcción Dogmática del Derecho Disciplinario, Influencia 
de la Jurisprudencia del Consejo de Estado Colombiano, ob. cit. ROA SALGUERO, David Alonso. 
La Jurisprudencia del Consejo de Estado y sus Recientes Aportes al Derecho Disciplinario, ob. cit. 
CALAMBAS HURTADO, Antonio María, et al. Límites de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
en Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de Fallos Disciplinarios, ob. cit. 
99 Ver por ejemplo fundamentos de la contestación de la demanda en sentencia  de Consejo de 
Estado, Sección Segunda, 13 de febrero de 2014, Rad.2011-00698 – 2670-11, MP: Gustavo Gómez 
Aranguren y los argumentos de defensa expuesto por la Procuraduría en la sentencia de tutela T 
060 de 2009.   
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a. El operador disciplinario cumple materialmente con funciones de 
administrar justicia.  
 
El primer argumento esbozado por esta teoría, se traduce en que la actividad disciplinaria 
es administración de justicia en sentido material. Para fundamentar esa posición, los 
estudios encontrados sobre la materia, coinciden en citar las sentencias C-014 de 2004 y 
SU-901 de 2005100, al considerar que en ellas la Corte equipara las decisiones 
disciplinarias a una sentencia proferida por la jurisdicción.   
 
 
Con respecto a la primera de estas sentencias, la C-014 de 2004, reiteradamente, se cita:  
“La Corte se inclina por esta última interpretación pues el ejercicio de la potestad 
disciplinaria del Estado plantea un espacio en el que también se imparte justicia. Esto es 
así por cuanto se trata de un escenario en el que se imputa la comisión de conductas que 
han sido tipificadas como faltas y para las que se han previsto sanciones y de allí por qué, 
en la actuación que se promueve para que se demuestren aquellas y se impongan estas 
últimas, deban respetarse los contenidos del debido proceso. Claro, existen espacios de 
ejercicio del poder disciplinario que en estricto sentido no hacen parte de la rama 
jurisdiccional del poder público, como ocurre con aquellos que pertenecen a la 
administración o incluso a los particulares que ejercen esa potestad por delegación. No 
obstante, aún en tales supuestos, las autoridades disciplinarias despliegan una actividad 
con contenidos materiales propios de la función de administrar justicia.” 
 
 
No obstante, de la revisión integral de la sentencia, esto es normas y/o hechos, 
consideraciones y decisión, no se observa que el aparte referenciado constituya la ratio 
decidendi de la sentencia, es decir que se haya establecido un precedente que tenga el 
alcance referenciado.  
 
 
En la sentencia C-014 de 2004, la Sala Plena de la Corte Constitucional revisa la 
constitucionalidad de varias disposiciones relacionadas con la revocatoria directa de los 
actos disciplinarios, contenidas en los artículos: 123 y 125 de la ley 734 de 2002, con 
respecto a que, en materia disciplinaria, sólo era viable revocar los fallos sancionatorios y 
únicamente quien tenía la facultad para solicitarla era el sancionado. A juicio del 
demandante estas disposiciones restringían la partición de las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, para solicitar 
la revocatoria directa de fallos disciplinarios absolutorios o los mismos archivos, lo cual 
restringía los derechos a la igualdad, al acceso a la administración de justicia, al debido 
proceso, a la verdad y a la reparación. Es decir, el problema jurídico de la sentencia no se 
refiere al carácter jurisdiccional que pretenden hacer valer de las decisiones disciplinarias, 
sino que se basa netamente en definir los derechos de las víctimas en el trámite del 
proceso disciplinario.  
 
 
                                               
 
100 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-014-2004 y SU-901-2005. MP: Jaime 
Córdoba Triviño. Bogotá, 2005.  
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Así, en el texto de la sentencia se definen claramente los  problemas jurídicos a tratar: (i) 
¿Es posible la existencia de víctimas de una falta disciplinaria?,  en caso positivo,  ¿en qué 
supuestos?. (ii)  ¿En los casos de faltas disciplinarias que constituyen violaciones del 
derecho internacional de los derechos humanos o del derecho internacional humanitario, 
las víctimas o los perjudicados están legitimados para intervenir en el proceso 
disciplinario?.  De ser así, ¿con qué calidad pueden hacerlo?. (iii)  ¿En esos eventos, qué 
derechos tiene la víctima de o el perjudicado con la falta disciplinaria?. (iv) ¿Las normas 
jurídicas que permiten la revocatoria directa, de oficio o a petición de parte, de los fallos 
disciplinarios sancionatorios y no de los fallos disciplinarios absolutorios, vulneran el Texto 
Superior?.  Si ello es así, ¿en qué supuestos puede presentarse tal vulneración?. 
 
 
En el transcurrir del análisis jurídico para resolver los problemas planteados, sobre nuestro 
tema de investigación la Corte únicamente ratifica el carácter administrativo de la labor 
disciplinaria:  “De acuerdo con esto, cuando se profiere un fallo disciplinario, se emite una 
decisión que constituye el punto de llegada de una actuación judicial o administrativa en la 
que se deben respetar los fundamentos constitucionales de la imputación disciplinaria y 
las garantías constitucionales y legales de trascendencia procesal.  Esa decisión 
constituye, según el caso, cosa juzgada o cosa decidida para lo que allí fue objeto de 
debate. 
De acuerdo con el régimen legal vigente, los intervinientes en el proceso disciplinario son 
la autoridad administrativa o judicial que adelanta el proceso, los sujetos procesales y el 
quejoso. 
 La autoridad que conoce del proceso puede ser judicial, cual es el caso de los Consejos 
Superior y Seccionales de la Judicatura, cuando investigan a magistrados, jueces y 
abogados; o también administrativa, como ocurre con las entidades administrativas a las 
que está vinculado el disciplinado, con las personerías y con la Procuraduría General de 
la Nación.” 
 
 
Como se puede observar el aparte reiteradamente citado, referido a la actividad 
disciplinaria con contenidos propios de administrar justicia, es una obiter dicta dentro de la 
argumentación, que en ningún momento introduce un carácter jurisdiccional a la labor 
disciplinaria sino que contextualiza la importancia de la labor, en su carácter administrativo, 
y su posterior control. Así, en otro aparte de la sentencia la Corte aclara, en total 
contraposición de lo esbozado por Gómez Pavajeau: “Un Estado de derecho se rige por el 
principio de legalidad.  Todos los poderes que en aquél se ejercen, incluida la 
administración, están vinculados por éste.  De allí que la Carta Política, a través de su 
plexo de valores, principios, derechos y deberes, y particularmente a través de mandatos 
como los contenidos en los artículos 6, 29, 121, 122 y 209, sujete el ejercicio de la 
administración a ese principio.  No obstante, como es posible que alguna actuación de la 
administración se sustraiga al efecto vinculante del principio de legalidad, el ordenamiento 
jurídico ha previsto la posibilidad que sus actuaciones sean ajustadas a la ley.  Los 
mecanismos para ello no han sido previstos directamente por el constituyente, quedando 
relegados, por lo tanto, a la función legislativa.  En tal dirección, el legislador ha concebido 
instituciones como la vía gubernativa y la revocatoria directa.  Además, puede haber lugar 
al control jurisdiccional de la actuación de la administración.” 
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La otra sentencia reiteradamente citada es la SU-901 de 2005, en la cual también se da 
una trascendencia jurisdiccional a la labor disciplinaria, según los analistas reflejado en lo 
siguiente: “ Incluso, de acuerdo con la doctrina constitucional, hay lugar al amparo 
constitucional de los derechos fundamentales vulnerados en el curso de una actuación 
administrativa en la que materialmente se cumple la función de administrar justicia, tal 
como ocurre, por ejemplo, con los procesos que se adelantan ante la justicia penal militar, 
los procesos policivos y los procesos disciplinarios que se tramitan en la Procuraduría 
General de la Nación.”    
 
 
La sentencia SU-901/2005, corresponde a una sentencia de unificación que resuelve la 
acción de tutela instaurada por José Gabriel Silva, Gerente del Fondo Nacional de Caminos 
Regionales, contra la Procuraduría General de la Nación.  El amparo constitucional es 
solicitado debido a que a juicio del actor en el transcurso de la actuación, en la cual se le 
sancionó con destitución e inhabilidad para ejercer funciones públicas por 5 años, se violó 
el derecho al debido proceso. La tutela es instaurada como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable pues el actor fue elegido Gobernador del Cauca y con la 
sanción no podía ejercer el cargo. Así, el problema jurídico se desarrolla en determinar, en 
primer momento, si la tutela procede, a pesar que se cuenta con otro medio de defensa 
judicial, por lo que se determinan los supuestos del mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable y, en segundo lugar, en verificar si los supuestos procesales de la 
actuación administrativa disciplinaria se cumplieron determinando la violación o no de los 
derechos del accionante.  
 
 
No obstante en ningún aparte de la sentencia se puede decir que se afirme que la decisión 
disciplinaria tiene carácter jurisdiccional, por el contrario, la Corte deja claro que se trata 
de una actividad administrativa sujeta de control por parte de esa jurisdicción: “En el caso 
planteado, la acción de tutela se interpone contra el fallo sancionatorio impuesto por la 
Procuraduría General de la Nación, a través de la Procuraduría Primera Delegada para la 
Contratación Estatal y la Sala Disciplinaria, contra el ciudadano José Gabriel Silva Riviere.  
Como se sabe, estas determinaciones de la Procuraduría General, por constituir ejercicios 
de derecho administrativo, son susceptibles de cuestionamiento ante la jurisdicción 
contenciosa pues tal es el ámbito idóneo para discutir su legalidad o ilegalidad.  De acuerdo 
con esto, entonces, en principio la acción de tutela interpuesta resulta improcedente.” 
 
 
Si bien en la sentencia se consideró la viabilidad de estudiar el asunto por poderse causar 
un perjuicio irremediable, finalmente, luego de un amplio análisis fáctico y jurídico no se 
concedió el amparo invocado. Así, el aparte citado que refiere a los contenidos materiales 
de justicia de las decisiones disciplinarias también corresponde a obiter dicta de la decisión 
y se dan en consideración a la importancia de la labor disciplinaria pero nunca negando su 
carácter administrativo.  
 
 
b. El operador disciplinario es juez natural y por tal juez disciplinario.  
 
El segundo argumento deriva directamente del anterior, dado que en la concepción de la 
teoría presentada por Gómez Pavajeau, si las decisiones disciplinarias tienen contenido 
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material de justicia, quienes las adoptan adquieren la condición de juez, de un juez 
disciplinario, esto según las sentencias C-429 de 2001 y sentencia T-1093-2004101. 
 
 
Para la primera sentencia, la C- 429 de 2001, se cita: “En materia disciplinaria también rige 
el principio del juez natural, esto es, aquél a quien la Constitución o la ley le ha atribuido el 
conocimiento de un determinado asunto.”. Lo anterior es asumido por el doctrinante como 
la legitimación que la Corte Constitucional le da a la Procuraduría General de la Nación, 
de “juez natural” que significa la persona que tiene autoridad y potestad para juzgar y 
sentenciar, y a su vez que los fallos que dicta en virtud de los procesos disciplinarios que 
adelanta tienen el carácter de una verdadera sentencia. 
 
 
Sin embargo, de la lectura de la decisión judicial no se desprende tal interpretación. Así en 
la sentencia C-429 de 2001 se revisa la constitucionalidad del artículo 7 numerales 17, 38, 
39, 40, 44, 58 e inciso segundo del parágrafo de este artículo, del decreto 262 de 2000, 
relacionados con las funciones del Procurador General de la Nación, esta es la condición 
de única instancia de los procesos que adelanta, sus facultades de reglamentación, de 
disponer de la planta globalizada de la entidad, y de justificar la facultad discrecional con 
respecto a los empleos de libre nombramiento y remoción.  
 
 
Puntualmente sobre lo relacionado al juez natural, la Corte aborda el tema con el fin de 
determinar la constitucionalidad o no de la norma que establece que los procesos 
disciplinarios que asuma el Procurador General de la Nación serán de única instancia. Para 
ello se analiza sustancialmente el significado de la competencia, presentando las 
condiciones generales de la figura jurídica: 
 
 
“La competencia, que ha sido definida como el grado o la medida de la jurisdicción, tiene 
por finalidad delimitar el campo de acción, función o actividad que corresponde ejercer a 
una determinada entidad o autoridad pública, haciendo efectivo de esta manera el principio 
de seguridad jurídica (…) La competencia es parte esencial del debido proceso y 
presupuesto de validez de los actos que se profieren, pues si una autoridad expide un acto 
sin tener facultades para hacerlo, éste es nulo. (…) De conformidad con estos preceptos, 
la competencia debe ser constitucional o legal; preexistente, es decir, anterior al hecho que 
motiva la actuación o proceso correspondiente, y explícita.” 
 
 
Dicho lo anterior analiza las normas que le dan competencia al Procurador, artículo 118, 
275 y 277 de la Constitución Nacional, para decir:  
 
 
                                               
 
101 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-429 de 2001. MP: Jaime Araujo 
Rentería y Sentencia T-1093 de 2004, fundamentos 3.9 y 4.4.7. MP: Manuel José Cepeda, Bogotá, 
2004 
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“Así las cosas, la competencia del Procurador General de la Nación está expresamente 
fijada en la Constitución (arts. 118, 242, 277, 278, entre otros); estatuto que también 
autoriza al legislador para asignarle otras funciones, como se consagra en el numeral 10 
del artículo 277 de la Carta, las cuales, no sobra decirlo, deben respetar la Constitución y, 
obviamente, no pueden modificar las funciones que ella misma le asigna, ni las que se le 
atribuyen al ente que dirige. 
 
 
La determinación concreta de la competencia de los demás funcionarios de la 
Procuraduría, en lo no previsto por la Constitución, es función que corresponde cumplir al 
legislador, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, 121, 122 y 279 del 
Ordenamiento Superior, como ya se ha anotado.” Por lo anterior declara la 
constitucionalidad de estas normas.  
 
 
Así, en ningún momento se afirma que como “juez natural” el Procurador ni los funcionarios 
que ejercen competencias administrativas disciplinarias tiene facultades jurisdiccionales, 
solo se refiere en sentido genérico a juez como el competente. Lo anterior muestra que 
también se trata de una obiter dicta de la sentencia que no está correctamente interpretada.  
  
 
La segunda sentencia es la T-1093 de 2004, de la que se cita: “Ahora bien, la Sala 
considera preciso resaltar de entrada que la perspectiva desde la cual se habrán de 
resolver los problemas jurídicos anteriormente enunciados es la del respeto por la 
autonomía e independencia constitucional de la Procuraduría General de la Nación en 
tanto juez disciplinario; por tal motivo, no entrará la Sala a realizar una segunda valoración 
de los hechos respecto de los cuales se adoptaron las medidas disciplinarias 
sancionatorias que se controvierten en la demanda de tutela, ni tampoco determinará la 
corrección del contenido mismo de las decisiones de la Procuraduría. Simplemente se 
verificará si, a la luz de las alegaciones plasmadas en la demanda de tutela, la 
Procuraduría General de la Nación desconoció los límites constitucionales propios de sus 
funciones al adelantar el proceso disciplinario contra los Diputados y al imponerles las 
sanciones de destitución del cargo e inhabilidad para ocupar cargos públicos durante tres 
años. En suma, la Sala no hará un juicio de corrección sino de validez”  
 
 
Esta sentencia, corresponde a la acción de tutela interpuesta por Gerardo de los Rios 
Chavarriaga y otros contra la Procuraduría General de la Nación por considerar que este 
ente de control incurrió en una vía de hecho por violación al debido proceso, al destituirlos 
de su condición de Diputados de la Asamblea de Nariño e imponerles inhabilidad para el 
ejercicio de funciones públicas por 3 años. La acción se instaura como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio pues los diputados enfrentaban un daño ostensible a sus 
derechos políticos al aplicarse la sanción y no poder continuar con su labor.  
 
 
La Corte hace un exhaustivo análisis del proceso disciplinario que se surtió, para resolver 
varios problemas jurídicos derivados de los argumentos de los accionantes sobre diversos 
tipos de supuestas violaciones sustanciales y procedimentales. Entre estos, verificar si la 
Procuraduría violó el debido proceso de los diputados en el transcurrir de la actuación 
disciplinaria al tipificar una falta y sancionar por otra, también por errónea valoración de la 
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prueba y violación de la investigación integral y determinar si se atentó contra el derecho 
a la igualdad. 
 
 
Si bien la Corte hace la advertencia de cómo va a abordar el análisis, lo cual es citado por 
los estudios al respecto, esta no se trata de una advertencia de cómo debe hacerse el 
análisis por parte del juez contencioso, sino que corresponde a la metodología para 
estudiar el tema en sede de tutela, reconociendo con ello la autonomía de la Procuraduría 
en el desarrollo del proceso, pero en ningún momento le dá carácter jurisdiccional, por el 
contrario, la Corte claramente expone el carácter administrativo de la labor:  
 
 
“La vigencia del derecho al debido proceso en el ámbito del derecho disciplinario se justifica 
no sólo por el mandato constitucional expreso del artículo 29 Superior –según el cual el 
debido proceso se aplicará a toda actuación judicial o administrativa-, sino también por 
tratarse de una manifestación del poder punitivo o sancionador del Estado102. La Corte ha 
explicado que si bien los diversos regímenes sancionadores tienen características en 
común, sus especificidades exigen un tratamiento diferencial que modula necesariamente 
el alcance y la forma de aplicación de las garantías constitucionales propias del debido 
proceso103. En esa medida, se precisa que las funciones y procedimientos disciplinarios 
tienen, según lo ha reconocido la Corte, naturaleza administrativa, “derivada de la 
materia sobre la cual trata -referente al incumplimiento de deberes administrativos en el 
ámbito de la administración pública-, de las autoridades de carácter administrativo 
encargadas de adelantarla, y de la clase de sanciones a imponer, así como de la forma de 
aplicarlas”104. En atención a dicha naturaleza administrativa, las garantías propias del 
                                               
 
102  Esto se puede advertir de las sentencias C-095 de 2003, MP: Rodrigo Escobar Gil y C-088 de 
2002, MP: Eduardo Montealegre Lynett, la Corte ha señalado recientemente que “el derecho 
sancionador del Estado es una disciplina compleja pues recubre, como género, al menos cinco 
especies, a saber: el derecho penal delictivo, el derecho contravencional, el derecho disciplinario, 
el derecho correccional y el derecho de punición por indignidad política o "impeachment”, sentencia 
C-948 de 2002, MP: Álvaro Tafur Galvis. 
103  Así, en la sentencia C-597 de 1996, MP: Alejandro Martínez Caballero la Corte explicó que 
“entre el derecho penal y los otros derechos sancionadores existen diferencias que no pueden ser 
desestimadas. Así, el derecho penal no sólo afecta un derecho tan fundamental como la libertad 
sino que además sus mandatos se dirigen a todas las personas, por lo cual es natural que en ese 
campo se apliquen con máximo rigor las garantías del debido proceso. En cambio, otros derechos 
sancionadores no sólo no afectan la libertad física, pues se imponen otro tipo de sanciones, sino 
que además sus normas operan en ámbitos específicos, ya que se aplican a personas que están 
sometidas a una sujeción especial -como los servidores públicos- o a profesionales que tienen 
determinados deberes especiales, como médicos, abogados o contadores. En estos casos, la Corte 
ha reconocido que los principios del debido proceso se siguen aplicando pero pueden operar con 
una cierta flexibilidad en relación con el derecho penal.” Este análisis se complementó en la 
sentencia C-948 de 2002, MP: Álvaro Tafur Galvis, en la que se señaló: “Así mismo dentro del 
ámbito sancionador administrativo cabe destacar la aceptación de la interdicción de las sanciones 
privativas de la libertad, la instauración de la multa como sanción prototípica y la necesaria 
observancia de un procedimiento legalmente establecido”. 
104  COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-098 de 1995. M.P: Hernando Herrera 
Vergara. Bogotá, 1995. 
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debido proceso no cuentan en el proceso disciplinario con el mismo alcance que las que 
se aplican a las actuaciones desarrolladas por la justicia penal” 
 
 
Además de las dos sentencias referenciadas en los textos de Gomez Pavajeau, se 
menciona que la jurisprudencia a reitarado la posición de juez natural y disciplinario de la 
Procuraduría en otras decisiones, esta es la sentencia C-720 de 2006105.  
 
 
La sentencia C-720 de 2006 corresponde al análisis de constitucionalidad del artículo 48 
numeral 1 de la ley 734 de 2002, en el cual se consagra como falta disciplinaria gravísima 
realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito a título de 
dolo, debido que para los demandantes no era posible una decisión disciplinaria sin un 
pronunciamiento penal previo, lo que viola el principio de no ser juzgado dos veces por los 
mismos hechos.  
 
 
Efectivamente, durante el análisis de los cargos, la Corte refiere varias veces al “juez 
disciplinario” como aquel que tiene competencia para adelantar el proceso disciplinario, no 
otorgándole facultades jurisdiccionales sino definiendo su competencia, pero el carácter 
de independencia que se le pretende dar a la actividad disciplinaria, queda desvirtuado por 
la Corte al reconocer su carácter administrativo, así: 
 
 
“5.1. En cuanto a la autoridad pública encargada de adelantar el proceso penal es evidente 
que se trata de funcionarios investidos de poder jurisdiccional cuyas decisiones hacen 
tránsito a cosa juzgada, mientras, por regla general, el proceso disciplinario está a cargo 
de autoridades administrativas cuyas decisiones pueden ser impugnadas ante la 
jurisdicción contencioso administrativa; además, en materia de tipicidad la descripción de 
la conducta señalada en la legislación penal106 no atiende a los mismos parámetros de 
aquella descrita por la legislación disciplinaria107, pues en ésta última el operador jurídico 
cuenta con un margen mayor de apreciación, por cuanto se trata de proteger un bien 
jurídico que, como la buena marcha, la buena imagen y el prestigio de la administración 
pública, permite al “juez disciplinario” apreciar una conducta y valorar las pruebas con 
criterio jurídico distinto al empleado por el funcionario judicial, teniendo en cuenta, además, 
que en el proceso disciplinario se interpreta y aplica una norma administrativa de carácter 
ético.”  
 
                                               
 
105  COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-720 de 2006. MP: Clara Inés Vargas 
Hernández. Bogotá, 2006. 
106 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 599 de 2000 –Código Penal, art 10. 
“TIPICIDAD. La ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las características básicas 
estructurales del tipo penal En los tipos de omisión también el deber tendrá que estar consagrado 
y delimitado claramente en la Constitución Política o en la ley”. 
107  COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734 de 2000 –Código Disciplinario Único-, 
art. 4o. “LEGALIDAD. El servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos 
como falta en la ley vigente al momento de su realización”. 
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c. El juez disciplinario goza de autonomía e independencia en interpretar la ley 
disciplinaria. 
 
Por la misma línea de los postulados anteriores se asemeja la función del operador 
disciplinario a la de un juez, en cuanto a la interpretación y aplicación de la ley, para 
resolver los asuntos disciplinarios, por lo que se citan varias sentencias todas relacionadas 
con vías de hecho frente a decisiones judiciales y autonomía en la interpretación que hace 
el juez para llegar a la decisión108, es decir, decisiones en las que los supuestos de hecho 
son totalmente diferentes a los casos disciplinarios resueltos por un operador 
administrativo.  
 
 
Sumando a ello, Gómez Pavajeau109, afirma: “Es hora de tomar conciencia que la función 
disciplinaria es justicia disciplinaria en sentido material, incluso cuando su forma es la del 
acto administrativo, toda vez que, al remitirse el principio de integración al sistema procesal 
penal, lo cual ha reiterado la Corte Constitucional en sentencia C-107 de febrero 10 de 
2004, M.P. Araujo Rentería, se produce una jurisdiccionalización del proceso disciplinario.” 
 
 
La sentencia C-107 de 2004, resuelve la demanda contra el numeral 8 del artículo 92 de 
la ley 734 de 2002, esto es, el derecho del investigado de presentar alegatos de conclusión 
antes del fallo de primera instancia. En el análisis que la Corte hace de la norma no se 
advierte la conclusión que afirma el doctrinante solo se refiere a los fundamentos 
constitucionales del derecho disciplinario y a la solución del caso, así: 
 
 
“El derecho disciplinario encuentra especial arraigo en los artículos 124 y 277 de la 
Constitución, conforme a los cuales le corresponde al Legislador determinar la 
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva. Igual 
predicamento se puede hacer en relación con los particulares que cumplan funciones 
públicas, quienes por tal circunstancia asumen atribuciones de autoridad con las 
responsabilidades correlativas que se deriven al tenor del artículo 6 superior12, en 
concordancia con los artículos 116, 123, 210 y 267 ibídem. 
En este orden de ideas el Congreso de la República expidió la ley 734 de 2002, contentiva 
del Código Disciplinario Único, determinando como destinatarios de sus mandatos a los 
servidores públicos, a los particulares que ejerzan funciones públicas o labores de 
interventoría en los contratos estatales, a los indígenas que administren recursos del 
Estado, así como a los gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y 
asociaciones que se creen y organicen por el Estado o con su participación mayoritaria13. 
Se exceptúan expresamente los miembros de la Fuerza Pública por gozar de un régimen 
especial (arts. 25, 53, 58 y 224 ib.). Código éste que, para su mejor inteligencia y aplicación 
prevé al tenor de su artículo 21 unas reglas sobre principios e integración normativa, 
                                               
 
108 Esto en sentencias T-073 de 1997, T-751 de 2005, C-417 de 1993, T-094 de 1997 y T-056 de 
2002. 
109 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Elementos y Propuestas Para el Control Contencioso 
Administrativo de la Actividad Disciplinaria en Colección de Derecho Disciplinario, ob. cit,.  
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enfatizando así su carácter sistémico a partir del bloque de constitucionalidad14y frente a 
otros estatutos de rango legal que al efecto se señalan.” 
 
 
Por lo expuesto, la jurisprudencia no ha establecido una jurisdiccionalización del derecho 
disciplinario, no se ha cambiado su carácter por vía de interpretación de la Corte 
Constitucional, por lo tanto, no es posible afirmar que exista un precedente que lleve a 
concluir que dado el carácter independiente, el juez contencioso no puede o no debe hacer 
una revisión plena de la legalidad de los actos.  
  
 
Como se ha presentado los fundamentos jurisprudenciales utilizados para corroborar la 
teoría de autonomía e independencia de la actividad disciplinaria no han sido interpretados 
correctamente; no se ha tenido en cuenta la plenitud del texto jurisprudencial, los hechos, 
las consideraciones y la decisión,  no se tiene en cuenta la ratio decidendi de esas 
sentencias y, por tal, sólo se han utilizado apartes mutilados que sirvan parar corroborar lo 
que se quiere afirmar teóricamente pero no dan cuenta de un análisis jurisprudencial sobre 
la materia.  
 
3.3 El control judicial de los actos administrativos disciplinarios por vía de 
acción de tutela. 
 
Como se expuso al inicio de este capítulo luego de demostrar que los trabajos sobre la 
materia no han estudiado rigurosamente el precedente relacionado con el control judicial 
de los actos administrativos disciplinarios, en el presente aparte y en el próximo se 
desarrollará una aproximación a la jurisprudencia sobre el asunto, intentando establecer 
una línea sobre el control enmarcado en el Estado social de derecho.  
 
 
Para ello, teniendo en cuenta que la pregunta de investigación del presente trabajo es 
establecer si tiene límites el juez para realizar el control judicial de los actos disciplinarios,  
en primer lugar se tratará el asunto con respecto a la acción de tutela, la procedencia de 
la misma y el control por esta vía, dado que comúnmente una vez finalizado el proceso 
disciplinario y para evitar las consecuencias de la sanción, los disciplinados utilizan esta 
acción previa o subsidiariamente a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en 
la jurisdicción contenciosa administrativa.  
 
 
La Corte Constitucional al resolver acciones de tutela instauradas en contra de decisiones 
disciplinarias proferidas por la Procuraduría General de la Nación y Oficina de Control 
Interno Disciplinario, ha establecido, en una jurisprudencia constante sobre el asunto, los 
fundamentos interpretativos que resuelve las preguntas ¿es procedente la acción de tutela 
contra decisiones administrativas disciplinarias a pesar de la existencia de otro mecanismo 
de defensa judicial? Y de proceder ¿Tiene límites el control por vía de tutela de las 
decisiones disciplinarias?.  
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Dando aplicación a la metodología propuesta110, se realizó la búsqueda de sentencias hito 
partiendo de un punto arquimédico, este fue la sentencia SU 712 de 2013, como sentencia 
más reciente en la que se resuelve una acción de tutela instaurada por la senadora Piedad 
Córdoba contra la Procuraduría General de la Nación, en razón a la sanción de destitución 
e inhabilidad para el desempeño de funciones públicas por 18 años que le fue impuesta. 
En esta decisión, la Corte para dar o no paso al estudio de los argumentos sobre la 
violación del debido proceso de los actos administrativos, estudia la línea jurisprudencial 
sobre la procedencia de la acción en estos casos y cómo es el control en esta sede. Así 
mismo, la sentencia T-191 de 2010, también hace un amplio análisis de las sentencias 
precedentes, incluyendo algunas de trascendencia que no fueron mencionadas en la 
anterior, y de los requisitos que se han configurado gracias a esos pronunciamientos. A 
partir de estas dos sentencias se presentará la posición de la Corte sobre el asunto, la cual 
ha sido uniforme.   
 
 
a. Procedencia de la acción de tutela contra las decisiones administrativas 
disciplinarias. 
 
 
La Corte Constitucional desde sentencias iniciales sobre el asunto, esto es en el año 1998, 
deja por sentado que la tutela no es el mecanismo idóneo para atacar los actos que 
contienen una sanción disciplinaria por violación al debido proceso, pues al ser su carácter 
administrativo, lo procedente es acudir a la jurisdicción a través de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho. No obstante la existencia del mecanismo judicial principal, 
para la defensa de los derechos fundamentales del actor, la vía de la acción de tutela 
resultaría viable como mecanismo subsidiario y transitorio por la existencia de un perjuicio 
irremediable, con el fin de proteger los derechos mientras se pronuncia la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo.  
 
 
En una primera sentencia, T-262 de 1998111, se resolvió la acción interpuesta por el ex 
ministro de justicia Fernando Carrillo Flórez contra la Procuraduría General de la Nación, 
por presuntas irregularidades en el procedimiento que llevó a la sanción de suspensión del 
ejercicio del cargo por 30 días debido a los hechos que produjeron la fuga de Pablo 
Escobar Gaviria y, en ella, la Corte advierte "el perjuicio irremediable provendría de la 
sanción disciplinaria impuesta al actor por la Procuraduría General de la Nación, 
consistente en 30 días de suspensión. Más la mencionada sanción disciplinaria no puede 
considerarse, en sí misma, como un perjuicio irremediable. De lo contrario, se estaría 
aceptando que todas las sanciones disciplinarias podrían ser objeto de la acción de tutela, 
con lo cual la justicia constitucional usurparía la función de la jurisdicción contencioso 
administrativa de revisar los actos administrativos de orden disciplinario”. 
  
 
                                               
 
110 LÓPEZ MEDINA, Diego. El Derecho de los Jueces. Obligatoriedad del precedente constitucional, 
análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial. ob. cit., p 250. 
111 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. sentencia T-262 de 1998, Magistrado Ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz, Bogotá, 1998.  
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De igual forma, en la sentencia T-215 de 2000112, en el caso del Gobernador del Amazonas 
y su ataque por vía de tutela a la decisión de la Procuraduría General de la Nación que lo 
sancionó con destitución e inhabilidad por dos años, por no reconocer la competencia de 
la Contraloría Departamental al negar los pagos y obstaculizar las investigaciones 
realizadas, la Corte enfatiza el carácter subsidiario de la acción de tutela:  
 
 
“La jurisdicción constitucional no configura, entonces, ni la tercera instancia de las demás 
jurisdicciones ni el mecanismo de sustitución permanente de los jueces en el ejercicio de 
sus funciones; por el contrario, su finalidad es la de servir de garante de la integridad y 
vigencia del ordenamiento constitucional, lo cual supone conciliar la defensa del patrimonio 
jurídico de las personas de orden ius fundamental con el respeto al ámbito de acción de 
las jurisdicciones constitucional y legalmente establecidas.”  
 
 
Pero, además, agregó que al no advertirse la existencia del perjuicio el actor contaba con 
otro mecanismo de defensa judicial, esto es la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho, que es idónea para proteger sus derechos, y si no fue utilizada no podía tomarse 
la tutela para subsanar ese error:  
 
 
"De esta manera, la jurisdicción en lo contencioso administrativo constituye la vía que 
ofrece las garantías suficientes para la defensa de los intereses del señor Murillo Ruiz y 
la acción de nulidad y restablecimiento del derecho el mecanismo de defensa judicial 
pertinente, el cual debe incoarse dentro de los cuatro (4)  meses contados a partir del día 
siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto (C.C.A., art. 
136-2), actuación que de no haberse cumplido oportuna y diligentemente, no podrá ser 
subsanada a través de la acción de tutela " 
 
 
En otras sentencias posteriores, estos planteamientos son reiterados y aclarados aún más.  
 
 
En el caso de un trabajador de la Empresa de Acueducto y Saneamiento Básico de 
Barrancabermeja, quien por vía de tutela ataca la legalidad de la sanción de suspensión 
del cargo por 90 días, por participar en la divulgación de un comunicado del sindicato que 
denunciaba hechos de corrupción, esto es sentencia T-743 de 2002113, la Corte reitera, 
que la acción de tutela no es un mecanismo que reemplace a los medios judiciales 
existentes con los que cuenta el actor para la defensa de sus derechos, considera, 
además, que los derechos pueden ser restablecidos a través del control de legalidad que 
realiza el juez contencioso y explicó, que el argumento de la lentitud y morosidad  de los 
procesos administrativos como fundamento de un perjuicio irremediable no es aceptable 
porque, “el proceso judicial, en cualquiera de sus manifestaciones, requiere de cierto 
tiempo, entre otras razones, por la necesidad de preservar garantías constitucionales de 
                                               
 
112 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia  T-215 de 2000. MP: Alvaro Tafur Galvis. 
Bogotá, 2000. 
113 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-743 de 2002. MP: Clara Inés Vargas 
Hernández. Bogotá, 2002. 
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las partes”,  además “no es de recibo para esta Corte el que las jurisdicciones, cualquiera 
de ellas, estén catalogadas permanentemente con peyorativos de muy lentas o muy 
prontas, porque ambos, también el último, constituyen distorsiones de la justicia que en 
nada avanzan en la plena búsqueda de la verdad  de un proceso y del amparo de los 
derechos constitucionales. Lo que debe primar por el contrario, es el criterio de la idoneidad 
del medio creado propiamente para resolver un asunto, y de la finalidad subsidiaria y 
excepcionalidad de la acción de tutela.” 
 
 
En sentencia T-193 de 2007114, en la que el Director de Informática de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil ataca la sanción impuesta por la Procuraduría de destitución e 
inhabilidad por 3 años por adelantar proceso de contratación directa sin requisitos legales, 
la Corte negó el amparo por considerar que el actor permitió que caducara el medio 
principal de defensa judicial, por lo que no se configuraba el perjuicio, ya que la tutela no 
resulta procedente ni para abrir una discusión procesal finalizada, ni parar remediar la 
omisión de acudir a los mecanismos instituidos, así tampoco tiene la virtualidad de revivir 
los términos vencidos, ni es un recurso adicional de las instancias de la jurisdicción.   
 
 
Teniendo claro que se requiere la configuración de un perjuicio irremediable para la 
procedencia de la acción de tutela, la Corte ha dado las pautas para definir este concepto 
jurídico, desde la sentencia T-143/2003115. En esa decisión se resuelve la acción de tutela 
instaurada por una funcionaria del Instituto de Seguros Sociales quien ataca la sanción de 
multa de 80 días de salario por irregularidades en dos procesos de contratación, 
denegando el amparo pues no se cumplen los elementos necesarios para la configuración 
del perjuicio, los cuales fueron definidos desde la sentencia T-225/1993116:  
 
 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente".  Con 
lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay 
evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas 
prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética. (…)  
 
B) Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de 
ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar 
una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real 
Academia.  (…) 
 
C) No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran 
intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. (…) 
 
                                               
 
114 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-193 de 2007. MP: Clara Inés Vargas 
Hernández. Bogotá, 2007. 
115 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-143 de 2003. MP: Manuel José Cepeda 
Espinosa. Bogotá, 2003. 
116 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-225 de 1993. MP: Vladimiro Naranjo 
Mesa. Bogotá, 1993. 
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D)  La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya 
que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. 
(…).” 
 
En los casos referenciados, la Corte ha procurado verificar la ocurrencia de esos 
elementos para determinar o no la existencia del perjuicio irremediable, no obstante,  
desde esta sentencia T-143/2003 y, posteriormente, reiterado en la sentencia T-
954/2005117, se deja claro que en casos que por vía de tutela se ataquen actos 
administrativos donde se establecen sanciones disciplinarias, la imposición de éstas o la 
apertura de un proceso disciplinario por sí mismas no constituyen un perjuicio irremediable 
por afectación al buen nombre pues la percepción de la comunidad surge de los actos 
propios del peticionario y ejercicio legítimo del poder disciplinario, además que la legalidad 
de esa decisión debe ser decidida únicamente en la jurisdicción contenciosa 
administrativa.  
 
 
En el mismo sentido resulta de trascendencia la sentencia T-1093 de 2004118, en ella la 
Corte resuelve la tutela interpuesta por los Diputados de la Asamblea de Nariño que fueron 
sancionados por la Procuraduría General de la Nación, con destitución e inhabilidad por 3 
años, en razón a haber votado favorablemente la elección del Contralor Departamental que 
incurría en una causal de inhabilidad. La acción de tutela se presenta como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, y por tal, la Corte analiza si se dadas las 
circunstancias particulares se dan los elementos que lo configuran, para ello tiene en cuenta 
el precedente de sentencias como la T-225/993, pero dada la particularidad del proceso 
administrativo disciplinario establece unas circunstancias excepcionales para que se pueda 
configurar el perjuicio: “(i) que existan motivos serios y razonables que indiquen que una 
determinada providencia sancionatoria en materia disciplinaria puede haber sido adoptada 
con desconocimiento de las garantías constitucionales y legales pertinentes y, por ende, 
con violación de los derechos fundamentales de los afectados, en particular al debido 
proceso; (ii) que el perjuicio derivado de la providencia sancionatoria adoptada de manera 
inconstitucional amenace con hacer nugatorio el ejercicio de uno o más derechos 
fundamentales de los sujetos disciplinados, (iii) que el perjuicio en cuestión llene los 
requisitos de ser cierto e inminente, grave y de urgente atención, y (iv) que los medios 
judiciales ordinarios con los que cuentan los afectados para su defensa no sean lo 
suficientemente expeditos como para controlar la legalidad y constitucionalidad de las 
medidas sancionatorias impugnadas con la urgencia requerida para impedir la afectación 
irremediable del derecho fundamental invocado.”  
 
 
Estas postura es reiterada en múltiples pronunciamientos sobre acciones de tutela contra 
decisiones administrativas disciplinarias, en los cuales la Corte pondera los hechos y 
                                               
 
117 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-954 de 2005. MP: Alfredo Beltrán Sierra, 
Bogotá, 2005. El caso se refiere a la acción de tutela interpuesta por  los Concejales del Peñol- 
Nariño contra la Procuraduría General de la Nación, por la sanción disciplinaria de destitución e 
inhabilidad por 10 años ante la falta disciplinaria cometida por la elección del Personero municipal 
que se encontraba inhabilitado, la acción se deniega por no acreditarse la existencia del perjuicio.  
118 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1093 de 2004. MP: Manuel José Cepeda 
Espinosa. Bogotá, 2004. 
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argumentos y verifica que no se acreditan los requisitos para considerar que con la sanción 
se produce un perjuicio irremediable al actor, así por ejemplo en las sentencias  T-
737/2004119, T-1190/2004120, T-161/2009121 y T-629/2009122, entre otras.  
 
 
Así mismo, se advierten otros casos en los que la Corte, al analizar los argumentos de la 
acción se considera que si es procedente estudiar el asunto pues con ello se podría evitar 
un perjuicio irremediable. 
 
 
En ese sentido la sentencia T-1039/2006123, en la que se resolvió la acción interpuesta por 
un ex concejal del municipio de Palmira quien fue destituido e inhabilitado por la 
Procuraduría por estar inhabilitado para desempeñar el cargo de personero, se tuvo en 
cuenta la caracterización general sobre el perjuicio irremediable, aquella que gravita en 
torno a su inminencia, gravedad y urgencia, pero también la puntualización que da la Corte 
referente a los actos administrativos disciplinarios, de la sentencia T1093/2004, teniendo 
en cuenta que “en cada caso concreto debe el juez de tutela ponderar si los anteriores 
elementos caracterizadores del perjuicio irremediable están presentes.” Así se consideró 
que se daba el perjuicio irremediable dado que el actor no podía ejercer el cargo para el 
cual fue elegido, se le sancionó por un término muy amplio y el actor presentó motivos 
serios para cuestionar la constitucionalidad de la interpretación que dio la Procuraduría 
sobre la inhabilidad.  
 
 
En sentencia T-1137 de 2004124, se atendió el caso del señor Juan Carlos Pinzón Claros, 
Gobernador del Departamento del Caquetá que fue sancionado por la Procuraduría 
                                               
 
119 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-737 de 2004. MP: Clara Inés Vargas, 
Bogotá, 2004. Acción de tutela interpuesta por Jose Félix Lafourie, ex Vicecontralor General de la 
República, sancionado por la Procuraduría General de la Nación con multa por recibir 
recomendaciones por los miembros del congreso para nombrar a varios ciudadanos. Se deniega el 
amparo pues se considera que el perjuicio se deriva únicamente de la sanción impuesta.  
120 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1190 de 2004. MP: Marco Gerardo 
Monroy Cabra. Bogotá, 2004. Acción de tutela interpuesta contra la decisión de multa de 90 días de 
salario impuesta por la Procuraduría General de la Nación a un ex Comisionado Nacional de 
Televisión por no dar respuesta oportuna a una petición. La Corte considera que el perjuicio alegado 
deriva únicamente de la sanción.  
121 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-161 de 2009. MP: Mauricio González 
Cuervo. Bogotá, 2009. Tutela interpuesta por los Concejales de Barranquilla sancionados por la 
Procuraduría General de la Nación con destitución e inhabilidad  de 18 años, por “la defraudación 
de las arcas municipales a través del reconocimiento y pago de salarios y prestaciones a personas 
no vinculadas a las citadas entidades”. 
122 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-629 de 2009. MP: Gabriel Eduardo 
Mendoza. Bogotá, 2009.  Acción presentada por un Concejal de Cartagena contra la Procuraduría 
General de la Nación debido a la sanción de destitución e inhabilidad por 20 años, impuesta por 
haber ordenado el pago de obligaciones laborales prescritas.   
123 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1039 de 2006. MP: Humberto Sierra 
Porto. Bogotá, 2006.  
124 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1137 de 2004. MP: Álvaro Tafur Galvis. 
Bogotá, 2004.  
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General de la Nación con destitución e inhabilidad para el ejercicio de funciones públicas 
por 13 años, por haberse posesionado como Gobernador y ejercido el cargo no obstante 
estar inhabilitado por existir en su contra sentencia condenatoria por el delito de peculado 
por uso.  Como es de costumbre la Corte revisó la procedencia de la acción, y verificó en 
este caso que sí se produjo el perjuicio irremediable pues la sanción evitaba que el actor 
ejerciera el cargo para el cual fue elegido popularmente y su proyecto político, además en 
la jurisdicción contenciosa las causales para la suspensión provisional son excepcionales 
por lo que el mecanismo principal no resultaba expedito, por tal, entra a estudiar de fondo 
las irregularidades al debido proceso que afectaban la legalidad de la sanción.  
 
 
En otra sentencia, la  SU-901/2005125, referente a la acción de tutela instaurada por José 
Gabriel Silva, Gerente del Fondo Nacional de Caminos Regionales, contra la Procuraduría 
General de la Nación por la sanción con destitución e inhabilidad para ejercer funciones 
públicas por 5 años, al haber suscrito acta de recibo final de obra y aprobado el acta de 
liquidación del contrato de obra 68-0221-0-98 que solo se ejecutó parcialmente. La Corte 
considera que se da el perjuicio irremediable por que el actor fue elegido como Gobernador 
del Departamento y presenta serios argumentos para cuestionar la legalidad de los actos 
disciplinarios: “la Sala, en primer lugar, reconstruirá los hechos investigados y el proceso 
disciplinario adelantado a partir de ellos; labor esta que se cumplirá de manera muy 
detenida dado que todos los vicios planteados por el actor tocan con la manera como se 
surtieron diversas actuaciones al interior de ese proceso.  Luego, en segundo lugar, 
emprenderá la valoración de la actuación cumplida en esa actuación, tarea que se 
realizará agrupando temáticamente las distintas irregularidades planteadas por el actor: 
Se considerarán, de manera sucesiva, las irregularidades relacionadas con la práctica y 
valoración de la prueba; los vicios relacionados con la imputación subjetiva; el 
planteamiento relacionado con la vulneración del derecho de igualdad y, por último, la 
irregularidad relacionada con el desconocimiento del término de investigación preliminar” 
 
 
Entonces se va mostrando cómo es el proceso de análisis para resolver este tipo de casos 
en sede constitucional, lo primero, es verificar la existencia de un perjuicio irremediable y, 
al constatarse la misma, entrar a analizar los puntuales argumentos que muestran que la 
decisión disciplinaria no está acorde a derecho y por tal viola el debido proceso del 
disciplinario.  
 
 
b. ¿Tiene límites el control por vía de tutela de las decisiones disciplinarias? 
 
Como se ha venido exponiendo, en varias sentencias de tutela, al analizar los hechos 
concretos, la Corte encuentra que se cumplen los elementos que permiten inferir la 
existencia de un perjuicio irremediable, por lo cual se revisa la actuación disciplinaria y se 
determina si se presentó una irregularidad que afectara los derechos fundamentales de los 
intervinientes 
 
                                               
 
125 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-901 de 2005. MP: Jaime Córdoba 
Triviño.  Bogotá 2005.  
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En la sentencia previamente referenciada, la T-1137/2004126, el fundamento de la solicitud 
de tutela se basaba, principalmente, en que la Procuraduría había interpretado 
erróneamente el artículo 187 del Código de Procedimiento Penal sobre la ejecutoria de las 
decisiones y, por tanto, la inhabilidad por la que se condenó no existía, pues fue condenado 
como particular cuando la norma exige un sujeto calificado, el servidor público, esto es, el 
argumento de ataque a la decisión es de fondo y exige que la Corte entre a estudiar 
completamente el asunto. Así, la Corte confirma la sentencia de segunda instancia que 
concedió el amparo y ordena la suspensión de las decisiones disciplinarias, con base en: 
“Ahora bien, la Procuraduría General de la Nación sancionó al señor Juan Carlos Claros 
Pinzón por haber incurrido en la falta gravísima, prevista en el artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, fundada en que el nombrado tomó posesión del cargo de Gobernador del 
Departamento del Caquetá existiendo una sentencia condenatoria que le impedía hacerlo; 
i) pero, a tiempo de la inscripción de su candidatura y para la época de su elección, el actor 
no había sido “condenado en cualquier época por sentencia judicial a la pena privativa de 
la libertad” -numeral 1° del artículo 30 de la Ley 617 de 2000-; y ii) el 30 de diciembre de 
2003, día en que tomó posesión del cargo, en él no concurría inhabilidad alguna, como 
quiera que no había sido condenado como servidor público por delitos contra el patrimonio 
del Estado, a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años –artículo 122 C.P.(antes 
del Acto Legislativo 01 de 2004), y artículo 38 de la Ley 734 de 2002-.” 
 
 
Así mismo, en la T-1039/2006127, la Corte entra a analizar la inhabilidad que originó la 
sanción y, concluyó: “En conclusión, esta sala de Revisión estima que la Procuraduría 
General de la Nación vulneró los derechos fundamentales del Sr. Montealegre Echeverri 
al debido proceso disciplinario y el derecho al ejercicio de cargos y funciones públicas por 
haber acogido una interpretación extensiva de una causal de inhabilidad para adecuar la 
conducta del investigado disciplinariamente a una falta disciplinaria. Interpretación 
extensiva que en materia disciplinaria resulta constitucionalmente prohibida por las 
razones expuestas en la presente decisión.” 
 
Como se puede observar, en estas sentencias se hace un análisis de fondo de los aspectos 
sustanciales que llevaron a la sanción disciplinaria y que fueron ampliamente discutidos a 
lo largo del proceso administrativo, circunscribiendo el análisis a los hechos esgrimidos por 
el accionante.  
 
 
En la sentencia T-1093 de 2004128, caso de los Diputados de la Asamblea de Nariño 
sancionados por la elección del Contralor inhabilitado, luego de verificar que se podía 
causar un perjuicio irremediable la Corte da unas pautas para realizar el control por vía de 
tutela. Inicialmente se realiza la siguiente advertencia: “no entrará la Sala a realizar una 
segunda valoración de los hechos respecto de los cuales se adoptaron las medidas 
                                               
 
126 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1137 de 2004. MP: Alvaro Tafur Galvis. 
Bogotá, 2004.  
127 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1039 de 2006. MP: Humberto Sierra 
Porto. Bogotá, 2006.  
128 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1093 de 2004. MP: Manuel José Cepeda 
Espinosa. Bogotá, 2004. 
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disciplinarias sancionatorias que se controvierten en la demanda de tutela, ni tampoco 
determinará la corrección del contenido mismo de las decisiones de la Procuraduría. 
Simplemente se verificará si, a la luz de las alegaciones plasmadas en la demanda de tutela, 
la Procuraduría General de la Nación desconoció los límites constitucionales propios de sus 
funciones al adelantar el proceso disciplinario contra los Diputados y al imponerles las 
sanciones de destitución del cargo e inhabilidad para ocupar cargos públicos durante tres 
años. En suma, la Sala no hará un juicio de corrección sino de validez.”  
 
 
No obstante, de la lectura de la sentencia se puede observar que la metodología empleada 
por la Corte, fue realizar una presentación y análisis de las pruebas tenidas en cuenta por 
la Procuraduría para imponer la sanción, así como de los argumentos para tipificar la falta, 
calificarla y verificar la responsabilidad, es decir hace un examen exhaustivo del proceso 
disciplinario tanto de sus bases fácticas como de los fundamentos sustanciales para adoptar 
la decisión. Luego se plantea varios problemas jurídicos principales, correspondientes a los 
principales argumentos de ataque de los accionantes y de los cuales se deriva una larga 
serie de problemas jurídicos secundarios, estos son: verificar si la Procuraduría violó el 
debido proceso de los diputados en el transcurrir de la actuación disciplinaria al tipificar una 
falta y sancionar por otra, también por errónea valoración de la prueba y violación de la 
investigación integral y determinar si se atenta contra el derecho a la igualdad. 
 
 
Si bien, dentro del análisis, la Corte nuevamente advierte que respeta la labor disciplinaria 
al afirmar: “Por otra parte, teniendo en cuenta que el estándar de control constitucional 
aplicable a la resolución de este caso se basa en el respeto por la autonomía del fallador 
disciplinario, no entrará la Sala a resolver problemas jurídicos que no fueron planteados en 
la demanda, como lo es el de la constitucionalidad, adecuación o precisión de los cargos 
que efectivamente fueron formulados por la Procuraduría en el pliego de cargos y en la 
providencia sancionatoria. Se ha verificado, sencillamente, que la Procuraduría no excedió 
los márgenes constitucionales propios del ejercicio de sus funciones, en la medida en que 
al momento de adoptar la providencia sancionatoria no varió la calificación jurídica de la 
conducta por la cual se formuló pliego de cargos.”. Se tiene que si bien se circunscribe a 
los fundamentos del actor para presentar la acción, esos fundamentos, que atacan 
aspectos sustanciales y procedimentales son revisados en integridad verificando la 
legalidad y constitucionalidad de los mismos al interpretar las normas y principios en que 
se fundamentan, así por ejemplo:   
 
1. En cuanto a aspectos probatorios, como la discusión sobre la elección del Contralor 
al interior de la Asamblea que quedó plasmada en las actas del Consejo, concluye: 
“Por lo tanto, al seguir en forma expresa tales pautas jurisprudenciales, los jueces 
disciplinarios de primera y segunda instancia en el caso que se estudia no 
desconocieron el principio de tipicidad, ni lo aplicaron en forma irrazonable, ya que 
dieron a las normas aplicables el alcance que ha sido trazado de antemano en 
forma inequívoca por la jurisprudencia constitucional.” 
 
2. En la discusión si se podía calificar la conducta de los diputados como 
determinadores de la falta, verificando lo argumentado por la Procuraduría en los 
fallos atacados y concluyó: “En consecuencia, no es cierto que se hubiese 
desconocido el principio de tipicidad disciplinaria, en tanto garantía integrante del 
derecho fundamental al debido proceso, cuando la Procuraduría Regional y la 
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Procuraduría Primera Delegada para la Vigilancia Administrativa resolvieron 
adecuar la conducta de los Diputados accionantes a los tipos disciplinarios por los 
cuales se les impuso una sanción en el grado de determinadores. La ley 
disciplinaria aplicable, el sistema de designación de los Contralores 
Departamentales y los hechos acreditados en el expediente demuestran que la 
Procuraduría obró dentro del margen constitucional de sus competencias propias 
al adoptar esta decisión.” 
 
3. Al verificar la legalidad de la calificación, se revisa el contenido de la decisión 
disciplinaria y concluye: “Para la Sala, ambas líneas de razonamiento –las de los 
falladores disciplinarios de primera y segunda instancia- encuentran pleno sustento 
en las disposiciones constitucionales y legales aplicables. En efecto, ya ha se ha 
precisado en el acápite 4.3. precedente que la adecuación típica efectuada por la 
Procuraduría Regional de Nariño y confirmada por la Procuraduría Primera 
Delegada para la Vigilancia Administrativa fue respetuosa de los parámetros 
normativos aplicables; y que en particular, era lícito que se hubiera adecuado 
típicamente la conducta de los Diputados accionantes a lo dispuesto en el artículo 
25-10 del Código Disciplinario Único entonces vigente, bajo la modalidad 
participativa de determinación.” 
 
 
Como se puede observar, el estudio por parte de la Corte es amplió y entra a examinar 
varios temas debatidos en el proceso disciplinario, si bien se encuentra ajustada a derecho 
la actuación y su consecuente decisión, y se circunscribe el análisis a lo plateado por el 
accionante, en este caso en sede constitucional se desata un nuevo debate ya concluido 
en sede administrativa y que seguramente también sería tratado en sede contenciosa 
administrativa.  
 
 
Este recuento de la jurisprudencia de la Corte Constitucional es identificado en las 
sentencias T-191/2010129 y SU-712/2013130, en las cuales se acata el precedente en 
cuanto a la procedencia de la acción solo en caso de perjuicio irremediable y en lo 
correspondiente a cómo debe efectuarse el control si esa procede. 
  
 
En la sentencia T-191/2010, se resuelve la acción de tutela interpuesta por el Alcalde del 
Municipio de Santa Rosa de Osos para el periodo 2004-2007, contra la Procuraduría 
General de la Nación porque fue sancionado con destitución e inhabilidad general por 10 
años al haber suscrito contratos de prestación de servicios con un profesor de inglés que 
se encontraba inhabilitado, luego de verificar los hechos y el precedente sobre el asunto, 
la Corte, aplicando el precedente judicial, considera que este mecanismo constitucional es 
improcedente contra actos administrativos que imponen una sanción disciplinaria, puesto 
que para tales actos se han previsto otros mecanismos de defensa judicial para la 
protección de los derechos fundamentales, salvo que se demuestre la existencia de un 
                                               
 
129 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-191 de 2010. MP: Jorge Ivan Palacio. 
Bogotá, 2010.  
130 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-712 de 2013. MP: Jorge Iván Palacio. 
Bogotá, 2013.  
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perjuicio irremediable, el cual no puede predicarse, en principio, de la simple existencia de 
una sanción disciplinaria, sino de la verificación en cada caso concreto de las especiales 
circunstancias provenientes de los sujetos de especial protección constitucional o de 
aquellos en que las medidas a tomar sean urgentes e impostergables, lo cual no se da 
para el caso.  
 
 
En cuanto a la tutela presentada por la senadora Piedad Córdoba, SU-712/2013131, 
sancionada por la Procuraduría General de la Nación a destitución e inhabilidad general 
por 18 años, por presunto apoyo a grupos armados, la Corte también revisa el precedente, 
y concreta como resumen del mismo, que para la procedencia de la acción, en caso de 
perjuicio, se debe acreditar, así:  
 
 
“(i) Es necesario que existan “motivos serios y razonables que indiquen que una 
determinada providencia sancionatoria en materia disciplinaria puede haber sido adoptada 
con desconocimiento de las garantías constitucionales y legales pertinentes y, por ende, 
con violación de los derechos fundamentales de los afectados, en particular al debido 
proceso” 132  (ii) El perjuicio que se deriva de la providencia sancionatoria ha de 
amenazar “con hacer nugatorio el ejercicio de uno o más derechos fundamentales de los 
sujetos disciplinados”. (iii) La imposición de una sanción disciplinaria “que conlleva la 
imposibilidad jurídica para el afectado de acceder al ejercicio de cargos públicos puede 
ocasionar un perjuicio irremediable en ciertos eventos”133 En tal sentido, debe tratarse de 
un daño que cumpla con los requisitos de certeza, inminencia, gravedad y urgente 
atención, todos ellos característicos de lo que se denomina perjuicio irremediable134 (iv) Se 
cumplen los requisitos de certeza e inminencia cuando “cada día que pasa equivale a la 
imposibilidad absoluta de ejercer la representación de quienes votaron para elegir a una 
persona para que los represente en una corporación pública”135. Asimismo, existe un 
perjuicio irremediable grave “cuando se trata de derechos fundamentales cuyo ejercicio 
está delimitado temporalmente por la Constitución, por ejemplo, el derecho a la 
representación política o el derecho a ser elegido miembro de corporaciones 
públicas”136 (v) Finalmente, para que la acción de tutela sea viable es necesario que los 
medios ordinarios de defensa no sean lo suficientemente expeditos como para controlar la 
legalidad y constitucionalidad de las medidas sancionatorias impugnadas.” 
 
 
Atendiendo los criterios señalados la Corte analizó uno a uno, con respecto a las 
circunstancias en las que se encontraba la senadora, y consideró que es procedente la vía 
de tutela para reclamar los derechos presuntamente vulnerados y por ello entra a analizar 
de fondo el asunto. No obstante, al fijar los problemas jurídicos que iba a tratar, esto es, si 
                                               
 
131 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-712 de 2013. MP: Jorge Iván Palacio, 
Bogotá, 2013.  
132 Cita la sentencia T-1093/2004 
133 Cita las sentencias T-1039 de 2006, T-143 de 2003 y T-1093 de 2004. 
134 Cita la sentencia T-225 de 1993  
135 Cita la sentencia T-778 de 2005 
136 Cita la sentencia T-1039 de 2006. 
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el Procurador tenía competencia para adelantar proceso disciplinario contra la congresista 
y si la Viceprocuradora podía resolver la recusación, advierte:  
 
 
“Así mismo, en virtud de la facultad para delimitar el alcance de sus fallos y ejes temáticos 
objeto de estudio, el análisis de la Corte estará circunscrito a los problemas jurídicos antes 
planteados, de manera que se abstendrá de examinar cualquier otro aspecto de orden 
sustantivo, probatorio o procesal relacionado con el tramite disciplinario, la validez de las 
pruebas recaudadas o la proporcionalidad de las sanciones impuestas a la peticionaria, 
que además de no haber sido propuestos han de ser debatidos al interior del proceso 
contencioso administrativo”. 
 
 
En esta sentencia la Corte analiza sistemáticamente el precedente constitucional y el 
ordenamiento normativo, sobre la limitación del fuero disciplinario y de un acercamiento 
histórico y teleológico, la Corte considera que el Procurador tiene competencia para 
investigar y sancionar disciplinariamente a los congresistas. No obstante de los 
salvamentos de voto se puede advertir que los fundamentos para denegar la protección 
de los derechos no son tan fuertes como lo acogió la mayoría y presentan problemas 
principalmente al hecho que una autoridad administrativa pueda imponer una sanción de 
pérdida de un derecho fundamental como el de ser elegido. Más allá de esta interesante 
discusión que por sí sola merece de un análisis investigativo digno de un tema de trabajo 
de maestría, lo cierto es que para nuestro interés esta sentencia concreta una línea 
jurisprudencial sobre la procedencia de la acción de tutela con respecto a decisiones 
administrativas disciplinarias.  
 
 
Así, ésta solo puede entrar a ser estudiada en casos en los que se acrediten los elementos 
característicos de perjuicio irremediable, pero, de darse este, solo es posible analizar los 
aspectos alegados por las partes y de ellos se concederá el amparo solo si se encuentra 
una violación a los derechos fundamentales del accionante.  
 
3.4 El control judicial de los actos administrativos disciplinarios en la 
jurisdicción contenciosa administrativa. 
 
Presentado lo correspondiente al control vía de tutela, se procede a desarrollar el objeto 
de estudio en cuanto a su aspecto primordial, esto es, el control judicial de los actos 
administrativos disciplinarios en la jurisdicción competente. Como se ha desarrollado, por 
tratarse de actos administrativos, las decisiones disciplinarias son objeto de control por 
parte de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, a través de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que de acuerdo con lo advertido de la posición de la Corte 
Constitucional, es el mecanismo principal para controvertir la legalidad de este tipo de 
actos.   
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En el primer capítulo se expuso que algunos estudios137 sobre el asunto se habían 
aproximado al análisis de la posición del Consejo de Estado frente al control de legalidad 
de las decisiones disciplinarias. No obstante, en ellos no se hace un estudio estricto del 
precedente, sino que se toman varias sentencias de la Sección Segunda, se transcriben 
apartes y se clasifican en las que se hace un control “ajeno de legalidad del acto y cercano 
a un papel de tercena instancia” y en las que se hace un control de legalidad restringido 
respetuoso de la autonomía del operador disciplinario como “juez disciplinario”. Así, en 
este tipo de trabajos académicos se adopta la posición previamente cuestionada sobre la 
independencia de la actividad disciplinaria, presentada por el Dr Carlos Arturo Gómez, la 
cual, según el autor, encuentra sustento en algunos pronunciamientos del Consejo de 
Estado que manifiestan que existen límites al control de legalidad y que no pueden ser 
una tercera instancia del proceso administrativo disciplinario138.  
 
 
En consecuencia, en el presente aparte se realizará un estudio del precedente judicial 
administrativo sobre el tema, para dar respuesta a la pregunta si ¿tiene límites el control 
judicial administrativo de los actos disciplinarios?, a partir de la jurisprudencia del máximo 
órgano de lo contencioso administrativo y de las bases constitucionales y legales del 
Estado social y democrático de derecho.  
 
Para ello y continuando con la metodología propuesta, se tomó como punto arquimédico 
la sentencia más reciente que diera cuenta del tema, esto fue la sentencia de 26 de marzo 
de 2014139, de la Sección Segunda del Consejo de Estado, en la que se resuelve la 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por el ex Alcalde de 
Medellín, Alfonso Salazar Jaramillo, contra las decisiones de la Procuraduría General de 
la Nación mediante las cuales se le sancionó con destitución e inhabilidad general para 
desempeñar cargos públicos por 12 años. En esta decisión y como punto de partida para 
realizar el control judicial de esos actos administrativos, la Sala define la competencia para 
conocer el asunto y los límites que tiene al respecto, dando cuenta de varios 
pronunciamientos efectuados en casos similares. A partir de esta decisión se realizó una 
búsqueda de sentencias relacionadas, de las cuales se puede advertir la evolución de la 
posición jurisprudencial.  
 
 
Para dar cuenta de nuestro problema de investigación, las sentencias que refieren al 
control de este tipo de actos, tocan el tema como asunto previo y trascendente para entrar 
a revisar la actuación disciplinaria. Por lo anterior, el análisis que se dará a continuación 
se enfocará en la metodología que utiliza el Consejo de Estado para evaluar los actos 
                                               
 
137 ROA SALGUERO, David Alonso. Construcción Dogmática del Derecho Disciplinario, Influencia 
de la Jurisprudencia del Consejo de Estado Colombiano. En: Serie Temas Disciplinarios. Vol 1. 
Bogotá. Grupo Editoral Ibañez, 2010. 
138 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 1 de octubre de 2009. Rad. 2002-0240 (4925-02). MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2009. 
139  COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 26 de marzo de 2014, Rad. 2013-11700 – 126313. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2014. Demandante: Alfonso Salazar Jaramillo, Alcalde de Medellín, Demandada: 
Procuraduría General de la Nación. 
Capítulo 3 61 
 
 
administrativos demandados, pues en ella es la que se define si existen límites o no a la 
actividad que realizan, y el cambio de posturas al respecto en el periodo estudiado da 
cuenta del papel que desarrollan los jueces para la concreción de la justicia.  
 
 
En un primer momento del grupo de sentencias analizadas, encontramos la sentencia de 
18 de octubre de 2007140, que resuelve la acción interpuesta por el Gerente de Caminos 
Vecinales, José Gabriel Silva, contra los actos por medio de los cuales la Procuraduría 
General de la Nación le impuso la sanción de destitución e inhabilidad general por 5 años.  
 
 
La sanción se dio por presuntas irregularidades durante la ejecución del contrato de obra 
pública 68-0221-0-98 que se realizó para la construcción de cunetas en la carretera de 
Palmas del Socorro - Santander, pues de los 1363.60 mts contratados, solo se 
construyeron y entregaron 942 mts, y a pesar de ello, el demandante suscribió el acta de 
liquidación del contrato y este se canceló totalmente. La demanda se funda principalmente 
en razones sustanciales, ya que el actor afirma que la sanción impuesta careció de la 
certeza objetiva de los hechos, de una apreciación razonable de los mismos y de una 
debida calificación jurídica, por lo tanto se incurrió en la causal de falsa motivación.  
 
 
La Sala entra a analizar la legalidad de los actos acusados, para ello primero hace una 
relación y lectura de las pruebas obrantes en el expediente y de los hechos probados con 
ellas, es decir hace un análisis probatorio de los hechos materia de debate en el proceso 
disciplinario. Luego, toma las decisiones de la Procuraduría y aprecia el reproche 
disciplinario que se realizó, y a partir de esto hace su propio análisis de lo que a su juicio 
correspondía a la responsabilidad del actor como Gerente General, para ello analiza las 
figuras de la delegación y las funciones que se derivan de la actividad contractual, así:  
 
  
“Conforme a lo anterior, la Sala encuentra que fue desproporcionado el cargo disciplinario 
que se endilgó al demandante, esto es el de haber suscrito la Liquidación del Contrato 68-
0221-0-98 como si se hubiera ejecutado la totalidad de la obra cuando ello solamente fue 
parcialmente, porque no tuvo en cuenta el ente de control disciplinario que la voluntad del 
demandante se vio influenciada por el informe rendido por el interventor quien certificó, al 
momento de suscribir el Acta Final, que se había ejecutado la obra por la totalidad de los 
ítems contratados. 
 (…) 
La tesis de la entidad demandada, así se niegue a aceptarlo implicaba para el actor la 
labor de medir, pesar y comprobar con sus propios ojos la realización de la obra, lo cual 
resulta imposible de realizar en la coyuntura contractual de una entidad como el FONDO 
NACIONAL DE CAMINOS VECINALES que realiza disímiles obras públicas y cuya 
                                               
 
140 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 18 de octubre de 2007, Rad. 2004-10200 – 1127-2004. MP: Alejandro Ordoñez 
Maldonado. Bogotá, 2007. Demandante: Jose Gabriel Silva Riviere, Gerente del Fondo Nacional de 
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SU-901/2005 previamente referenciada. 
 
62 Las decisiones disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación y su 
control de legalidad en la jurisdicción 
 
 
marcha se vería gravemente afectada en espera de la comprobación física del 
representante legal de realización de las obras.” 
 
 
Lo anterior sumado a un completo análisis de las razones de la decisión, todas ellas 
desvirtuadas, considera que “Bajo las circunstancias expuestas, la Sala encuentra que en 
la conducta realizada por el actor, esto es la de suscribir el Acta de Liquidación del 
Contrato sin que la obra se hubiera realizado en su totalidad, medio la “…convicción 
errada e invencible de que su conducta no constituye falta disciplinaria” que en 
términos del artículo 23 de la Ley 200 de 1995 constituye una causal justificativa con la 
virtualidad de exonerar de responsabilidad disciplinaria.” y en consecuencia, declara la 
nulidad de los actos demandados. 
 
 
Como se puede advertir, la Sala realiza un estudio completo de los fundamentos legales 
y fácticos de la decisión disciplinaria, efectuando una interpretación de los fundamentos 
de la imputación en concordancia con la normatividad, verificando con ello que los 
argumentos de la entidad para la sanción no estaban acorde a derecho, lo que llevó a 
declarar la nulidad de los actos administrativos disciplinarios. Si bien, expresamente no se 
toca el tema del control judicial en la sentencia, se tiene que para ese momento no se 
advierte discusión alguna sobre las facultades plenas que tiene el juez administrativo para 
verificar la legalidad de los actos, ni se considera independiente la actividad de la 
Procuraduría.   
 
 
En una sentencia posterior para el año 2009141, se advierte el mismo tipo de revisión por 
parte del Consejo de Estado. Se resuelve la demanda instaurada por un funcionario de la 
Superintendencia de Sociedades quien demanda los actos administrativos disciplinarios 
que le impusieron la sanción de amonestación escrita con copia a la hoja de vida, por no 
dar respuesta a una petición de revisión y liquidación de un crédito. La demanda se 
fundamentó en que no se practicaron las pruebas solicitadas por la defensa para mostrar 
aspectos favorables de la labor que ejercía el actor. Se dio aplicación a la normatividad de 
la ley 734 siendo esto erróneo ya que lo procedente era aplicar la ley 200 de 1995, y falsa 
motivación pues no se fundó en correcta apreciación probatoria y sustento fáctico.  
 
 
Primero la Sala hace una relación de los hechos probados en el expediente disciplinario 
presentando las pruebas que los respaldan frente a la normatividad. Por ejemplo, en un 
aspecto procesal como es la práctica de pruebas se hace una valoración amplia de los 
argumentos de la demanda frente a la actuación realzada por la entidad demandada, para 
denegar las pretensiones:  
 
 
                                               
 
141 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 23 de julio de 2009, Rad. 2004-00212 – 4493-2004. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2009. Demandante: Gerardo Tortello Ditta. Demandada: Superintendencia de 
Sociedades.  
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“El quebranto del debido proceso que denuncia el demandante viene, entre otras cosas, 
según dice, es de que le privaron del derecho a probar. A este respecto la Sala observa 
que el proceso que se siguió contra el disciplinable, agotó las etapas de proposición, 
decreto, práctica y contradicción de la prueba. En esa actividad, quienes ejercían la 
competencia disciplinaria hicieron uso de la potestad de excluir algunas pruebas en 
desarrollo de los principios de pertinencia y conducencia, mediante determinaciones cuya 
legalidad se ventiló en doble instancia. 
Ahora que, si algunas de las pruebas ya decretadas no se practicaron, de esa 
circunstancia no se sigue la violación al debido proceso, pues antes ha de averiguarse la 
razón por la cual se frustraron.” 
 
 
Para el mismo año la Sección Segunda introduce en las resoluciones de los casos un 
estudio sobre la labor disciplinaria y por tal el respeto que se debe tener de ella, lo que 
conlleva a que estos pronunciamientos sean tomados por los estudios previos al respecto 
para respaldar la teoría de la independencia y del límite en el control judicial. Sin embargo, 
de la lectura de estas decisiones se puede advertir que la Sala presenta ciertos elementos 
para enmarcar la revisión de la legalidad, pero en ningún momento considera que le esté 
limitado el estudio del procedimiento administrativo disciplinario en general, por el contrario 
toma los argumentos de la demanda y hace una verificación integral de los mismos, solo 
que la revisión que se hace en esta instancia es diferente al proceso disciplinario en sí.   
 
En la sentencia de 3 de septiembre de 2009142, considerada hito por ser estructuralmente 
concreta y reiteradamente citada, que resuelve la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho instaurada contra las decisiones de la Procuraduría General de la Nación que le 
impusieron al Presidente de Ferrovías la sanción de destitución e inhabilidad general por 
10 años, la Sala se aproxima al tema dando unas pautas iniciales de cómo debe hacerse 
el control de legalidad.  
 
 
Así, el señor Noguera fue sancionado por irregularidades en la licitación pública 001 de 
1999 que adjudicó el contrato de concesión de la red férrea del Atlántico a la empresa 
FENOCO para la rehabilitación, reconstrucción, conservación, operación y explotación por 
30 años. El contrato sufrió varias modificaciones, y se demostró que el contratista 
incumplió varias de sus obligaciones, lo que afectó la función administrativa y significó un 
gran detrimento patrimonial para el Estado. El actor demanda la decisión disciplinaria por 
considerar que al no participar ni en la licitación ni en la suscripción del contrato (gestión 
de otros presidentes también vinculados al proceso disciplinario) debía resolver los 
problemas que encontró y salvar el contrato. Considera que la Procuraduría no tuvo en 
cuenta que siempre buscó mantener la ecuación del contrato y la igualdad de las partes. 
 
 
Al entrar a analizar el asunto la Sala manifiesta que el objetivo que persigue es dilucidar 
si la Procuraduría General de la Nación desconoció el debido proceso al imponer la 
                                               
 
142 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 3 de septiembre de 2009, Rad. 2005-00113 – 4980-2005, MP: Víctor Hernando 
Alvarado Ardila. Bogotá, 2009. Demandante: Diego Luis Noguera, Presidente de la Empresa 
Colombiana de Vías - Ferrovías, Demandada: Procuraduría General de la Nación.  
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sanción. Para ello de forma preliminar aborda el tema del control jurisdicción de la facultad 
disciplinaria, poniendo de presente la función preferente que sobre el asunto ejerce la 
Procuraduría, puntualmente el Procurador General de la Nación en virtud del artículo 277 
de la Constitución Nacional, aclarando que esta debe realizarla con imparcialidad y apego 
al debido proceso teniendo en cuenta que se compromete los derechos fundamentales de 
los enjuiciados.  
 
 
Considera la Alta Corte que, “la garantía básica de protección de los derechos del sujeto 
sometido a la acción disciplinaria, está confiada al proceso disciplinario en el cual puede 
el inculpado ejercer todos los medios de réplica, pedir las pruebas que le beneficien, 
obtener su decreto y práctica, así como controvertir los medios demostrativos que puedan 
inculparlo, presentar alegatos y en general participar de modo activo en la construcción 
del proceso. Puestas en esta dimensión las cosas, las resoluciones por las que se impone 
una sanción son el fruto de la participación de los sujetos en el marco de un proceso con 
plenitud de garantías, tal como ha sido concebido en el Código Disciplinario Único.”  
 
 
Así, se considera que el juzgamiento de las faltas disciplinarias que cometan los servidores 
públicos se agota con las instancias regulares que consagra la ley disciplinaria, y la 
posibilidad de demandar ante la Jurisdicción Contenciosa no implica trasladar el mismo 
debate agotado previamente.  
 
 
“De esta manera la posibilidad de demandar ante la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa las providencias que culminan el proceso disciplinario, no implica trasladar, 
de cualquier manera, a la sede contenciosa administrativa el mismo debate agotado ante 
las autoridades disciplinarias. Dicho de otra manera, el juicio que se abre con la acción de 
nulidad, no es una simple extensión del proceso disciplinario, sino que debe ser algo 
funcionalmente distinto, si es que el legislador consagró el debido proceso disciplinario 
como el lugar en que debe hacerse la crítica probatoria y el debate sobre la interrelación 
de la normatividad aplicable como soporte de la sanción, además del principio de la doble 
instancia, como una de las garantías más importantes para ser ejercidas en el interior del 
proceso. 
 
Bajo esta perspectiva, el control de legalidad y constitucionalidad de los actos de la 
administración, que la Constitución ha confiado a la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, implica una especial cualificación y depuración del debate, pues dicho 
control no puede convertirse en un nuevo examen de la prueba como si de una tercera 
instancia se tratara.” 
 
 
De esta forma, en esta sentencia, tan citada por autores que defienden la autonomía de 
la función disciplinaria, efectivamente establece que el control de la jurisdicción no puede 
convertirse en tercera instancia, pero en el sentido que el debate no puede ser el mismo, 
sin establecer límites pues inmediatamente después reconoce el carácter de acto 
administrativo de estas decisiones y por tal el control que tienen, dice la Sala: “Decantado 
que el juzgamiento de los actos de la administración, no puede sustituir de cualquier 
manera el poder preferente de la Procuraduría General de la Nación, es menester añadir 
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que ello tampoco implica la intangibilidad de los actos de juzgamiento disciplinario, pues 
ellos están sometidos a la jurisdicción.” 
 
 
Teniendo lo anterior claro, la Sala define que le corresponde verificar que las pruebas 
recaudadas se hayan ajustado a las garantías constitucionales y legales, sin violación de 
los principios básicos rectores del derecho de defensa. Es decir, no le compete valorar 
nuevamente la prueba, “, salvo que en su decreto y práctica se hubiere violado 
flagrantemente el debido proceso, o que la apreciación que de esa pruebas hace el órgano 
disciplinario resulte ser totalmente contra evidente, es decir, reñida con el sentido común 
y alejada de toda razonabilidad.” 
 
 
Si bien se menciona un límite, evitar una nueva valoración probatoria de la prueba, se 
aclara que a la jurisdicción le corresponde proteger al ciudadano de interpretaciones 
desmesuradas o ajenas a las pruebas del proceso. Así, por ejemplo, si establecen tener 
como probado un hecho inexistente o ignoran un hecho exculpatorio que cambiarían la 
decisión sancionatoria el juez administrativo debe corregirla, más no cuando se tratan de 
discrepancias en la percepción de la prueba o una lectura distinta. 
 
 
Partiendo de la anterior posición el Consejo entra a analizar los cargos formulados, como 
se verá haciendo una revisión integral del proceso para determinar la legalidad de los 
actos administrativos sancionatorios.  
 
 
En primer lugar se resuelve lo correspondiente a la violación de los principios de 
transparencia y selección objetiva, que considera el actor se le aplican sin tener en cuenta 
que no participó en la adjudicación ni en la suscripción del contrato, pues para el Consejo 
estos principios no se predican únicamente de estas etapas sino en general del proceso 
de contratación, por tal se exponen los argumentos por los que este ataque resulta ser 
apenas un alegato de instancia sin fuerza para acreditar un error de juzgamiento que lleve 
a nulitar los actos administrativos. Así, considera que las decisiones de la Procuraduría 
tienen un correcto fundamento sustancial, por ejemplo: “No hay duda, y en eso es 
impecable el argumento de la Procuraduría General de la Nación, que si el contrato que 
se ejecuta es distinto del que se comunicó al público, la selección resulta afectada. Así, 
cuando las condiciones del contrato se alteran sustancialmente en beneficio del 
Concesionario, es razonable inferir que si esas condiciones benignas y ventajosas se 
hubieran puesto desde el comienzo, muchos otros actores pudieron entrar en el juego.” 
 
 
Posterior a ello, y dado que el demandante ataca cada uno de los cargos disciplinarios 
que le hizo la Procuraduría, el Consejo de Estado entra a analizar los mismos revisando 
la legalidad de lo imputado a partir de los argumentos de defensa y los fundamentos 
facticos y jurídicos probados y demostrados. Así por ejemplo: 
 
 
“No es sino ver el texto de la acusación hecha en el cargo para observar la magnitud de 
los cambios y el evidente mejoramiento de las condiciones para el contratista, por 
supuesto que en perjuicio del patrimonio público. En contrario sólo aparece la escueta 
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afirmación del inculpado, de que el nuevo trato no fue perjudicial al patrimonio del estado, 
cuando la evidencia señala lo contrario.”  (…) 
“Entonces, también incurrió el disciplinado en alteración de las reglas establecidas para el 
proceso licitatorio, al pactar una forma de pago de los aportes que debía hacer el 
Concesionario, que no estaba contemplada ni en el pliego de condiciones, ni en el contrato 
de concesión. (…)  
En la suscripción del Acta No 7 del 21 de mayo de 2002, el Doctor Diego Luis Noguera 
Rodríguez incurrió en las faltas que le endilgó la Procuraduría General de la Nación, de 
ahí que ningún yerro afecta la resolución acusada en sede contencioso administrativa, 
pues cada uno de las defensas propuestas por el inculpado fue rebatida, con un análisis 
ponderado de las pruebas y de las reglas legales que soportan la sanción. El volumen de 
argumentos que muestra la resolución sancionatoria y la prolijidad de sus argumentos, así 
como la minuciosidad del reproche disciplinario, contrasta con la extremada simplicidad 
de la demanda que dio inicio a este proceso contencioso administrativo, en la cual el actor 
apenas se limita a negar los hechos, sin añadir nada relevante que pueda cambiar el 
sentido de la decisión.”  
 
 
Como se advierte la Sala hace un exhaustivo estudio del proceso disciplinario, 
particularmente de los fundamentos que tuvo la Procuraduría para sancionar, 
precisamente para determinar la legalidad de los actos administrativos y verificar que 
probatoriamente y sustancialmente no se violaran los derechos fundamentales del actor; 
en ningún momento se observa que se haya limitado el análisis, por el contrario, se 
advierte que se verificó que los sustentos de la imputación y sanción estuvieran acordes 
a derecho, lo que efectivamente sucedió y por lo cual concluyó: 
 
 
“Puestas de este modo las cosas, el inculpado sí participó en un tramo definitivo de la 
ejecución del contrato, su conducta fue determinante para cambiar de modo sustancial el 
contrato, siempre en beneficio del Concesionario, ampliando los plazos para que este 
hiciera los aportes, reduciendo la obligación de cuidar toda la línea férrea, desembolsando 
dineros sin cumplir el mínimo de obras, aplicar los fondos provenientes de la Drummont a 
fines prohibidos en el contrato, permitir anticipos no previstos y dejarlos sin garantía. 
 
Las decisiones de la Procuraduría General de la Nación fueron ampliamente motivadas, 
fundadas en pruebas de cuya legalidad nadie duda, corroboradas por contundentes 
hallazgos de la Contraloría General de la República. Por el contrario, la demanda 
contenciosa es apenas un simple alegato de instancia que equivoca por entero la función 
que corresponde a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.” 
 
 
Posteriormente, en la sentencia de 1 de octubre de 2009143, se replican los argumentos 
sobre el control jurisdiccional de las decisiones disciplinarias y se aplica la misma 
                                               
 
143 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 1 de octubre de 2009. Rad: 2002-00240 – 4925-2002. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2009. Demandante: Manuel Heriberto Zabaleta Rodríguez, Director del Fondo 
Pasivo Social de la Empresa de Puertos de Colombia, Foncolpuertos. Demandada: Procuraduría 
General de la Nación.  
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metodología de revisión de los actos disciplinarios, para encontrar ajustado a derecho y 
por tal no conceder la nulidad de los actos disciplinarios de la Procuraduría General de la 
Nación, que sancionaron con destitución e inhabilidad de 5 años al Presidente de 
Foncolpuertos, quién avaló con su firma el reconocimiento y pago de resoluciones, 
reajustes de actos administrativos y fallos obtenidos de forma fraudulenta.  
 
 
Estas sentencias hacen una diferenciación entre el debate probatorio que se sigue en el 
procedimiento administrativo, el cual no se debe trasladar a la jurisdicción, y el control de 
legalidad en sede contenciosa, pues este último debe estar enfocado en determinar que 
se haya respetado el debido proceso con el fin de proteger al ciudadano, no se trata 
entonces de una instancia adicional. Si bien en estas sentencias se encuentra que los 
actos disciplinarios están ajustados a derecho, con la posición de la Corte el hecho de no 
trasladar el debate probatorio implicaría que si no se encontrase la decisión acorde al 
ordenamiento, a pesar de  tener pruebas para sancionar al funcionario, la Sala no podría 
cambiar la decisión, ya que no es una tercera instancia, sino simplemente sacar los actos 
jurídicos del ordenamiento a través de la nulidad y reparar al actor, a pesar de tener 
fundadas las faltas cometidas.  
 
 
No obstante, en la sentencia de 19 de agosto de 2010144 se advierte una posición diferente 
al respecto. En ella se resuelve el recurso de apelación contra la decisión del Tribunal 
Administrativo del Valle que decretó la nulidad parcial de las resoluciones mediante las 
cuales la Procuraduría General de la Nación sancionó al Director del Hospital Universitario 
del Valle con multa. El Tribunal consideró excesiva la sanción impuesta al actor por lo cual 
declaró la nulidad parcial de las resoluciones que lo sancionaron porque encargó a un 
funcionario en un cargo de carrera por un término superior al dispuesto en la ley y, en su 
lugar, lo sancionó con amonestación escrita. 
 
 
La Sala define el problema jurídico a resolver: “Se trata de establecer si los fallos 
disciplinarios cuya nulidad se demanda en el sub-lite son violatorios de las normas 
constitucionales y legales citadas en la demanda, porque contrarían el principio de 
favorabilidad de las normas disciplinarias y si el A-quo desconoció el principio de 
congruencia, al cambiar la sanción disciplinaria de multa impuesta actor, por la de 
amonestación escrita, previa anulación parcial de los actos acusados.”  
  
 
La Sala hace un resumen de lo probado en el proceso disciplinario, encontrando ajustada 
la declaratoria de nulidad de los actos pues no se acreditó con los hechos la gravedad de 
la sanción impuesta, por lo que luego estudia si el Tribunal decidió extrapetita.  Para ello, 
analiza lo correspondiente al principio de congruencia de las sentencias, considerando 
que la nulidad de los actos y el restablecimiento del derecho consecuente, artículo 85 del 
                                               
 
144 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de agosto de 2010, Rad. 2000-02501 – 1146-05, MP: Bertha Lucia Ramírez De 
Paez, Bogotá, 2010. Demandante: Milton Jose Mora Lema, Director del Hospital Universitario 
Evaristo Garcia. Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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Código Contencioso Administrativo, se determina a partir de las peticiones contenidas en 
el petitum de la demanda y que a su vez constituye el referente del juzgador. Así, se debe 
predicar una congruencia interna, la que debe existir entre las decisiones contenidas en 
la parte resolutiva de la providencia y el análisis jurídico – normativo plasmado en su parte 
considerativa, junto con la valoración realizada por el fallador de los aspectos fácticos y 
probatorios, y la congruencia externa entre lo decidido en la sentencia con lo pedido por 
las partes en la demanda.  
 
 
Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los artículos 55 de la Ley 270 de 1996 y 
170 del Código Contencioso Administrativo, en concordancia lo dispuesto en los artículos 
304 y 305 del Código de Procedimiento Civil:  
 
 
“ARTÍCULO 55. ELABORACIÓN DE LAS PROVIDENCIAS JUDICIALES. Las sentencias 
judiciales deberán referirse a todos los hechos y asuntos planteados en el proceso por los 
sujetos procesales. (…)”. 
“ARTÍCULO 170. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. La sentencia tiene que ser motivada. 
Debe analizar los hechos en que se funda la controversia, las pruebas, las normas 
jurídicas pertinentes, los argumentos de las partes y las excepciones con el objeto de 
resolver todas las peticiones. Para restablecer el derecho particular, los Organismos de lo 
Contencioso Administrativo podrán estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las 
acusadas, y modificar o reformar éstas”. 
“ARTÍCULO 305. CONGRUENCIAS. La sentencia deberá estar en consonancia con los 
hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que 
este Código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido 
alegadas si así lo exige la ley. 
 “ARTÍCULO 304. CONTENIDO DE LA SENTENCIA. En la sentencia se hará una síntesis 
de la demanda y su contestación. La motivación deberá limitarse al examen crítico de las 
pruebas y a los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente necesarios 
para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión, y citando los 
textos legales que se apliquen. 
 
 
Con la normatividad transcrita, es claro que el Juez está obligado a resolver todos los 
asuntos que las partes ponen a su consideración, y si bien se puede desbordar cuando el 
fallo contiene decisiones que van más allá de lo pedido, como cuando se condena a más 
de lo pretendido, existen casos en los que se debe resolver acerca de aspectos que no 
fueron planteados expresamente por las partes pero están implícitos en las pretensiones 
o en las excepciones propuestas, caso en el cual no se configura la inconsonancia de la 
sentencia. 
 
 
En el caso de estudio en la sentencia, el recurrente sostiene que el fallo impugnado es 
extra petita, pues el actor solo solicitó la nulidad de los actos administrativos contentivos 
de la sanción disciplinaria, que se devolviera el dinero cancelado como multa y que se 
absolviera de responsabilidad disciplinaria, y el Tribunal, en su lugar, decretó la nulidad 
parcial de las resoluciones en cuanto al exceso de la sanción disciplinaria y la cambió por 
amonestación escrita, al respecto, la Sala considera que no se configura inconsistencia 
porque: “Si es cierto el actor no solicitó el cambio de la sanción impuesta mediante los 
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actos que demandó, también lo es que al acoger parcialmente la petición de nulidad de 
los mismos, porque se excedieron en la aplicación de la sanción disciplinaria al 
demandante, el Tribunal debía, como consecuencia de la declaratoria de dicha nulidad, 
emitir un pronunciamiento para restablecer el derecho del actor, lo cual aparejaba el 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 170 del Código Contencioso Administrativo, 
que le imponía ese deber aplicando, entre otras formas y como efectivamente lo hizo, la 
reforma o modificación de las disposiciones  acusadas. 
Se tiene entonces que el A-quo dio cabal cumplimiento a la norma precitada y que de  
haber anulado parcialmente los actos demandados sin disponer ningún restablecimiento, 
entonces la sentencia impugnada si hubiese resultado incongruente.”  
 
 
La Sala precisa que si bien en acciones como la que se adelanta en el sub-lite, se aplica 
el principio de la jurisdicción rogada, consistente en que la legalidad y validez de los actos 
demandados solo puede juzgarse frente a las normas citadas como violadas y su 
respectivo concepto de violación, lo cual tiene fundamento en lo dispuesto en el artículo 
137, numeral 4º, La Corte Constitucional declaró la exequibilidad del precepto citado145, 
condicionado a que cuando el Juez Administrativo advierta la violación de un derecho 
fundamental constitucional de aplicación inmediata, deberá proceder a su protección, aun 
cuando el actor en la demanda no hubiere cumplido con el requisito de señalar las normas 
violadas y el concepto de violación; pero, además, señaló que cuando advierta 
incompatibilidad entre la Constitución Política y una norma jurídica tiene la obligación de 
aplicar el artículo 4º de la norma Superior. 
 
 
En consonancia, con ese antecedente jurisprudencial, encuentra la Sala que la decisión 
del A-quo fue ajustada a Derecho y confirma la sentencia de primera instancia, al 
considerar:  
 
 
“Los argumentos del A-quo deben ser analizados frente al condicionamiento que la Corte 
Constitucional incluyó en la sentencia precitada y a lo dispuesto en el artículo 29 de la 
Constitución Política, que consagra el derecho fundamental al debido proceso tanto en las 
actuaciones administrativas como judiciales y en esa medida encuentra respaldo el análisis 
del A-quo, que procedió a revisar el proceso disciplinario adelantado al actor, “… en aspectos 
tales como el debido proceso y el derecho de defensa, así como la aplicación de los principios 
de rango constitucional como el de favorabilidad, presunción de inocencia, Nulla Poena – 
Sine Lege, razonabilidad y proporcionalidad de la sanción, entre otros”,  en orden a establecer 
si la actuación disciplinaria se conformaba con la norma superior citada y  la que entonces 
regía (L. 200/95), partiendo de los elementos necesarios para que una conducta se considere 
disciplinable, la cual encontró configurada en el caso del actor, al encargar al señor Jorge 
Enrique Aguilar por un término superior al autorizado por la ley, sin convocar a concurso para 
proveer el empleo; además determinó que la favorabilidad no podía aplicarse respecto de un 
tipo disciplinario y que en el sub-lite la conducta típica también era antijurídica.         
                                               
 
145 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-197 de 1999. MP: Antonio Barrera 
Carbonell. Bogotá, 1999. 
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En conclusión, el A-quo determinó que si bien es cierto en el proceso se demostró la 
responsabilidad del actor por incurrir en una conducta disciplinable, la sanción impuesta 
fue excesiva, en la medida en que no estuvo en consonancia con las disposiciones que 
regulaban la actuación del proceso disciplinario en la Ley  200 de 1995, entonces vigente,  
lo cual apareja violación del derecho fundamental al debido proceso.” 
 
 
Con esta sentencia se introduce una novedad en el control judicial de los actos 
administrativos disciplinarios, ya no se trata de ser tercera instancia o no, sino que el Juez 
si advierte una violación al debido proceso que afecte los derechos de los implicados, en 
consonancia con la Constitución y en su función de administrar justicia, puede nulitar las 
decisiones y tomar las medidas correspondientes, como disponer una sanción diferente, 
para preservar la función pública. 
 
 
Si bien lo trascendente de estas sentencias, en decisiones posteriores, simplemente se 
hace una revisión integral del proceso disciplinario, sin entrar a considerar limitantes o 
particularidades por tratarse de labor disciplinaria. 
 
 
Esto se advierte de las sentencias:  
 
 
- Sentencia de 20 de enero de 2011146. La Sala decide la apelación contra la 
sentencia del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que negó las pretensiones de la 
demanda de anular los actos administrativos, por las cuales se sancionó a la actora con 
destitución del cargo, por el incumplimiento del deber de adelantar investigaciones 
disciplinarias y controlar el impulso de varios procesos. La demanda se fundamenta en 
que las decisiones disciplinarias se basaron en desviación de poder pues no se probó con 
certeza la configuración de la falta y la responsabilidad, se desconoció la presunción de 
inocencia. El Tribunal Administrativo del Valle, declaró no probadas las excepciones 
propuestas y negó las súplicas de la demanda. Estimó, que la investigación se adelantó 
conforme a las formalidades previstas en la Ley 200 de 1995, pues los cargos se 
formularon en forma concreta y se le especificaron los deberes presuntamente infringidos, 
así como las normas violadas.  
 
  
- Sentencia de 3 de febrero de 2011147, en ella se resuelve la apelación del fallo que 
en primera instancia adoptó el Tribunal Administrativo de Norte de Santander en la que se 
negaron las pretensiones de nulidad y restablecimiento contra las decisiones de la 
                                               
 
146 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 20 de enero de 2010, Rad. 2002-02168 – 2274-2008. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2010.  Demandante: Stella Guzmán Henao, Coordinadora del Grupo de Trabajo Seccional 
Auditoría Disciplinaria. Demandado: Instituto de Seguros Sociales. 
147 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 3 de febrero de 2011. Rad. 2008-1324 – 0731-2009. MP: Bertha Lucía Ramírez De 
Paez. Bogotá, 2011. Demandante: Juderkis Eimirida Mendoza Arias y Otro. Demandado: Dirección 
Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
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Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales que impusieron la sanción de 
suspensión a los demandantes. La sanción se dio por adelantar irregularmente el trámite 
de importación temporal de un vehículo. La Sala analiza cada uno de los argumentos de 
la demanda y considera que la decisión disciplinaria no está viciada, confirmando la 
decisión de instancia, para ello hace una descripción de lo probado en el proceso, y de las 
diferentes etapas surtidas.  
 
 
Posterior a estas sentencias, se presenta la sentencia de 19 de mayo de 2011148, que 
retoma el tema de la función que debe cumplir el juez al revisar no solo la legalidad sino 
la constitucionalidad de la actuación y que vuelve a la discusión sobre la forma de hacer 
el control judicial de este tipo de actos, limitándose a verificar el debido proceso y sin tomar 
medidas diferentes por no ser una tercera instancia.  
 
 
En este caso el Consejo decide en segunda instancia el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia del Tribunal Administrativo de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina por medio de la cual se negaron las pretensiones de nulidad y restablecimiento 
del derecho contra las decisiones de la Policía Nacional que sancionaron al actor con 
destitución del cargo.  
 
 
El proceso disciplinario se surtió por irregularidades en el manejo del Economato y la 
Cafetería de la Décimo Primera Estación de Policía y de la revisión del mismo en el trámite 
de primera instancia el Tribunal decidió que al actor le fueron respetados los derechos al 
debido proceso y a la defensa, y que no se desvirtuó la presunción de legalidad de los 
actos administrativos.  Por lo anterior, la Sala fija el problema jurídico en determinar: 
“Teniendo en cuenta que el Tribunal de instancia negó las pretensiones de la demanda al 
considerar, entre otras cosas, que i) el control que efectúa esta Jurisdicción respecto de 
los actos administrativos es únicamente de legalidad (no de constitucionalidad) y, ii) que 
las disposiciones de la Carta Política invocadas por el demandante no pueden ser 
quebrantadas de manera directa sino a través de la vulneración de otras de menor 
jerarquía que las desarrollan; debe la Sala determinar, como cuestión previa, si le asiste 
la razón al a-quo y en consecuencia, si procede el estudio de los argumentos de 
inconstitucionalidad que formuló el señor Remberto Enrique Corena Silva para sustentar 
sus pretensiones.” 
 
 
En cuanto al primer punto, la Sala deja claro que en el ordenamiento jurídico colombiano 
la Constitución ocupa el primer lugar en la jerarquía del sistema de fuentes, es norma de 
normas149 y, por lo tanto, sus disposiciones prevalecen sobre las demás. Por ello, que la 
Ley, el Reglamento y en general los cuerpos normativos de inferior jerarquía, deben ser 
coherentes con las reglas y los principios contenidos en la Constitución, so pena de que 
                                               
 
148 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de mayo de 2011, Rad. 2000-00281 – 2157-2005. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2011. Demandante: Remberto Enrique Corena Silva, Agente. Demandado: 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 
149 Artículo 4 de la Constitución Política de Colombia. 
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sean expulsados del ordenamiento jurídico, previo el ejercicio de las acciones que 
correspondan según sea el caso. 
 
 
En ese sentido, en cuanto actos de la administración, es la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, la encargada de efectuar el control de legalidad sobre los mismos y, en 
virtud de su carácter rogado, es el interesado quien asume la carga de presentar una 
demanda que entregue los elementos necesarios para verificar la legalidad. No obstante 
el numeral 4 del artículo 137 del Código Disciplinario Único, no restringe al demandante 
para que indique como violadas solamente disposiciones legales. De hacerlo, estaría 
pasando por alto que en nuestro sistema de fuentes prevalece la Constitución. Antes bien, 
si un acto administrativo riñe con lo previsto en la Carta Política, con mayor razón debe 
invalidarse. 
 
 
Así, la Sala muestra que la labor que desarrolla no solo es verificar la legalidad del acto 
sino su obvia constitucionalidad, y que ahí está el límite de su función:  
 
 
“De este modo, los requisitos formales del derecho de acción establecidos en el artículo 
transcrito, deben ser entendidos y analizados en el sentido de que con ellos se busca 
proteger la legalidad (y con mayor razón, la constitucionalidad) de las actuaciones de la 
administración y principalmente, los derechos sustanciales de las partes, como el debido 
proceso (que tiene rango constitucional).  
Así las cosas, los principios en virtud de los cuales las formas adquieren relevancia y 
deben ser protegidas, son los límites que el juez debe tener en cuenta al momento de 
determinar si es viable efectuar un análisis de fondo a la cuestión debatida, o si, por el 
contrario, debe declararse inhibido para emitir un pronunciamiento.   
No de otra manera pueden armonizarse los requisitos formales de la demanda con el 
derecho al acceso a la administración de justicia, (artículo 229 de la C.P), y el principio de 
la prevalencia de lo sustancial sobre las formalidades (artículo 228 ibídem). 
Sobre el particular, la Sala reitera150 lo que ha considerado en múltiples fallos, en el sentido 
de que el Juez debe integrar e interpretar la demanda de forma tal que supere los meros 
formalismos y llegue a impartir justicia, de fondo y sin dilaciones.”  
 
 
En consideración de lo anterior, la Sala se pronuncia sobre la legalidad de los actos 
administrativos que declararon responsables al actor, retomando lo expuesto en la 
sentencia de  septiembre de 2009151, previamente referenciada, en las que se refirió que 
el control no es una tercera instancia, agregando a ese respecto que:  
 
                                               
 
150 Estas mismas consideraciones las efectuó la Sala en sentencia del 16 de abril de 2009, 
expediente N° 694 de 2007, Actora: Iliana Mercedes Avendaño Gutiérrez. Magistrado Ponente: 
Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
151 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 3 de septiembre de 2009. Rad. 2005-00113 – 4980-2005. MP: Víctor Hernando 
Alvarado Ardila. Bogotá, 2009. Demandante: Diego Luis Noguera Presidente de la Empresa 
Colombiana de Vías - Ferrovías, Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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“En ese sentido, si de manera general los actos de la administración están dotados de la 
presunción de legalidad, esa presunción asume un carácter más valioso en el juicio 
disciplinario, en el cual el afectado participa de modo activo en la construcción de la 
decisión, mediante el ejercicio directo del control de la actividad de la administración, 
cuando ella se expresa en su fase represiva. Dicho en breve, es propio de la actividad 
disciplinaria, que el control de las garantías sea la preocupación central del proceso 
disciplinario. Por ello, cuando el asunto se traslada y emerge el momento de control judicial 
en sede Contencioso Administrativa, no cualquier alegato puede plantearse, ni cualquier 
defecto menor puede erosionar el fallo disciplinario.” 
 
 
Dejando lo anterior por sentando, la Sala analiza de fondo la legalidad de los actos 
administrativos demandados, estudiando cada uno de los cargos, los fundamentos de 
hecho y de derecho que los fundamentan,  además de establecer los hechos probados en 
el expediente disciplinario, y concluye:  
 
 
“Ahora bien. Analizado el contenido de la providencia del 4 de noviembre de 1998, 
proferida por el Comandante del Departamento de Policía Tisquesusa, mediante la cual 
sancionó disciplinariamente al señor Remberto Corena Silva, resulta evidente que en ella: 
i) no se indicaron clara ni detalladamente los cargos imputados, ni se relacionaron 
separadamente respecto de cada uno de los funcionarios investigados, ii) tampoco se 
efectuó un resumen de los descargos formulados por el accionante152, ni las razones por 
las que se rechazaron las alegaciones de la defensa, iii) no se especificaron los cargos 
que resultaron probados, ni se indicaron los que se desvirtuaron, iv) no se especificó con 
claridad cuál fue la falta en la que incurrió del actor, y tampoco se llevó a cabo el análisis 
de los criterios utilizados para determinar la naturaleza de la misma, su gravedad o 
levedad, ni las consecuentes sanciones, ni señaló en forma separada las principales de 
las accesorias y, v) no se determinó el grado de culpabilidad con el que actuó el 
demandante: si con dolo o con culpa. 
 
 
De este modo, sin entrar en el debate que sobre la responsabilidad disciplinaria del 
demandante se surtió en sede administrativa, habida cuenta que esta Jurisdicción no 
constituye una tercera instancia de los procesos disciplinarios sino que, como ya se vio, 
su competencia se extiende hasta efectuar un control de legalidad (y en ocasiones, de 
constitucionalidad) sobre los mismos; a juicio de esta Sala están plenamente probados los 
cargos segundo (parcial), sexto (parcial) y octavo, que fueron formulados por el actor en 
la demanda y cuyos planteamientos reiteró en el recurso de apelación. En consecuencia, 
se debe declarar la nulidad de los actos administrativos demandados.” 
 
 
Así, en esta sentencia se reconoce que el control que se realiza es tanto de legalidad 
como de constitucionalidad, pero al ser una revisión diferente a la que se hace en instancia 
                                               
 
152 Este resumen si se hizo en el fallo de segunda instancia, pero con ello no se subsana la omisión 
en la que incurrió la entidad demandada en el fallo sancionatorio de primera instancia. 
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y una vez verificado que los actos administrativos violan el ordenamiento, el juez solo 
procede a decretar la nulidad de lo actuado sin determinar la verdadera responsabilidad 
del inculpado, contrario a lo planteado en la sentencia de 19 de agosto de 2010153, 
presentada previamente, donde sí se tomaron medidas disciplinarias de reemplazo.  
 
 
Como se puede ver se encuentran corrientes distintas, no referentes a los límites del 
control judicial, sino en cuanto a que al encontrar no ajustada a derecho el acto 
administrativo disciplinario, el juez puede entrar o no a tomar medidas que reemplacen las 
decisiones de instancia. 
 
 
Luego de esta sentencia, se advierten una serie de decisiones que son resueltas bajo los 
mismos planteamientos del precitado caso de mayo de 2011154, teniendo en cuenta que 
el problema jurídico a resolver siempre es si los actos administrativos se sujetan a la 
Constitución y la ley, realizando un revisión amplia de los hechos probados, los cargos 
endilgados y las razones para imponer sanción, pero sin tomar decisiones de reemplazo, 
así:  
 
 
- Sentencia de 18 de agosto de 2011155, la Sala decide en única instancia sobre la 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,  interpuesta contra las decisiones del 
Procurador General de la Nación, que impusieron la sanción de destitución e inhabilidad 
general por 12 años, por irregularidades en el  proceso de contratación pública de equipos 
radiológicos para todas las clínicas del Instituto de Seguro Social del país. La Sala 
encuentra ajustada a derecho la decisión porque de la revisión probatoria y sustancial no 
se vulneraron los principios de integración normativa, proporcionalidad, duda razonable e 
ilicitud sustancial de acuerdo a los argumentos de la demanda.  
 
 
- Sentencia de 22 de septiembre de 2011156 la Sala resuelve la apelación contra la 
decisión del Tribunal Administrativo de Norte de Santander, que accedió a las 
pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento contra las decisiones de la 
                                               
 
153 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de agosto de 2010, Rad. 2000-02501 – 1146-05. MP: Bertha Lucia Ramírez De 
Paez, Bogotá, 2010. Demandante: Milton José Mora Lema, Director del Hospital Universitario 
Evaristo Garcia Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
154 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo,  Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de mayo de 2011, Rad. expediente 2000-00281 – 2157-2005. MP: Víctor Hernando 
Alvarado Ardila. Bogotá, 2011. Demandante: Remberto Enrique Corena Silva, Agente. Demandado: 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 
155 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 18 de agosto de 2011, Rad: 2007-00753 0532-08. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2011. Demandante: Guillermo Fino Serrao, Director del Instituto de Seguros Sociales 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
156 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 22 de septiembre de 2011, Rad. 2002-01827 0898-11. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2011. Demandante: Blanca Miriam Maldonado. Demandada: Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales. 
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Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, que le impusieron a la actora  la sanción 
de multa correspondiente a 15 días de salario. No obstante, la Sala revoca la decisión de 
primera instancia pues del análisis de las pruebas que obran en el proceso se considera 
que la entidad demandada no le desconoció el derecho al debido proceso ni a la defensa 
a la actora. 
 
 
- Sentencia de 16 de febrero de 2012157, decide la Sala en única instancia la 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra las decisiones de la 
Procuraduría General de la Nación, mediante las cuales se le sancionó con destitución e 
inhabilidad de 10 años al actor por estar inhabilitado para ejercer el cargo. El Consejo de 
Estado encuentra que los actos son ajustados a la normatividad y a la Constitución, pero 
además resalta el deber que le asiste a la jurisdicción:  “En suma, a la jurisdicción le 
corresponde proteger al ciudadano de la arbitrariedad, de la desmesura, de la iniquidad, 
de la ilegalidad, en fin, de las conductas de la administración que vayan contra la 
Constitución y la ley, pero dentro del marco señalado precedentemente, ello se reitera, 
siempre y cuando la violación sea manifiestamente contraevidente.” 
 
 
- Sentencia de 12 de abril de 2012158 de única instancia que estudia la demanda de 
nulidad y restablecimiento del derecho contra las decisiones de la Procuraduría General 
de la Nación, por las cuales se sancionó al actor a destitución e inhabilidad de 10 años 
por estar inhabilitado para el cargo. La Sala entra a analizar las providencias demandadas 
para verificar si, incurrieron en yerros que afecten su legalidad o constitucionalidad. Para 
ello revisa la conducta endilgada y los hechos probados en el expediente, para luego 
estudiar la presunta inhabilidad en la que se encontraba el actor, esto es la establecida en 
el numeral 1 del artículo 40 de la ley 617 de 2000, revisando la jurisprudencia sobre la 
materia que ha dado unos supuestos para la configuración de la mismas. La Sala toma 
entonces los elementos probatorios y demuestra que efectivamente el actor estaba 
inhabilitado para ejercer el cargo y por tal que la decisión está ajustada a derecho.  
 
 
- Sentencia de 13 de diciembre de 2012159, resuelve la demanda de única instancia 
contra las decisiones de la Secretaria de Integración Social de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá, por las cuales se sancionó al actor con destitución e inhabilidad general por 12 
años. La Sala establece como problema jurídico, determinar si los actos administrativos 
                                               
 
157 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 16 de febrero de 2012, Rad. 2009-00102 – 1454-09. MP: Gustavo Eduardo Gómez 
Aranguren. Bogotá, 2012. Demandante: Gerardo María Bravo, Alcalde de la Unión - Nariño. 
Demandada: Procuraduría General de la Nación 
158 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 12 de abril de 2012, Rad. 2010-00120 – 0930-2010. MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2012. Demandante: Luis Javier Garzón Salinas, Concejal de Susa Boyacá. 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
159 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 13 de diciembre de 2012, Rad. 2010-11200 – 0905-2010, MP: Víctor Hernando 
Alvarado Ardila, Bogotá, 2012. Demandante: Jorge Enrique Diaz Varela, Auxiliar Administrativo 
Alcaldía de Bogotá. Demandada: Alcaldía Mayor de Bogotá. 
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sancionatorios se ajustan a la Constitución y a la Ley, ocupándose de cada uno de los 
argumentos del demandante, mostrando los hechos probados a lo largo de la investigación 
y los fundamentos de la imputación disciplinaria, para denegar las pretensiones de la 
demanda al concluir que se realizó una investigación integral, con adecuada apreciación 
de las pruebas que suficientemente, de forma razonada, demostraron la responsabilidad 
disciplinaria.   
 
 
Posterior a las anteriores sentencias, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 11 
de diciembre de 2012160, aborda el tema dejando claro cómo es el control que hace la 
jurisdicción sobre los actos administrativos disciplinarios, siendo esta una sentencia de 
unificación de jurisprudencia, en virtud del artículo 270 de la ley 1437 de 2011.  
 
 
Así, por importancia jurídica el Consejo de Estado selecciona la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho interpuesta por el Ministro de Interior y de Justicia, Fernando 
Londoño Hoyos,  contra la decisión del Procurador General de la Nación que la impuso la 
sanción de destitución e inhabilidad general, por 12 años. 
 
 
La metodología utilizada por la Sala es la de presentar un resumen detallado del proceso 
disciplinario, con cada una de sus etapas, luego las pretensiones de la demanda y las 
intervenciones, posteriormente fijar el alcance del control que realiza la jurisdicción y a 
partir de ahí verificar cada cargo para determinar la decisión.  
 
 
El proceso disciplinario se siguió contra el entonces Ministro del Interior y de Justicia, 
Fernando Londoño, por las declaraciones hechas contra el Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, Pedro José Suárez Vacca, que dejó en libertad condicional a 
Miguel y Gilberto Rodríguez Orejuela, pues afirmó que éstos con “su gigantesco poder 
económico”,  produjeron “un resultado judicial que no está de acuerdo con las evidencias 
que obran en los procesos”, sobre el juez dijo: “se destacó como miembro muy obsecuente 
del bufete de abogados al servicio del Cartel de Cali”, lo cual podía constituir obstrucción 
a la justicia y extralimitación de funciones.  
 
 
La Sala hace una presentación muy amplia del objeto de la queja, de las pruebas 
solicitadas por la Procuraduría y del contenido de las mismas, transcribiendo diferentes 
apartes de las declaraciones y documentos obrantes, también detalla la versión libre del 
actor. En el mismo sentido, se describen con suficiencia  las diferentes etapas adelantadas 
en el proceso, por ejemplo con respecto al pliego de cargos presenta cada uno de los 
argumentos esbozados por la Procuraduría, la calificación de la falta, la adecuación típica 
de la conducta, la responsabilidad endilgada: “Se indicó que las conductas por las cuales 
se acusó al ex Ministro del Interior y de Justicia, Doctor Fernando Londoño Hoyos, 
                                               
 
160 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena. Sentencia de 11 de diciembre de 2012, Rad. 
2005-00012. MP: Gerardo Arenas Monsalve. Bogotá, 2012. Demandante: Fernando Londoño 
Hoyos, Ministro del Interior. Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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constituyen falta gravísima, porque por su naturaleza la injuria, la calumnia y la agresión 
a las autoridades legítimamente constituidas son esencialmente dolosas, y lo fueron en 
esa forma de culpabilidad por la manera directa, consciente y voluntaria como el ex 
Ministro, conociendo la ilicitud sustancial de su comportamiento se dirigió a la trasgresión 
de las normas constitucionales y legales citadas, pudiendo haber ajustado su conducta a 
derecho.” 
 
 
Posterior a ello, entra a resolver las cuestiones previas, caducidad de la acción e ineptitud 
de la demanda, alegadas por la entidad demandada y luego establece el alcance del 
control de legalidad de los actos administrativos disciplinarios, estableciendo tres aspectos 
importantes sobre el particular: 
 
 
1. El alcance del control de legalidad. 
 
 
Para la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el control de legalidad que hace el 
juez administrativo sobre este tipo de actos es pleno, no tiene ni restricciones ni 
limitaciones, pues se trata de actos cuya naturaleza es administrativa161. Así la jurisdicción 
contenciosa administrativa, según el artículo 82 del CCA “está instituida para juzgar las 
controversias y litigios originados en la actividad de las entidades públicas”  
 
 
                                               
 
161 Como lo señala el profesor Gaston Jeze, en su obra “Los principios Generales del Derecho 
Administrativo”, “Una buena organización política y administrativa debe someter a un control 
jurisdiccional todas las manifestaciones de voluntad de los gobernantes y de los agentes. Los 
administrados, los gobernadores deberían siempre tener a su alcance un recurso que les permitiese 
el control de la legalidad de los actos de los gobernantes y de los agentes, ejercitado por autoridades 
organizadas jurisdiccionalmente y con facultad para decidir según formas jurisdiccionales. El control 
jurisdiccional es el único que ofrece serias garantías”. (pág. 205. Axel Editores. 2010).  
La jurisprudencia de la Corporación ha señalado, retomando la doctrina francesa, que el ejercicio 
de cualquier potestad administrativa, inclusive la de naturaleza discrecional, debe respetar el bloque 
de legalidad o juridicidad.  Así se ha precisado:  
“Pues bien, dentro de ese bloque de legalidad o de juridicidad que, en últimas, constituye el límite 
último a ser respetado en el ejercicio de cualquier potestad administrativa sea ésta reglada o 
discrecional, quizás los parámetros de control judicial que no resultan reconducibles a alguno de 
los antes referidos elementos reglados del acto administrativo y que han venido a convertirse, sin 
duda, en una de las más poderosas herramientas de fiscalización de la actividad de los poderes 
públicos, especialmente al amparo de una Constitución Política como la colombiana de 1991, 
cargada con tan elevados componentes axiológicos y finalísticos, son los principios generales del 
Derecho y en particular los principios que rigen la función administrativa, en relación con cuya 
virtualidad como técnicas de control de la actividad administrativa, incluso respecto de aquella que 
se despliega cuando se ejercen facultades discrecionales161 y recalcando su incorporación al 
ordenamiento jurídico por vía del artículo 230 constitucional, más allá de que, en ocasiones, algunos 
de esos principios alcancen a ser plasmados de manera expresa en una norma de derecho 
positivo(…)”. (Sentencia del 5 de junio de 2008, proferida por la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, M.P.: Dr. Mauricio Fajardo Gómez). 
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“En consecuencia no hay, en principio, restricciones a la facultad de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo para enjuiciar los actos de naturaleza disciplinaria. Ello es así 
dada la trascendencia social y constitucional de la responsabilidad de los servidores 
públicos en su actuar administrativo, tanto cuando son investigados y juzgados en virtud 
de esa actuación, como respecto del servidor responsable de esa investigación y 
enjuiciamiento. Tal es el sentido de la responsabilidad, de rango constitucional, de los 
servidores públicos (C. P. art. 6° y 124).” 
 
 
2. Las particularidades de la actividad administrativa disciplinaria. 
 
 
Teniendo claro el punto anterior, la Sala reconoce que la actividad administrativa 
disciplinaria “comprende una función especializada, que se ejerce en el marco normativo 
del estatuto rector, entrañando una función preventiva y correctiva que busca garantizar 
la efectividad de los principios de moralidad, eficacia, economía y celeridad,  
garantizándose así el buen desempeño y gestión transparente en la función pública. De 
ahí que la actuación administrativa disciplinaria está regida por normas y procedimientos 
propios, en la que los principios que informan el derecho al debido proceso y a la defensa 
cobran significativa importancia.”  
 
 
Como lo ha señalado la Corte Constitucional “la preceptiva normativa de la ley 734 se 
completa a la manera de un concierto sistemático de reglas de derecho que al unísono 
contribuyen al mejor entendimiento y aplicación del Código Disciplinario Único:”162.  
 
 
Por lo anterior, el acto administrativo tiene una connotación especial, pero de igual manera 
debe respetar los preceptos constitucionales (artículo 29) “debido proceso, el 
enjuiciamiento conforme a leyes preexistentes, ante fallador competente y con la plenitud 
formal de los procesos.” 
 
 
Aclara la Sala que ese procedimiento tiene un funcionario competente que “Sin perder su 
naturaleza disciplinaria, en cuanto dicho procedimiento es enjuiciable ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, puede decirse que este procedimiento 
tiene una especie de  “juez natural”,” Pero no como lo trata de presentar el Dr Gómez 
Pavajeau con facultades jurisdiccionales, por la mención a la palabra juez, sino que 
corresponde a “aquél a quien la Constitución o la ley le ha atribuido el conocimiento de un 
determinado asunto, está consagrado en el artículo 29 de la Constitución”163 
 
 
Así el funcionario titular del proceso disciplinario, puede hacer uso de las reglas de 
interpretación de normas jurídicas, sin que ello signifique de ninguna manera una 
                                               
 
162 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-107 de 2004. MP: Jaime Araujo Rentería. 
Bogotá, 2004. 
163 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-429 de 2001. MP: Jaime Araujo Rentería. 
Bogotá, 2001.  
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autonomía e independencia total, sino sometida a los límites impuestos por la Constitución 
y la ley. 
 
 
3. Cargas argumentativas y probatorias del demandante y el papel del juez frente a 
ellas.  
 
 
Dados los puntos anteriores, el pleno control del juez administrativo de estos actos y la 
especificidad del proceso, la presunción de legalidad es relevante y por tal el juez debe: 
 
 
“El juez de la legalidad del acto, debe verificar si la interpretación jurídica efectuada por el 
titular de la acción disciplinaria se enmarcó dentro de los parámetros hermenéuticos, o si 
excedió los límites de la actividad disciplinaria. No se trata de que el control de legalidad 
de ese acto administrativo de naturaleza especial sea un control restringido, pero siendo 
el procedimiento disciplinario un verdadero procedimiento, con etapas, partes, formulación 
de cargos, descargos, etapa probatoria, fallo, etc., el control judicial contencioso 
administrativo de ese acto definitivo no puede constituir una instancia más dentro de la 
actuación.” 
 
 
La Sala Plena reconoce en este punto una línea jurisprudencial, la Sala reitera que “El 
proceso de control jurisdiccional de los actos que imponen sanciones disciplinarias, no es 
una tercera instancia en la que se pueda abrir nuevamente el debate probatorio para suplir 
las deficiencias del proceso disciplinario,…No puede tildarse de ilegal una decisión que se 
adopta con base en las pruebas que obran en un proceso disciplinario, donde el inculpado 
interviene y ejerce en su favor los medios de defensa que el ordenamiento jurídico le 
permite…”164.  
(…) 
Bajo esta línea conceptual, la Sala retoma la jurisprudencia de la Sección Segunda de 
esta Corporación para reiterar la inviabilidad de extender a esta jurisdicción el debate 
probatorio de la instancia disciplinaria, así como la imposibilidad de anular el acto 
administrativo disciplinario frente a mínimos defectos del trámite procesal165. Por el 
contrario, como también lo ha precisado la Sección Segunda, si se omitieron en el proceso 
disciplinario el cumplimiento de las normas que garantizan el debido proceso y los 
derechos de defensa y contradicción, tales deficiencias inciden en la validez y legalidad 
de la providencia sancionatoria y deben llevar a declarar su nulidad166.”  
 
 
                                               
 
164 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de agosto 8 de 1996. MP: Javier Díaz Bueno. Bogotá, 1996. Actor: Alba D. Calderón 
Parra.  
165 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 18 de agosto de 2011. Rad. 200700753 01 (0532-2008). MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila.  
166 En este sentido, en la sentencia de la Sección Segunda, Subsección B, de fecha 4 de septiembre 
de 2008, M.P: Bertha Lucía Ramírez de Páez,  
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Luego de ello, la Sala entra a analizar uno a uno los argumentos esgrimidos por el actor, 
estableciendo los principales problemas jurídicos a resolver, de cuyo análisis lleva a 
considerar que ninguno de los argumentos de la demanda está llamado a prosperar y, por 
tal, deniega las pretensiones de la misma.  
 
 
De esta sentencia, y como se mencionó considerada de unificación en virtud del artículo 
270 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y por 
tal precedente vinculante para la administración y la jurisdicción, es claro que el control 
sobre los actos administrativos disciplinarios es pleno, dada la función de garante de los 
jueces frente a los administrados. No obstante al rescatar la jurisprudencia de la Sección 
Segunda se enfatiza en que (i) no es posible extender el debate probatorio surtido en el 
trámite disciplinario (ii) no es posible anular frente a mínimos defectos procedimentales 
(iii) sólo las deficiencias relevantes en cuanto violación al debido proceso y al derecho de 
defensa pueden llevar a invalidar la providencia.  
 
 
Si bien esta sentencia, considerada hito, por el carácter unificador que tiene, no se 
pronuncia directamente sobre la posibilidad de reemplazar las decisiones disciplinarias, 
ya que no encuentra violación al debido proceso, si enfatiza en la importante labor del juez 
y el respeto que debe tener de las decisiones disciplinarias siempre y cuando estas estén 
debidamente fundamentadas y argumentadas, con una interpretación razonable de las 
normas aplicables y los hechos probados, y por supuesto acorde con las normas y la 
Constitución.  
 
 
A nuestro juicio, realizar una verificación de ese tipo lleva sin dudarlo a revisar el debate 
probatorio desatado en el procedimiento administrativo, por lo que en estricto sentido no 
se presentaría una limitante formal a la labor del juez sino que se trata de un razonamiento 
mínimo que debe surtirse para poder anular o no una decisión disciplinaria, siempre 
basándose en las particularidades del derecho disciplinario administrativo.  
 
 
No obstante y dado que en este pronunciamiento las decisiones de la Procuraduría se 
encontraron ajustadas a derecho, esta decisión de unificación no se pronuncia sobre la 
posibilidad que tiene el juez administrativo de adoptar decisiones que reemplacen o 
modifiquen las tomadas por la administración, que, como se ha visto, es el punto real de 
diferenciación de las posturas jurisprudenciales y sin duda si constituye un límite para el 
juzgador.   
 
 
Posterior a esta sentencia, y debido a los reiterados argumentos de la Procuraduría 
invocando un control limitado de la jurisdicción, la Sección Segunda vuelve a retomar el 
tema, sin alejarse de lo expuesto por la Sala Plena, puntualizando el carácter de la función 
disciplinaria que desarrolla esa entidad y por tal el control que debe hacerse de sus actos.  
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Así, en sentencia de 11 de julio de 2013167, la Sala resuelve en única instancia la demanda  
contra las decisiones de la Procuraduría General de la Nación que sancionaron al actor 
con destitución del cargo e inhabilidad de 12 años, por abuso sexual a sus menores 
alumnas. En este pronunciamiento la Sala deniega las pretensiones pues no se 
encontraron vulneradas las garantías constitucionales y legales que tenía el actor, pero 
previo a la revisión de cada uno de los planteamientos de la demanda, se desvirtúan los 
argumentos de la contestación de la demanda sobre la naturaleza jurídica de los actos 
mediante los cuales se ejerce la potestad disciplinaria de la administración pública, y sobre 
el alcance del control jurisdiccional de los mismos.  
 
 
En primer lugar, la Sala aclara que dada la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la administración en el ámbito de la función pública, la potestad disciplinaria 
debe ser por servidores públicos, como columna central que soporta la institucionalidad 
estatal y garantiza la adecuada marcha de la gestión pública, por ello para el Consejo de 
Estado es indudable que los actos de control disciplinario adoptados por la administración 
pública y por la Procuraduría General de la Nación, constituyen ejercicio de la función 
administrativa y por lo tanto son actos administrativos sujetos al pleno control de legalidad 
y constitucionalidad por la jurisdicción contencioso-administrativa.  
 
 
Como consecuencia lógica los actos proferidos en este ámbito no son ni función 
jurisdiccional ni una función sui generis o nueva del Estado. La Procuraduría no es juez, 
sino su labor, consagrada en la Constitución, es manifestación de la función administrativa 
y por eso no es un poder omnímodo no sujeto a controles, por tal no se puede ni siquiera 
sugerir que sus decisiones constituyen sentencias, con todas las garantías que revisten 
los fallos judiciales. 
 
 
En este pronunciamiento el Consejo de Estado deja claro que la expresión “juez 
disciplinario” usada por la Corte Constitucional y la tesis de la misma corporación en el 
sentido de que los actos administrativos disciplinarios son materialmente un ejercicio de 
administración de justicia, no pueden interpretarse en el sentido de que la Procuraduría 
sea una autoridad jurisdiccional, ni de que sus dictámenes disciplinarios tengan la 
naturaleza jurídica de sentencias que hagan tránsito a cosa juzgada, esta caracterización 
verbal no obsta para que estos actos disciplinarios mantengan su naturaleza jurídica 
fundamentalmente administrativa, ni enerva el control jurisdiccional integral sobre los 
mismos por parte de la jurisdicción contencioso administrativa. Esa caracterización de los 
actos ha sido adoptada por la Corte para justificar la incorporación de distintas garantías 
procesales, y derechos constitucionales posiblemente afectados, dentro del análisis en 
casos concretos; no ha sido realizada para restar competencias a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, ni para transformar esa función administrativa en función 
jurisdiccional. Más aún, nota el Consejo de Estado, que en todos los casos en los cuales 
                                               
 
167 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 11 de julio de 2013. Rad. 2011-00121 – 0413-11. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. Demandante: Alfonso Romero Cárdenas, Docente Institución Educativa Nuestra 
Señora de Belén. Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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la Corte Constitucional ha esgrimido este argumento, ha procedido, en la misma 
providencia, a caracterizar los actos disciplinarios de la Procuraduría como actos 
administrativos. 
 
 
En segundo lugar, con respecto al control judicial de los actos disciplinarios la sala aclara 
que no se debe confundir la presunción de legalidad que los ampara, con el efecto de cosa 
juzgada de las decisiones jurisdiccionales, y por tal: “El control que ejerce la jurisdicción 
contencioso-administrativa sobre los actos administrativos disciplinarios proferidos por la 
Administración Pública o por la Procuraduría General de la Nación es un control pleno e 
integral, que se efectúa a la luz de las disposiciones de la Constitución Política como un 
todo y de la ley en la medida en que sea aplicable, y que no se encuentra restringido ni 
por aquello que se plantee expresamente en la demanda, ni por interpretaciones 
restrictivas de la competencia de los jueces que conforman la jurisdicción contencioso-
administrativa.”  
 
 
Lo anterior en razón a que la Constitución Política de 1991, trajo consigo un catálogo de 
derechos fundamentales y de mandatos de prevalencia del derecho sustancial en las 
actuaciones de la administración de justicia (art. 228, C.P.) y de prevalencia normativa 
absoluta de la Constitución en tanto norma de normas (art. 4, C.P.), implicó un cambio 
cualitativo sobre el alcance, la dinámica y el enfoque del ejercicio de la función 
jurisdiccional, así se exige que los jueces sustituyan un enfoque limitado y restrictivo sobre 
el alcance de sus propias atribuciones de control sobre los actos de la administración 
pública, para con ello garantizar un control integral, que permita verificar el pleno respeto 
a los derechos consagrados en la Carta Política.  
 
 
Por ello, la Sala recuerda los pronunciamientos de 19 de agosto de 2010168 y 19 de mayo 
de 2011169, previamente citados, en los que se da aplicación directa a los mandatos de la 
Carta, y se rechaza expresamente una postura restrictiva que limite las facultades 
garantistas del juez contencioso-administrativo en materia de control de las decisiones 
disciplinarias de la Procuraduría General de la Nación, por lo que se adoptó en su 
reemplazo una postura jurisprudencial que exige a las autoridades jurisdiccionales 
realizar, en tanto obligación constitucional, un control sustantivo pleno que propenda por 
materializar, en cada caso concreto, el alcance pleno de los derechos establecidos en la 
Constitución.  
 
 
Es de desatacar, que en este pronunciamiento, se resalta la importancia del control pleno por 
                                               
 
168 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de agosto de 2010. Rad. 2000-02501-01(1146-05). MP: Bertha Lucía Ramírez de 
Páez. Bogotá, 2010. Actor: Milton José Mora Lema. Demandado: Procuraduría General de la 
Nación.  
169 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de mayo de 2011. Rad. 2000-00281-01(2157-05). MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2011. Actor: Remberto Enrique Corena Silva. Demandado: Ministerio de Defensa – 
Policía Nacional.  
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la jurisdicción contenciosa, pues este forma parte de las garantías mínimas del debido 
proceso a las que tiene un derecho fundamental el sujeto disciplinado, según la Corte 
Constitucional, por lo cual este control judicial contencioso-administrativo no puede ser objeto 
de interpretaciones que restrinjan su alcance170. Más aún de la jurisprudencia del Consejo de 
Estado se revela que en todos los casos, como se ha observado del presente trabajo, incluso 
en los que se advierten ciertas limitantes, se ha entrado a valorar de fondo, tanto las 
actuaciones procesales como las pruebas mismas obrantes en el proceso disciplinario y el 
razonamiento jurídico y probatorio de la Procuraduría o de las autoridades disciplinarias. Si 
bien el Consejo de Estado, se ha centrado, al afirmar que no es una tercera instancia, en 
delinear la especificidad propia del control jurisdiccional, diferenciándola del ejercicio de la 
función administrativa disciplinaria no ha restringido su alcance, y por el contrario ha 
efectuado un control integral de las decisiones de las autoridades.  
 
 
La Sala confirma la postura presentada en el presente trabajo, ya que el Consejo de 
Estado aclaró que el proceso contencioso-administrativo no puede constituir una tercera 
instancia, pero ello no significa que se limiten las facultades del juez, sino que el debate 
probatorio es distinto, los criterios de apreciación con base en los cuales puede –y debe- 
acometer la valoración de las pruebas son sustancialmente diferentes, y se basan en los 
postulados de la Constitución Política. “En este sentido, el Consejo de Estado ha 
subrayado, y desea enfatizar en la presente providencia, que la diferencia fundamental 
que existe entre la actividad y valoración probatoria del fallador disciplinario, y la actividad 
y valoración probatoria del juez contencioso administrativo –en virtud de la cual el proceso 
judicial contencioso no puede constituir una tercera instancia disciplinaria-, no implica 
bajo ninguna perspectiva que el control jurisdiccional de las decisiones 
disciplinarias sea restringido, limitado o formal, ni que el juez contencioso carezca 
de facultades de valoración de las pruebas obrantes en un expediente 
administrativo sujeto a su conocimiento; y también ha explicado que el control que se 
surte en sede judicial es específico, y debe aplicar en tanto parámetros normativos 
no sólo las garantías puramente procesales sino también las disposiciones 
sustantivas de la Constitución Política que resulten relevantes.”  
 
 
Así, la postura del Consejo de Estado como conclusión: “no hay límites formales para el 
control judicial contencioso-administrativo de los actos administrativos proferidos por las 
autoridades administrativas disciplinarias y la Procuraduría General de la Nación, salvo 
aquellos límites implícitos en el texto mismo de la Constitución y en las normas legales 
aplicables. Las argumentaciones de la Procuraduría a través de sus representantes y 
apoderados que puedan sugerir lo contrario –v.g. que el control judicial es meramente 
formal y limitado, o que las decisiones disciplinarias de la Procuraduría tienen naturaleza 
jurisdiccional- no son de recibo por ser jurídicamente inaceptables y conceptualmente 
confusas.” 
 
 
                                               
 
170 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-095 de 1998,  MP: Hernando Herrera 
Vergara. C-1189 de 2005, MP: Humberto Antonio Sierra Porto y T-060 de 2009, MP: Mauricio 
González Cuervo. 
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Esta posición es reiterada en varias sentencias posteriores, en las que se negaron las 
pretensiones de la demanda, haciendo una revisión amplia de la legalidad y 
constitucionalidad de los actos administrativos demandados,  así:  
 
 
- Sentencia de 11 de julio de 2013171, decide la demanda interpuesta contra las 
decisiones del Procurador General de la Nación por las cuales se sancionó al actor con 
destitución del cargo e inhabilidad de 3 años. El proceso disciplinario se surtió porque el 
actor como Gobernador de Boyacá incurrió en causal de inhabilidad por ser representante 
de varias empresas de aseo que contrataban con el departamento al momento de la 
posesión. La Sala en primer lugar hace una descripción de las actuaciones procesales, 
pruebas y decisiones que se adoptaron en el curso del proceso disciplinario. Luego toma 
cada uno de los argumentos del demandante como un problema jurídico, y es resuelto a 
su vez individualmente revisando lo obrante en el proceso, los elementos probatorios y la 
aplicación de la ley disciplinaria, con lo cual deniega las pretensiones.  
 
 
- Sentencia de 22 de agosto de 2013172, resuelve la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho contra las decisiones del Comandante del Batallón de 
Infantería N°8 “Batalla de Pichincha” mediante las cuales se le impuso la sanción al actor 
de separación absoluta de las fuerzas militares, por ser sorprendido consumiendo 
alucinógenos. La Sala aplica la misma metodología de revisar en su integridad el proceso 
disciplinario y los argumentos de la demanda, encontrando que las decisiones están 
ajustadas a derecho.  
 
 
- Sentencia de 11 de julio de 2013173, conoce en segunda instancia la demanda de 
nulidad y restablecimiento del derecho, decidida en primera instancia por el Tribunal 
Administrativo de Nariño que accedió a las pretensiones del actor, que buscaba que se 
declarar la nulidad de las decisiones disciplinarias de la Gobernación de Nariño, por medio 
de las cuales se destituyó e inhabilitó por 3 años al actor al demostrarse que accedió a un 
ascenso en el escalafón docente por medio de la presentación de documentos apócrifos.  
 
 
La Sala entra a verificar los fundamentos de las decisiones disciplinarias tomando como 
metodología: “en primer lugar abordará el problema jurídico relacionado con la calificación 
                                               
 
171 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 11 de julio de 2013, Rad. 2011-00122 – 0414-11. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. Demandante: Luis Humberto Montejo Bernal, Gobernador de Boyacá. Demandada: 
Procuraduría General de la Nación. 
172 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 22 de agosto de 2013, Rad. 2011-00244 – 0857-11. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. Demandante: Julián Andrés Suaza Caicedo, Soldado Profesional. Demandado: 
Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional.  
173 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 11 de julio de 2013. Rad. 2004-00188 – 1982-09. MP: Gerardo Arenas Monsalve. 
Bogotá, 2013. Demandante: Roberth Orlando Villavicencio Docente de la Escuela Rural Mixta de 
Santander. Demandado: Departamento de Nariño. 
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jurídica de las faltas disciplinarias efectuada  por el titular de la acción disciplinaria, por 
tratarse de un asunto que involucra aspectos relacionados con la aplicación adecuada de 
la  ley disciplinaria en el tiempo, la transitoriedad y el principio de favorabilidad en materia 
disciplinaria. Acto seguido, se abordará el asunto relacionado con la existencia de respaldo 
probatorio de la  falta disciplinaria consistente en “Derivar evidente e indebido provecho 
patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones”. De lo anterior, considera que 
se debe revocar la decisión de instancia pues los actos sancionatorios estuvieron 
precedidos de los criterios de legalidad, certeza de hechos, debida calificación jurídica de 
la conducta y apreciación razonable de los elementos y circunstancias que rodearon la 
situación puesta en conocimiento del ente disciplinario. 
 
 
- Sentencias de 21 de noviembre de 2013174 y 13 de febrero de 2014175, en las que 
se resuelve sobre la legalidad y constitucionalidad de las decisiones disciplinarias de la 
Procuraduría General de la Nación, que declararon a los actores responsables 
disciplinariamente. La Sala niega las pretensiones en estos dos casos, por verificar la 
validez de las actuaciones, luego de hacer una descripción y revisión exhaustiva de las 
actuaciones procesales, pruebas y decisiones que se adoptaron en el curso del proceso 
disciplinario, a la luz de la normatividad disciplinaria y lo probado en el proceso.  
 
 
Así, hay un lineamiento claro en cuanto a que el control de la jurisdicción de los actos 
administrativos disciplinarios no está limitado, y que por tal la metodología utilizada para 
su control de legalidad y constitucionalidad, es la revisión plena del proceso disciplinario 
partiendo de los argumentos de la demanda. No obstante, dos decisiones de marzo del 
presente año, emanadas de la Sección Segunda, dan cuenta de la real diferenciación que 
estos pronunciamientos han hecho sobre los límites que tiene el juez y que se había 
enunciado previamente, esto es, las facultades de adoptar decisiones de reemplazo que 
modifiquen las decisiones adoptadas en el transcurrir del proceso disciplinario.  
 
 
En sentencia de 20 de marzo de 2014176, la Sala decide, en única instancia, la demanda 
de nulidad y restablecimiento del derecho contra las decisiones de la Policía Nacional, por 
las cuales se sancionó al actor con destitución e inhabilidad general por 10 años, porque 
no se encontraba en su sitio de servicio, del cual se retiró durante 5 minutos al realizar una 
diligencia bancaria. 
                                               
 
174 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2013, Rad. 2011-00190 0649-11. MP: Gustavo Gómez 
Aranguren, Bogotá, 2013. Demandante: Bernarda Hilda Navarro Laguado Profesional Grado 17 
PGN. Demandado: Procuraduría General de la Nación. 
175 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 13 de febrero de 2014, Rad. 2011-00698 – 2670-11. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. Demandante: Gilberto Angulo Reina, Concejal Municipio de Dagua Demandado: 
Procuraduría General de la Nación. 
176 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 20 de marzo 2014, Rad. 2011-00902 – 2746-12. MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2013. Demandante: Victor Virgilio Valle Tapia, Agente de Policía Municipio de Soledad 
Atlántico. Demandado: Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional. 
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Para resolver se establece como problema jurídico determinar si con la expedición de los 
actos administrativos demandados la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, le 
desconoció al actor los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa; y/o si 
fueron proferidos con falsa motivación. Para ello se reitera la posición del control de los actos 
administrativos establecida en sentencias anteriores, pleno e integral, ponencia del mismo 
magistrado y de la misma subsección, y se entra a analizar uno a uno los argumentos del 
demandante, en primera medida haciendo un detallado recuento de los elementos 
probatorios y posterior a ello exponiendo la normatividad sobre la materia, para concluir:  
 
 
“No obstante, dentro de la actuación administrativa están demostradas varias 
circunstancias que conducen a afirmar que la sanción impuesta al demandante fue 
desproporcionada, y que no se estableció en debida forma la culpabilidad,” 
(…) 
 
 
Si bien es cierto que se demostró que el señor Víctor Virgilio Valle Tapia se ausentó por 
unos minutos del CAI con el fin de retirar un dinero en un Banco cercano para pagar sus 
servicios públicos, sin avisar a sus superiores, quedando acreditada la tipicidad; también 
lo es que de un análisis sistemático, ponderado y razonable de los elementos de convicción 
recaudados, resulta claro que convergen en este caso varias circunstancias de hecho que 
impiden calificar la conducta cometida por el encartado a título de dolo, como erradamente 
lo hizo la Entidad demandada.  
 
 
Puestas así las cosas, si se considera que: a). el actor no actuó con el ánimo de incurrir 
en la falta disciplinaria ni de afectar el servicio, sino movido por la urgencia en la que se 
encontraba por el posible corte de los servicios públicos; b). que el Banco se encontraba 
a menos de un kilómetro del sitio de facción; c). que la diligencia tardó aproximadamente 
5 minutos; d). que el Agente dejó encargado del CAI a uno de sus compañeros, tal como 
lo acredita el Acta de Minuta de Guardia; y e). la trayectoria, hoja de vida y tiempo de 
servicios del señor Valle Tapia a la Policía Nacional; se concluye que en el caso que nos 
ocupa el demandante no actuó con dolo sino con culpa grave, “por inobservancia del 
cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones”, en los 
términos del parágrafo del artículo 44 de la Ley 734 de 2002.  
(…) 
 
 
En ese orden, de acuerdo con lo expuesto hasta aquí, concluye la Sala que en este caso 
hubo violación al derecho al debido proceso, en tanto que la Entidad demandada no 
efectuó una valoración seria, conjunta, razonada y ponderada de los medios de convicción 
arrimados al plenario que conllevaban a una adecuada determinación de la forma de 
culpabilidad y, en consecuencia, a una sanción sustancialmente menor consistente en la 
suspensión en el ejercicio del cargo. En efecto, si se consideran las circunstancias propias 
del caso concreto, el correctivo impuesto es abiertamente desproporcionado, a más de que 
de las pruebas documentales y testimoniales aportadas, surgen serios indicios que ponen 
en duda la imparcialidad de la actuación, por el presunto acoso laboral del cual era víctima 
el demandante”. 
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Del análisis hecho por la Sala, hecho indudablemente como resultado del estudio probatorio 
del caso, se diría que se decreta la nulidad de los actos acusados y el restablecimiento 
económico y moral del actor, no obstante novedosamente da aplicación a los postulados del 
Código Contencioso Administrativo, artículo 170, retomados por la ley 1437 de 2011, nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 
187 que dispone:  
 
 
“Artículo 187. Contenido de la sentencia. La sentencia tiene que ser motivada. En ella se 
hará un breve resumen de la demanda y de su contestación y un análisis crítico de las 
pruebas y de los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente necesarios 
para fundamentar las conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión y citando los 
textos legales que se apliquen.  
En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el 
fallador encuentre probada El silencio del inferior no impedirá que el superior estudie y decida 
todas la excepciones de fondo, propuestas o no, sin perjuicio de la no reformatio in pejus.  
Para restablecer el derecho particular, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo podrá 
estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y modificar o reformar estas.  
Las condenas al pago o devolución de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando 
como base el Índice de Precios al Consumidor.”  
 
 
Así, la Sala considera que de acuerdo con la disposición transcrita, el legislador facultó al 
Juez para reformar los actos acusados o estatuir nuevas decisiones, por lo que en el caso se 
pueden tomar medidas para reemplazar la sanción disciplinaria que fue desproporcionada. 
Esto, porque el sentido de la norma a punta a hacer primar la justicia material, y que, como 
ya se advirtió, el control que ejerce la Jurisdicción de lo Contencioso es pleno e integral; se 
efectúa a la luz de las disposiciones de la Constitución Política como un todo y de la Ley en 
la medida en que sea aplicable; y no se encuentra restringido ni por aquello que se plantee 
expresamente en la demanda, ni por interpretaciones restrictivas de la competencia de los 
jueces que conforman la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
 
 
Como consecuencia de lo anterior, la Sala analiza sustancial y fácticamente el caso y declara 
la nulidad de la sanción impuesta remplazándola por la que en derecho corresponda y así 
restablecer el derecho del demandante, en los siguientes términos:  
 
 
“Habiéndose acreditado que la conducta del señor Víctor Virgilio Valle Tapia es: a). típica 
pues incurrió en la falta gravísima prevista en el numeral 27 del artículo 34 de la Ley 1015 de 
2006, consistente en “ausentarse del lugar de facción o sitio donde preste su servicio sin 
permiso o causa justificada”; b). antijurídica177, en tanto que con ella incumplió el deber 
funcional que le impedía ausentarse del sitio de trabajo y, c). fue cometida a título de culpa 
                                               
 
177El artículo 5 del Código Disciplinario Único, prevé “La falta será antijurídica cuando afecte el deber 
funcional sin justificación alguna”.  
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grave, esto es, con inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común 
imprime a sus actuaciones178; la sanción que ha debido imponer la Entidad no podía ser otra 
que la de suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial, tal como lo establece el 
numeral 2 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002 
(…) 
 
En ese orden, en atención al principio de proporcionalidad, considerando los anteriores 
criterios de graduación de la sanción y los límites establecidos por el legislador; la Sala 
estima que la sanción que se le debió imponer al demandante es la de suspensión en el 
ejercicio del cargo por el término de 2 meses y la inhabilidad especial por el mismo lapso; 
y así se declarará en la parte resolutiva de esta Sentencia.”  
 
 
Finalmente, como el demandante fue desvinculado desde 2007, la Sala considera que ya 
cumplió materialmente con el correctivo y como restablecimiento ordena el reintegro al 
servicio activo de la Policía y el reconocimiento de los sueldos y prestaciones dejados de 
percibir.  
 
 
En el mismo sentido días después la Sección Segunda profirió el fallo de 26 de marzo de 
2014179, que nos ha servido de punto de partida para el presente análisis, y que muestra 
la posición actual del máximo órgano de lo contencioso administrativo sobre el asunto. 
Además que, con esta sentencia, se resolvió uno de los casos más polémicos tramitados 
por el Procurador General de la Nación, Alejandro Ordoñez Maldonado, esto es la 
destitución e inhabilidad por 12 años impuesta al ex Alcalde de Medellín, Alfonso Salazar 
Jaramillo.  
 
 
El Dr Salazar Jaramillo, presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho 
contra las decisiones de la Procuraduría General de la Nación, mediante las cuales se le 
sancionó con destitución e inhabilidad general para desempeñar cargos públicos por 12 
años, por habérsele encontrado responsable disciplinariamente de violar los artículos 48-
39 y 48-40 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único y 38-2 de la Ley 996 de 2005, 
esto es, concretamente, participar en política puesto que en la contienda electoral 
desarrollada para ese momento realizó varios comentarios en la red social twitter y 
declaraciones a periodistas en donde denuncia irregularidades en la campaña que el señor 
Luis Pérez realizaba a la alcaldía de esa ciudad, esto es, presuntos nexos con estructuras 
paramilitares.  
 
                                               
 
178 Sobre las clases de culpa, el parágrafo del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, establece lo 
siguiente: “Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, 
desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será 
grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier 
persona del común imprime a sus actuaciones”.  
179 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 26 de marzo 2014, Rad. 2013-11700 – 126313, MP: Gustavo Gómez Aranguren. 
Bogotá, 2014. Demandante: Alfonso Salazar Correa – Ex Alcalde de Medellín. Demandado: 
Procuraduría General de la Nación. 
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En un primer momento la Sala reitera lo referente al control judicial de este tipo de actos y 
luego entra a analizar cada uno de los cargos esgrimidos por el demandante y advierte la 
existencia de varios vicios en las decisiones disciplinarias que estudia, así 
 
 
- Existe un amplio y pacífico precedente jurisprudencial, Corte Constitucional y Consejo 
de Estado, sobre lo que es y comprende la prohibición de indebida participación en 
política de servidores públicos. Esta línea es favorable a la libertad, a la participación 
en política y a la expresión y solo admite las limitaciones legales estrictamente 
necesarias. 
- Al tratarse de derechos fundamentales su restricción debe hacerse a través de ley 
estatutaria y mientras la expedición de ésta los “empleados del Estado” comprendidos 
en el artículo 127 constitucional solo pueden ver limitados sus derechos políticos en los 
términos de la propia Constitución, según la interpretación uniforme de las altas Cortes.  
- En los actos demandados si bien se cita la jurisprudencia sobre la materia, no se tuvo 
en cuenta en si la interpretación constitucional, así la Procuraduría realizó una 
interpretación propia, amplia y distante a la línea jurisprudencial del artículo 127 de la 
Constitución, para aplicarla al caso concreto incluyendo incluso, otras circunstancias no 
contempladas y no correspondientes con el espíritu de la norma superior, lo que viola 
el debido proceso del demandante.  
- El Consejo considera que en las decisiones de primera y segunda instancia no se realizó 
un proceso de adecuación típica de la conducta con las normas que se establecieron 
como violadas. Así, toma cada una de las normas establecidas como violadas, esto es 
los artículos 48 numerales 39 y 40, y verifica los elementos que los componen para 
advertir que lo realizado por el Señor Salazar no se encuadra en ninguno de estos tipos, 
es decir los elementos no se encuentran probados, y que la Procuraduría no hizo ningún 
esfuerzo para subsumirlos.  
Así por ejemplo la Sección, muestra lo que debió hacer la Procuraduría y no hizo: 
“Con miras a efectuar la subsunción típica de la conducta del señor Salazar bajo estas 
normas, la Procuraduría General de la Nación debió haber seguido, como mínimo, el 
siguiente proceso de razonamiento técnico-jurídico, en este orden: (1) establecer en 
detalle y expresamente el alcance de cada uno de los componentes de las normas 
invocadas, a la luz de los criterios textual, sistemático y teleológico de interpretación y 
de acuerdo con la jurisprudencia relevante proveniente de la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado; y (2) establecer, a la luz de cada uno de los componentes 
normativos identificados en cada una de dichas normas, por qué la conducta probada 
de Alonso Salazar constituyó una violación de la ley, esto es, por qué sus actos 
encajaban bajo las definiciones legales de cada uno de dichos componentes normativos 
de los tipos disciplinarios invocados.” 
- El Consejo de Estado muestra como contrario a los ejercicios argumentativos mínimos 
para una decisión sancionatoria, la Procuraduría presenta una cadena de afirmaciones 
“cuyo estudio detallado revela la presencia de múltiples problemas lógicos y jurídicos 
que, a su turno, configuran causales de nulidad.”  
- Sumado a ello se evidencian otras violaciones al principio de legalidad (i) invocación 
meramente enunciativa de las normas disciplinarias supuestamente aplicadas (ii)una 
calificación subjetiva de la conducta material (iii)interpretación antitécnica de normas 
disciplinarias invocadas (iv)incoherencia lógica de las decisiones sancionatorias como 
un todo (v) despliegue de una amplísima actividad probatoria inconducente. (vi) 
estructuración de supuestos concurso de faltas.  
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- Para la Sala la sanción no correspondió a la gravedad de la falta ni a la culpabilidad 
demostrada en el proceso, desconociendo con eso el artículo 18 CDU y jurisprudencia 
de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  “En aplicación de esta misma postura 
jurisprudencial, de la que no hay motivos para apartarse en el presente caso, considera 
la Sala que la sanción impuesta al señor Salazar aparece desproporcionada, puesto 
que su culpabilidad en tanto autor de una conducta disciplinable requiere un elemento 
modulador necesario de la justicia y templanza de la sanción. La ecuación disciplinaria 
no fue abordada por el organismo de control dado que su análisis se adentró en 
estructurar un reproche que tal como ha quedado analizado en este proveído no se 
acopla con el marco legal y constitucional de los hechos conforme fueron probados en 
el proceso.” 
 
 
Con todo lo expuesto el Consejo de Estado debería haber declarado la nulidad de lo 
actuado, según el regular control de legalidad de esos actos administrativos, no obstante 
dado las previsiones del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, ley 1437 de 2011, artículos 138 y 187, no solo se declara la nulidad sino 
que se reemplaza la actuación nulitada.   
 
 
En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho considera la Sala que se debe 
eliminar el exceso en el poder sancionatorio del Estado y reducir el reproche disciplinario 
a sus justas y legales proporciones, es decir, entra a reemplazar la decisión disciplinaria, 
debido a que se considera que en atención al interés general se debe caracterizar el 
comportamiento del servidor público y si es el caso castigarlo. “Sobre este aspecto es de 
entender que el restablecimiento integral – el del afectado y el del orden jurídico – sólo se 
logra, en plena justicia, cuando la respuesta disciplinaria otorgada a la conducta descrita 
por el ex alcalde Salazar sea acorde con su gravedad y concordante con la ley.” 
  
 
Para el Consejo de Estado, la conducta del ex alcalde de Medellín si tuvo connotación 
disciplinaria, por ello adopta la función de analizar el caso, con las características de 
fallador disciplinario, haciendo un análisis fáctico y jurídico para imponer una sanción.  
 
 
Así, para el caso concreto (i) se considera que la falta se trató de la contemplada en el 
artículo 34, sobre los deberes de los funcionarios públicos, numeral 5, sobre la custodia y 
cuidados de la documentación que se tiene con razón al empleo, (ii)  de las pruebas 
obrantes es clara la autoría de la conducta, (iii) por ello la Sala aplica el procedimiento 
lógico de subsunción típica para demostrar la correspondencia entre la tipicidad y los 
elementos fácticos que constituyen la conducta, (iv) analiza la antijuridicidad de la conducta 
poniendo de presente con ello la ilicitud sustancial, (v) considera que no están dados los 
requisitos para calificar la culpabilidad en el marco del dolo por lo que se da la culpa leve, 
(vi) determina la gravedad de la falta, aplicando los criterios del artículo 43 del CD, como 
leve, y finalmente (vii) determina la sanción, al ser calificada como una falta leve culposa, 
la sanción establecida según el artículo 44-5 del CDU, es la amonestación escrita.  
 
 
Como reparación del daño el Consejo de Estado considera que el proceso y sanción dados 
por la Procuraduría afectaron al demandante: 
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“ (…) aun así y como quedó descrito en párrafos anteriores, la conducta endilgada al señor 
ex alcalde de Medellín sí representó para el ordenamiento jurídico un supuesto de 
infracción disciplinaria tan sólo que analizada de forma desproporcionada por el órgano de 
control y en esa proporción consecuencializada con un reproche desmedido que desde 
luego debe el poder judicial corregir, tal como quedó reseñado en esta providencia. 
Paralelo a lo aquí señalado es necesario sentar que la aplicación equilibrada de las normas 
que imponen censura al comportamiento de los servidores públicos tienen un doble efecto 
reparador, de indudable significado para la persona afectada y para el interés general. Lo 
anterior si advertimos que la anulación de un acto administrativo de carácter disciplinario 
en virtud de una circunstancia de desproporción no puede en modo alguno representar 
impunidad frente a una conducta que fue de algún modo trasgresora de los deberes y 
obligaciones de los servidores públicos, de ahí que sea en interés de la sociedad el 
funcionamiento de la competencia del juez contencioso para establecer nuevas medidas 
en reemplazo de las anuladas por la jurisdicción; y en lo que concierne al demandante, su 
juzgamiento en los términos estrictos de lo arrojado por el plenario le restablece su 
situación jurídica en cuanto al derecho absoluto de los ciudadanos para ser sometidos a 
los procesos sancionatorios sin que en ese actuar del Estado de Derecho se cometa 
desequilibrio, injusticia o desproporción.” 
 
 
Por ello la decisión resuelve anular parcialmente las decisiones de primera y segunda 
instancia que declararon responsable disciplinariamente al señor Alfonso Salazar, ordenar 
que se eliminen las anotaciones en el registro de antecedentes disciplinarios y declarar 
disciplinariamente responsable al actor de haber cometido la falta disciplinaria leve culposa 
consistente en incumplimiento de su deber de guarda y custodia de información y 
documentación a la que tuvo acceso como Alcalde de Medellín (art. 50 y 34-5, CDU), 
cuando hizo entrega de dicha información y documentación al periódico El Colombiano en 
el mes de octubre de 2011, por lo que se le impone sanción de amonestación escrita.  
 
 
Estos recientes pronunciamientos muestran una nueva posición de la Sección Segunda 
sobre el control de los actos disciplinarios que resulta conflictiva para el operador 
disciplinario, principalmente la Procuraduría General de la Nación, pues luego de enfatizar 
públicamente la importancia de la labor que desarrolla y su independencia, el juez 
administrativo no sólo revisa su actuación ampliamente sino que lo reemplaza al entrar a 
analizar las pruebas, los fundamentos jurídicos y la ley disciplinaria, y proferir una decisión 
en la que se aplica una sanción a la inicialmente establecida.  
 
 
Como se ha expuesto, desde un primer momento de las sentencias analizadas, aparece 
que el Consejo de Estado realiza una revisión plena del procedimiento y los fundamentos 
jurídicos de los actos demandados, lo cual ha sido común denominador como metodología 
para el control que realiza. No obstante en el transcurrir de la revisión de esas decisiones, 
se advierten ciertos elementos que caracterizan el cómo se debe efectuar ese control y las 
consecuencias del mismo, así: 
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1. En un primer momento, en el que encontramos, entre otras, la sentencias de 18 de 
octubre de 2007180, se realiza un control pleno de los actos administrativos disciplinarios, 
orientado a verificar la legalidad de los actos de acuerdo con el petitum de la demanda y 
sin reparar en la diferenciación de una especificidad en la función disciplinaria.  
 
 
2. Luego con la sentencia de 3 de septiembre de 2009181, la Sección entra a 
diferenciar que el control judicial no puede replicar un debate procesal hecho en el 
procedimiento administrativo, sino que se trata de una revisión enfocada a verificar el 
respeto por el debido proceso y el derecho de defensa del ciudadano. Esto retomado por 
la sentencia 19 de mayo de 2011182, de la que se agrega que el juez no solo debe, para 
efectuar el control, basarse en verificar el cumplimiento de los parámetros legales, sino 
que indudablemente debe comprobar la constitucionalidad de los actos administrativos 
demandados, y en consecuencia, el análisis no se limita a los argumentos de la demanda, 
sino que debe examinarse el acto administrativo frente al ordenamiento mismo183. 
 
 
3. Posteriormente la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 11 de diciembre 
de 2012184, unifica la jurisprudencia al exponer que no es posible extender en la jurisdicción 
el debate probatorio surtido en el trámite disciplinario y tampoco anular por mínimos 
defectos procedimentales. Así solo es posible anular por deficiencias relevantes en cuanto 
a garantías fundamentales.  
 
 
4. Además, desde la sentencia de 11 de julio de 2013185, la Sección Segunda 
expresamente deja claro que bajo ninguna perspectiva el control jurisdiccional de las 
                                               
 
180 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 18 de octubre de 2007, Rad. 2004-10200 – 1127-2004. MP: Alejandro Ordoñez 
Maldonado. Bogotá, 2007. Demandante: Jose Gabriel Silva Riviere, Gerente del Fondo Nacional de 
Caminos Vecinales. Demandada: Procuraduría General de la Nación. Sobre este mismo caso ver 
SU-901/2005 previamente referenciada. 
181 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 3 de septiembre de 2009, Rad. 2005-00113 – 4980-2005, MP: Víctor Hernando 
Alvarado Ardila, Bogotá, 2009. Demandante: Diego Luis Noguera, Presidente de la Empresa 
Colombiana de Vías - Ferrovías, Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
182 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 19 de mayo de 2011, Rad. 2000-00281 – 2157-2005, MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila, Bogotá, 2011. Demandante: Remberto Enrique Corena Silva, Agente. Demandado: 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 
183 Se da aplicación a lo considerado por la Corte Constitucional en sentencia C-197 de 1999, que 
sentenció “Considera la Corte, que tratándose de derechos fundamentales de aplicación inmediata, 
el juez administrativo a efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe aplicar la 
correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no la haya invocado 
expresamente.” 
184 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena. Sentencia de 11 de diciembre de 2012, Rad. 
2005-00012. MP: Gerardo Arenas Monsalve. Bogotá, 2012. Demandante: Fernando Londoño 
Hoyos, Ministro del Interior. Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
185 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 11 de julio de 2013. Rad. 2011-00121 (0413-11). Actor: Alfonso Romero Cárdenas. 
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decisiones disciplinarias es restringido, limitado o formal, y por tal el juez contencioso no 
carece de facultades de valoración de las pruebas obrantes en un expediente 
administrativo sujeto a su conocimiento. 
 
 
Los postulados expuestos, replicados en la mayoría de la jurisprudencia analizada, dejan 
clara la posición del Consejo de Estado en cuanto al carácter administrativo de los actos 
disciplinarios y a la facultad de realizar un control pleno de legalidad y constitucionalidad 
de los mismos.  Pero, como se ha expuesto, en cuanto a las consecuencias de no encontrar 
ajustado al ordenamiento un acto de este tipo, se observan dos posiciones diferentes en 
la jurisprudencia.  
 
 
Así, en la sentencia de 19 de mayo de 2011186, en la cual se verificó que los actos 
disciplinarios que sancionaban al actor fueron expedidos violando el debido proceso, la 
Sala no entró a proferir medidas que reemplazaran la sanción impuesta, por el contrario 
expresamente se señaló que no se entraba a debatir la responsabilidad disciplinaria del 
demandante, pues eso se surtió en sede administrativa, y al no ser tercera instancia, solo 
era procedente la nulidad.  
 
 
En una posición distinta se encuentran las últimas decisiones analizadas, esto es, los fallos 
de 20 de marzo de 2014187 y 26 de marzo de 2014188, que tienen como precedente la 
sentencia de 19 de agosto de 2010189, en los que al encontrar que los actos administrativos 
disciplinarios se excedían en cuanto la calificación de la falta y la sanción, la Sala, como 
restablecimiento del derecho toma lo probado en los procesos y con ello determina la 
responsabilidad de los actores y dicta sanciones diferentes a las resultantes del proceso 
disciplinario.  
 
 
                                               
 
Demandado: Procuraduría General de la Nación. MP: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, Bogotá, 
2013. 
186 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de mayo de 2011, Rad. 2000-00281 – 2157-2005, MP: Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. Bogotá, 2011. Demandante: Remberto Enrique Corena Silva, Agente. Demandado: 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 
187 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 20 de marzo 2014, Rad. 2011-00902 – 2746-12. MP: Gustavo Gómez Aranguren, 
Bogotá, 2013. Demandante: Victor Virgilio Valle Tapia, Agente de Policía Municipio de Soledad 
Atlántico. Demandado: Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional. 
188 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 26 de marzo 2014, Rad. 2013-11700 – 126313, MP: Gustavo Gómez Aranguren, 
Bogotá, 2014. Demandante: Alfonso Salazar Correa – Ex Alcalde de Medellín. Demandado: 
Procuraduría General de la Nación. 
189 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Sentencia de 19 de agosto de 2010, Rad. 2000-02501 – 1146-05, MP: Bertha Lucia Ramírez De 
Paez, Bogotá, 2010. Demandante: Milton Jose Mora Lema, Director del Hospital Universitario 
Evaristo Garcia Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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Estas medidas basadas en las facultades otorgadas por la ley, actualmente artículo 187 
de la ley 1437 de 2011,  son cuestionadas por académicos y operadores disciplinarios190, 
pues consideran que la jurisdicción contenciosa se ha convertido en juez disciplinario, lo 
que implica incertidumbre y desgaste institucional, pues las decisiones pueden ser 
revisadas reiteradamente y luego de todo un debate jurídico en sede administrativa concluir 
con una variación de la calificación y  de la sanción en la controversia judicial;  a las que 
no se le ha dado al disciplinado la oportunidad de controvertir, lo que desnaturaliza la 
función del juez pues este no controla la conducta del disciplinado sino la legalidad del 
acto.   
 
 
No obstante, y conforme a lo expuesto en el segundo capítulo de este trabajo, en el actual 
Estado social de derecho el control de legalidad ha cambiado, ahora está orientado a 
garantizar la justicia material a través del respeto de los derechos de los ciudadanos y del 
interés general, en estos casos el nuevo papel del juez exige que si la sanción no es acorde 
al ordenamiento, esta se corrija, pero sin que la falta cometida por el funcionario público 
quede sin recibir la correspondiente acción del Estado.  
 
 
En este trabajo consideramos acertada esta última postura, debido a que no debe olvidarse 
que se tiene que preservar la función pública y, con ella, la prevalencia del interés general, 
puesto que al corregir los errores que se cometieron con el proceso disciplinario, el juez 
está impartiendo justicia en pro de preservar estos principios: 
 
 
“Como consecuencia directa del carácter material del concepto de Estado social y 
democrático de derecho, encontramos como presupuesto básico y determinante de la 
función administrativa el llamado principio de prevalencia del interés general191. En cuanto 
concepto básico su incorporación al ordenamiento jurídico corresponde a las mismas 
razones que justifican históricamente la institucionalización del poder y el surgimiento del 
Estado de derecho, en donde el ejercicio del poder político no corresponde a justificaciones 
de carácter individualista o personalista, sino a presupuestos de voluntad general como 
producto del ejercicio popular o nacional del poder, que considera como prevalentes los 
asuntos del común frente a los específicos de cada uno de sus integrantes, respetando de 
todas maneras el interés individual; el cual no desaparece sino que debe, en todo momento 
que entre en conflicto con el interés general, ceder el espacio suficiente para que éste sea 
prevalente en procura de la estabilidad del sistema.  
 
 
En esta perspectiva el principio se vincula directamente con las finalidades estatales, y 
debe acudir necesariamente, para su concreción, a todos aquellos otros niveles del 
ordenamiento normativo que permitan materializar su alcance, en la medida en que su 
                                               
 
190 Conversatorio sobre reforma al Código Disciplinario Único, Procuraduría General de la Nación. 
Mayo 2014. 
191 Constitución Política artículo 2, 123 inc 2 y 209 
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postulación constitucional eventualmente lo torna en un concepto abierto e 
indeterminado.”192 
 
 
Así, anular una decisión, que si bien no está acorde con el ordenamiento jurídico, tiene 
fundamentos probatorios y sustanciales que muestran la responsabilidad del servidor 
público en una falta disciplinaria, equivale a coadyuvar en el incumplimiento de los fines 
del Estado, más aún cuando la ley faculta al juez administrativo a tomar las medidas 
necesarias para restablecer el derecho particular, lo cual no solo implica sacar del mundo 
jurídico los actos que no le favorecen sino en términos generales impartir justicia.  
 
 
Como se ha mencionado, “La legalidad entendida como elemento del Estado de derecho 
no se circunscribe a los estrechos marcos del positivismo legal. En otras palabras, no 
podemos asimilarla exclusivamente al acatamiento o sometimiento de la ley en estricto 
sentido. La legalidad implica una aproximación al concepto sustancial de derecho, lo que 
recoge irremediablemente la totalidad  de normas, principios y valores que inspiran el 
sistema jurídico. El principio de legalidad así entendido resulta asimilable al principio del 
respeto y acatamiento al bloque de la legalidad que recoge la totalidad de elementos 
articulados en el llamado sistema jurídico.”193   
 
 
El Derecho Administrativo, tal como lo señala el Profesor Santofimio Gamboa194, tiene unas 
bases constitucionales identificables a partir de los supraprincipios caracterizadores del 
Estado, que sustentan el carácter normativo jurídico del sistema constitucional y jurídico y 
por tal razón determinan el rumbo de actuar de la administración pública. El sistema jurídico 
debe hacerse entonces desde una perspectiva complementaria, una formal que implica 
que el texto constitucional es el punto supremo de imputación y unos niveles inferiores 
donde se identifican los escalones de la cadena normativa, pero además una visión 
material en donde se tiene que la Constitución determina el contenido de las normas de 
niveles superiores y por eso el elemento material condiciona los procesos integrados del 
sistema normativo. En el caso del Derecho Administrativo colombiano se tiene entonces 
que la Constitución, como norma jurídica, influye en las actuaciones administrativas, 
puesto que introduce una serie de derroteros y finalidades que vinculan fuertemente a la 
administración a adecuar las decisiones y las actuaciones a la Constitución195. 
 
 
En el caso de nuestra Constitución se muestra la legalidad formal en los artículos 121 y 
122 que obligan, a quienes ejercen funciones administrativas, a sujetarse a los preceptos 
constitucionales legales y reglamentarios y la legalidad teleológica que en los artículos 2°, 
                                               
 
192 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Fundamentos de los procedimientos administrativos 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011. 
En: Seminario Internacional de presentación del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011. Consejo de Estado, Bogotá, 2011. p. 145. 
193 Ibíd., p.146 
194 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Bogotá.  Ed 
Universidad Externado de Colombia, 2002. p. 300-370  
195 Se cita el texto de Parejo Alfonso. Manual de Derecho Administrativo. p 109 a 113. 
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123, y 209 vinculan a la administración a actuar en procura del interés general, el interés 
de la comunidad y el cumplimiento de las finalidades estatales. Así las cosas, nuestra 
función administrativa debe responder a “la totalidad del ordenamiento jurídico de manera 
indistinta; esto es, a los valores y principios generales, la Constitución, la ley, el acto 
administrativo y los reglamentos: todo un bloque de legalidad en donde la ley es tan solo 
uno de los elementos de sujeción”196.  
 
 
Al partir de ese concepto ampliado, el papel del juez se modifica, adquiere relevancia, por 
lo que se debe tener en cuenta es que, para llegar a una decisión judicial, correcta para 
resolver el litigio es necesario que ésta, como lo propone R Alexy: “este vinculada 
necesariamente la pretensión de corrección que, en este caso, es, sobre todo, una 
pretensión de justicia”197, este elemento del concepto de derecho, establece un vínculo con 
la moral, desde el punto de vista del participante del sistema jurídico198. Entonces, dentro 
del propósito de la interpretación judicial, entendido como el respeto a la coherencia e 
integridad del derecho, se busca hacer lo mejor posible con los elementos jurídicos con los 
que el juez cuenta y la labor debe realizarse con la pretensión de corrección como 
valoración de que los contenidos sean los mejores para la resolución del caso, por la 
inclusión de criterios de justicia, puesto que la decisión va a producir unos efectos directos 
e inmediatos que afectaran los derechos y los intereses de los individuos. “No deja de ser 
deber del juez, incluso en los casos difíciles, descubrir cuales son los derechos de las 
partes, en vez de inventar retroactivamente derechos nuevos” 199  
 
 
El segundo aspecto, es el que se incluye con la teoría de R Dworkin, no es suficiente con 
que la decisión se adecue al derecho, también debe tenerse en cuenta: “la dimensión de 
la moralidad política supone que, si dos justificaciones ofrecen la misma adecuación con 
los materiales jurídicos, una de ellas ofrece mejor justificación que la otra si es superior 
como teoría política o moral; esto es, si está mas cerca de abarcar los derechos que la 
gente de hecho posee”200. 
 
 
El objetivo del juez no se reduce a ser una parte en el funcionamiento de la estructura jurídica 
ni solamente aplicar la norma, incluye la de impartir justicia a través de hacer una trabajo que 
incluya la aplicación de los principios: “Los principios tienen una dimensión que falta en las 
normas: la dimensión de peso… Cuando los principios se interfieren… quien debe resolver el 
conflicto tiene que tener en cuenta el peso relativo de cada uno. En esto no puede haber una 
mediación exacta y el juicio respecto de si un principio… es más importante que otro será con 
frecuencia motivo de controversia. Sin embargo, es parte esencial del concepto de principio 
                                               
 
196 Se cita el texto de Parejo Alfonso. Manual de Derecho Administrativo, p. 367 
197 ALEXY, Robert. El concepto y la validez del derecho. Barcelona. Ed Gedisa. 1994. p. 41 – 45. 
198 Ibíd., p. 43. 
199 DWORKIN, Ronald. Los Derechos en Serio. Barcelona. Ed Ariel, 1995. pp. 146 - 179 
200 DWORKIN, Ronald. ¿Realmente no hay respuesta correcta en los casos difíciles?, En: 
Casanovas, Pompeu y Moreso, Juan José (eds), El Ámbito de lo Jurídico. Barcelona. Ed. Crítica, 
1994. p. 508. 
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el que tenga esta dimensión, que tenga sentido preguntar… qué peso tiene. Las normas no 
tienen esta dimensión”201. 
 
 
La posición de la Sección Segunda del Consejo de Estado responde a los nuevos postulados 
del control de legalidad y del papel del juez en el Estado social de derecho. La motivación de 
estos pronunciamientos han sido claras en mostrar que las decisiones disciplinarias carecían 
de argumentos jurídicos acordes con el ordenamiento, pero pese a ello las conductas de los 
implicados si se enmarcaban en faltas disciplinarias, por lo cual se tomaron decisiones de 
reemplazo, así el juez no solo señaló su criterio sobre lo justo y la aplicación de la ley, sino 
que suministró las razones de su decisión y refutó las objeciones  sobre su papel.  
 
 
Esto no implicó un desconocimiento del precedente, en cuanto a la sentencia de unificación 
que resolvió la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 11 de diciembre de 2012202, 
pues en ese caso los actos administrativos disciplinarios se encontraron ajustados a derecho, 
y por tal no procedía tomar medidas que reemplazaran o no la decisión del operador 
disciplinario, situación distinta a la desarrolla en las últimas sentencias de la sección segunda. 
Por tal era más que procedente tomar medidas para restablecer tanto el derecho del actor 
como preservar el orden jurídico.  
  
                                               
 
201 DWORKIN, Ronald. Los Derechos en Serio. op. cit., p. 77-78. 
202 COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena. Sentencia de 11 de diciembre de 2012, Rad. 
2005-00012. MP: Gerardo Arenas Monsalve. Bogotá, 2012. Demandante: Fernando Londoño 
Hoyos, Ministro del Interior. Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
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4. Conclusiones  
 Luego de presentar los estudios previos sobre el tema, de los cuales se advertía 
una posición sobre la jurisdiccionalización del derecho disciplinario administrativo, 
esto es, la connotación de autonomía e independencia de la labor y, por 
consiguiente, un control limitado, se logró determinar que las sentencias de 
constitucionalidad y de tutela, en que se basaban los autores, no estaban 
correctamente interpretadas. Así, no se tenían en cuenta la plenitud del texto 
jurisprudencial, los hechos, las consideraciones y la decisión, por tal los apartes 
que se citaban no tenían en cuenta la ratio decidendi, sino que eran utilizados parar 
corroborar lo que se quería afirmar teóricamente. 
 
 
La jurisprudencia actual sobre el tema ha dilucidado el asunto y dejado claro que 
los actos de control disciplinario adoptados por la administración pública y por la 
Procuraduría General de la Nación, constituyen ejercicio de la función 
administrativa y, por lo tanto, son actos administrativos sujetos al pleno control de 
legalidad y constitucionalidad por la jurisdicción contencioso-administrativa.  
 
 
 Siendo claro el carácter administrativo de este tipo de actos, el control judicial de 
las decisiones que ponen fin a la actuación se puede presentar por vía de tutela, 
pero, únicamente, como mecanismo subsidiario para evitar un perjuicio 
irremediable. Así, la Corte Constitucional en una constante línea jurisprudencia 
considera que el mecanismo idóneo para controvertir este tipo de actos es la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho, pero para la defensa de los derechos 
fundamentales del actor, la vía de la acción de tutela resultaría viable mientras se 
pronuncia el juez administrativo.   
 
 
Para la configuración del perjuicio se deben tener motivos serios y razonables que 
indiquen que el acto sancionatorio se adoptó con desconocimiento de las garantías 
constitucionales y legales, en particular al debido proceso; que el perjuicio que se 
derive de la sanción amenace con el ejercicio de los derechos fundamentales del 
actor; que el perjuicio tenga las características de cierto e inminente, grave y de 
urgente atención, y que el medio judicial principal no sea lo suficientemente 
expedito para impedir la afectación irremediable del derecho fundamental invocado. 
 
 
De darse lo anterior, el juez constitucional puede verificar la legalidad y 
constitucionalidad de los actos administrativos, pero, solo en los aspectos alegados 
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por las partes, puesto que el control integral le corresponde a la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo.  
 
 
 El control de legalidad de las decisiones disciplinarias efectuado por la jurisdicción 
contenciosa administrativa es pleno e integral. Así en pronunciamientos reiterados, 
y que conforman la línea jurisprudencial, se recalca que no se trata de un examen 
restringido, limitado o formal y tampoco el juez contencioso carece de facultades 
de valoración de las pruebas obrantes; por el contrario, el control que se surte en 
sede judicial es específico, y debe aplicar, en tanto parámetros normativos no sólo 
las garantías puramente procesales sino también las disposiciones sustantivas de 
la Constitución Política que resulten relevantes. 
 
 
 Al encontrar que las decisiones disciplinarias son excesivas o no corresponden a 
los postulados legales y normativos, el juez contencioso administrativo puede 
tomar medidas para restablecer integralmente al afectado y al orden jurídico, por 
ejemplo, adoptar las decisiones disciplinarias de reemplazo que, de acuerdo con 
las pruebas obrantes en la actuación administrativa, den cuenta de una sanción 
justa para las faltas disciplinarias cometidas, esto en consideración a cumplir el 
papel de brindar justicia material en el Estado social de derecho. 
 
 
 Con lo anterior es claro que de acuerdo a nuestra pregunta de investigación, no es 
cierto que existe un límite a la labor del juez administrativo cuando realiza el control 
judicial de los actos administrativos disciplinarios, por el contrario, y comprobando 
la hipótesis planteada el control de legalidad que realiza es amplio, incluso, puede 
revivir el debate jurídico realizado con anterioridad en las instancias disciplinarias 
y puede llevar a modificar, anular o remplazar la decisión.  
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